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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros del Interior; señor Edmundo Pérez Yoma; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández, y el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, en 20 de enero; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, ambas en 21 de enero, y 90ª, especial, en 30 de enero, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Treinta y nueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (boletín N° 6.392-09). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso.



Con el siguiente hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales (boletín N° 3.544-07).



Con los doce siguientes hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Horvath y de los entonces Senadores señores Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales (boletín N° 3.327-12).


2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (boletín N° 5.766-08).


3.- Proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre pueblos indígenas (boletín N° 4.069-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (boletín N° 5.724-26).


5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (boletín N° 4.970-04).


6.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



7.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 5.522-07).



8.- Proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).


9.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Naranjo y del entonces Senador señor Viera-Gallo, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (boletín N° 3.493-07).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (boletín Nº 5.310-13).



11.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (boletín N° 5.324-07).



12.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).


Con los veinticinco restantes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria acerca de sistemas solares térmicos (boletín N° 6.174-05).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que incorpora a la ley N° 20.063 el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería (boletín N° 6.088-05).


3.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín N° 5.012-03).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (boletín N° 3.994-02).


5.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, a fin de alterar la competencia de los Tribunales Militares y suprimir la pena de muerte (boletín N° 5.159-07).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación, en relación con el arrendamiento al extranjero de naves nacionales a casco desnudo (boletín N° 5.258-02).



7.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (boletín N° 4.234-03).



8.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el fin de regular la oferta de carreras impartidas por instituciones de educación superior autónomas (boletín N° 5.688-04).



9.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (boletín N° 6.252-09).


10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11).



11.- Proyecto que establece una nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06).


12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (boletín N° 5.434-13).


13.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (boletín N° 5.719-14).



14.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).



15.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).


16.- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (boletín N° 4.999-11).


17.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, a fin de resguardar el derecho a la igualdad en las remuneraciones (boletín Nº 4.356-13).


19.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, estableciendo que el apellido de la madre anteceda al del padre (boletines números 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



20.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050 que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



21.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



22.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo y otras normas legales (boletín N° 5.687-23).


23.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (boletín N° 5.849-15).


24.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (boletín N° 5.343-01).


25.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (boletín N° 5.363-03).


--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio del cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar a los señores Roberto Pliscoff Vásquez y Genaro Arriagada Herrera como integrantes del Consejo Nacional de Televisión (boletín N° S 1.147-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de las sentencias dictadas en relación con el proyecto que introduce diversas modificaciones en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; en la N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; en la N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y en la N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (boletín N° 6.349-06) y con el proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia (boletín N° 6.220-10).


--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los siguientes preceptos: artículo 96 del Código Tributario; artículo 45, incisos primero y segundo, de la Ley de Quiebras contenida en el Libro IV del Código de Comercio; artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales y artículo 171, inciso primero, del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento.



Con los cinco restantes remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad planteados en contra de los siguientes artículos: 15 y 16 del decreto ley N° 2.695; 3° y 4° del decreto ley N° 1.757; 38 de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos del señor Ministro del Interior subrogante:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, respecto de la situación que afecta a don Héctor Alarcón.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Ominami, referido a los hechos delictivos que afectan a la comuna de Olmué.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Muñoz Barra, Allamand, Arancibia, Coloma, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela y Vásquez, relativo a promover el cese al fuego en la Franja de Gaza y a estimular diversas acciones que terminen con la muerte de civiles de las partes en conflicto y que permitan alcanzar un acuerdo de paz definitivo (boletín N° S 1.138-12).


Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la posibilidad de solicitar la presencia de fuerzas de paz en la Franja de Gaza.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Sabag, relativo a la situación del pueblo palestino en la Franja de Gaza.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a diversos problemas que han afectado a quienes prestan servicios de camiones en el puerto de Iquique y en la ZOFRI.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Senador señor Prokurica, sobre reemplazo del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo (boletín N° S 1.127-12).



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Ruiz-Esquide, Cantero, Chadwick, Letelier y Núñez, tocante a una moción de su autoría sobre creación de un fondo para investigar el impacto de los medios electrónicos en la población infantil y juvenil, la cual fue declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.



Con el segundo da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca del compromiso asumido por la Primera Mandataria el 21 de mayo de 2008 en orden a presentar un proyecto de ley que regule la labor de los recolectores de basura.



Con el último responde un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señores Zaldívar, Prokurica, Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República disponer el estudio de las medidas necesarias para pagar la deuda histórica que el Estado de Chile mantiene con los profesores por el no pago de la asignación establecida en el artículo 40 del decreto ley N° 3.551, de 1981 (boletín N° S 1.139-12).


Dos del señor Ministro de Justicia subrogante:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Girardi, respecto de la constitución legal del proyecto de Santuario de la Naturaleza de Pumalín en la Décima Región.



Con el segundo da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Romero, atinente a la construcción de una cárcel en la provincia de Los Andes o de San Felipe.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, en relación con la forma de control de las horas de trabajo de los choferes y auxiliares de buses interprovinciales.



Nueve del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los cinco primeros contesta igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, referidos a las obras de reparación del puente Presidente Ibáñez de Puerto Aysén; al estudio y construcción del camino a borde de mar en el sector El Rincón y de la rampa y muelle para Caleta Tortel; a la implementación de defensas fluviales en las riberas del río Simpson; a los avances en las vías que conectan la Ruta 40 argentina con las localidades de Lago Verde y de Balmaceda, y a la posibilidad de que Puerto Aguirre cuente con agua potable en forma permanente.



Con el sexto responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, en lo que respecta a la realización de obras de conservación y ripiado en el camino Los Sauces-Pidima.



Con el séptimo da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Larraín, acerca de una inspección técnica a las obras realizadas en la zona del río Putagán.



Con el octavo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, concerniente al puente colgante que cruzaba el río San Pedro.



Con el noveno da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, respecto de un Acuerdo de Subvención suscrito con la Agencia de los Estados Unidos para el Comercio y el Desarrollo, con el fin de financiar el costo de los bienes y servicios requeridos para un estudio de factibilidad de la actualización del plan maestro del Aeropuerto Balmaceda.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Ávila, en cuanto a falencias en el trabajo que realiza el laboratorio clínico del Hospital Claudio Vicuña.



Con el segundo contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, relativo al proyecto destinado a que las convivientes puedan ser incorporadas como cargas en FONASA.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Frei: uno, relativo a la situación planteada por el Consejo Comunal de la Discapacidad de Osorno, y otro, referente a la posibilidad de aumentar el número de subsidios de ampliación y mejoramiento de viviendas para la Octava Región. 



Con el tercero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relacionado con la situación de los deudores habitacionales que han recibido algún subsidio del Estado.



De la señora Ministra de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, concerniente a la posibilidad de entregar apoyo financiero al proyecto “Sistema Nacional de Certificación de Leña”.



Dos del señor Ministro de Agricultura subrogante:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la posibilidad de implementar un programa de reducción de la población del visón.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Barra, sobre la crisis agrícola que aqueja a la Novena Región, entre otras,  y a la necesidad de apoyar a los agricultores afectados.



Del señor Ministro de Minería, en respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Orpis, acerca del aumento del capital de ENAP.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales subrogante, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, tocante a problemas sanitarios, medioambientales, sociales y de seguridad que afectan a la localidad de Alto Hospicio.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, en orden al procedimiento adoptado para la presentación de proyectos destinados al uso e incentivo de energías renovables no convencionales.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a las soluciones que se contemplan para el reciclado, transferencia o relleno de los residuos de las comunas integrantes de la Asociación de Municipalidades Costeras de la Quinta Región.



Dos de la señora Subsecretaria de Marina, mediante los cuales responde igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, referidos a la instalación de la central termoeléctrica a carbón Los Robles en el sector de la desembocadura del río Loanco en la Región del Maule y a la denuncia efectuada por organizaciones de pescadores artesanales de la Región de Aisén acerca de la existencia de vertederos en el canal Puyuhuapi.



Del señor Subsecretario de Pesca, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la posibilidad de implementar en Melinka un laboratorio que estudie la marea roja.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Girardi, acerca de si la empresa Hidroaysén o sus contratistas cuentan con autorización sanitaria o permiso para ejecutar faenas de construcción e instalación de galerías de prospección en la zona del río Baker.



Del señor Director Nacional de Pesca, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de implementar en Melinka un laboratorio que estudie la marea roja.



Del señor Director Nacional del Servicio Médico Legal, en contestación a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a un reportaje publicado en el periódico “El Ciudadano” respecto de toma de muestras de ADN a niños de colegios municipales en la comuna de Concepción y en otras regiones del país.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a la utilización del subsidio al transporte regional, aprobado en forma paralela al otorgamiento de recursos para el Transantiago.



Dos del señor Secretario General de Carabineros subrogante, con los que da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Espina, acerca de la situación que afecta a don José Luis Soto y al aumento de la dotación policial en la comuna de Victoria.



De la señora Directora del Servicio de Salud Atacama, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Prokurica, referido a la situación que afecta a don Marcelo Vargas.



Del señor Jefe de Gabinete de la Ministra de Educación, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de problemas planteados por el Colegio de Profesores de la Región de Aisén.



Del señor Jefe de Gabinete del Presidente del BancoEstado, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, relativo a la presentación efectuada por el Sindicato de Trabajadores Maderas de Exportación Ltda.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (boletín 5.310-13) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma a la Carta Fundamental, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y en el proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.324-07 y 5.522-07) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (boletín N° 6.252-09) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, que incorpora la reducción, reutilización y reciclaje como principios orientadores en la protección ambiental (boletín N° 6.317-12). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Ominami, Navarro, Núñez, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan al Gobierno el envío de un proyecto que derogue la denominada Ley Reservada del Cobre y su reemplazo por una ley especial de carácter plurianual (boletín N° S 1.144-12). (Véase en los Anexos, documento 7).


Del Senador señor Zaldívar, a través del cual solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto tendiente a modificar la normativa que regula la adquisición de unidades y pertrechos por las Fuerzas Armadas (boletín N° S 1.145-12). (Véase en los Anexos, documento 8).


De los Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Romero y Zaldívar, relativo a las responsabilidades que derivan de la compra de los aviones Mirage y al sistema de adquisición de armamento para las Fuerzas Armadas (boletín N° S 1.146-12). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasan a la Comisión de Defensa Nacional.



Del Senador señor Zaldívar, referente a inversión en obras de infraestructura y fortalecimiento del sistema de concesiones (boletín N° S 1.148-12). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1º Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que establece normas sobre importación de mercancías al país, hasta el lunes 9 de marzo, a las 12,  las cuales deben ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.



2º Alterar la tabla de la presente sesión, tratando en segundo lugar el proyecto signado con el número 4, esto es, el que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales. 

V. ORDEN DEL DÍA

REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde tratar, en primer lugar, el proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, en materia de gobierno y administración regional, con nuevo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3436-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 77a, en 9 de diciembre de 2008.

Gobierno (nuevo), sesión 86ª, en 14 de enero de 2009.

Discusión:



Sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2008 (vuelve a Comisión).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la Sala, en sesión de 10 de diciembre del año próximo pasado, acordó devolver este proyecto a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo informe en el que debía pronunciarse solamente en general sobre el texto que había sido despachado por la Cámara de Diputados.



La Comisión señala en el nuevo informe que los objetivos fundamentales de esta reforma constitucional son los siguientes: 



1.- Establecer que cada Región constituirá, al menos, una circunscripción senatorial; 



2.- Eliminar la referencia a las Regiones denominadas “pares” e “impares”; 



3.- Establecer la elección popular de los consejeros regionales, y 



4.- Disponer que la ley orgánica respectiva determinará la forma y el modo en que Su Excelencia el Presidente de la República podrá transferir competencias a los gobiernos regionales.



La Comisión informante aprobó en general el proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados, dejando constancia de que a su juicio esta iniciativa contiene normas relevantes que permiten avanzar en el proceso de descentralización que el país requiere.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado en el que figuran el texto de la Carta Fundamental y el proyecto que despachó la Cámara de Diputados, cuya idea de legislar -como acabo de decir- fue aprobada en forma unánime por la Comisión.



Finalmente, debe tenerse presente que esta reforma constitucional requiere para su aprobación el voto conforme de 23 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de conceder la palabra, solicito la anuencia del Senado para que ingrese a la Sala el señor Mahmud Aleuy, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo. 



--Se accede.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi, quien informará acerca de la iniciativa; y luego, el Senador señor Orpis. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la reforma constitucional que hoy nos convoca constituye una gran oportunidad para iniciar un debate que hasta ahora ha estado un tanto ausente de la agenda política nacional. Y digo “de la agenda política” pues la autonomía regional es un tema que ha sido -y está siendo- tratado en forma permanente en el mundo académico y en la sociedad civil.



Hoy en día el regionalismo se encuentra fuertemente arraigado en muchas zonas y personas de nuestro país. Sin embargo, el debate y las respuestas que hemos podido dar como cuerpo político a las demandas de una mayor descentralización todavía son insuficientes.



De partida, creo que el proceso de regionalización iniciado hace más de 16 años ha sufrido un deterioro y estancamiento más que preocupantes, de lo cual somos en gran medida responsables como cuerpo político. Ahora, luego de muchos años, nos hallamos ante la posibilidad de lograr un verdadero avance en la descentralización.



Por otra parte, debo recordar que la discusión que se levantó la primera vez que la Sala conoció de este asunto llegó a conclusiones erróneas. En efecto, ella puso el acento en un tema contingente perfectamente salvable: el establecimiento de una circunscripción senatorial en correspondencia con la creación de una nueva Región. Esta materia está propuesta en una iniciativa absolutamente distinta a esta reforma y responde a una necesidad también diferente.



En este aspecto, aclaro que el proyecto de reforma constitucional aprobado por la Cámara se limita solo a declarar que a cada Región corresponde, a lo menos, una circunscripción electoral, sin otra agregación que la vincule a determinada circunstancia de la contingencia política, lo cual solo viene a reafirmar una norma vigente en nuestra legislación electoral desde el año 1988, como es la del artículo 180 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que señala que cada Región constituirá una circunscripción senatorial, excepto las que en seguida menciona, “las que comprenderán dos circunscripciones”. 



Como se puede apreciar con esta somera explicación, la norma propuesta por la Cámara, que perfectamente puede ser modificada durante su tramitación en el Senado, no menciona ni se refiere para nada a la situación derivada de la creación de la Región de Arica y Parinacota.



Señor Presidente, aclarado lo anterior, quiero insistir en que este proyecto, tal cual fue despachado por la Honorable Cámara, solo propone en lo medular, además de la materia señalada, establecer la elección popular de los consejeros regionales y un mecanismo para transferir competencias a estos gobiernos desde el Gobierno central.



Sobre el contenido del mensaje, debo recordar que este regulaba materias que fueron desechadas por la Cámara de Diputados, por lo que los principales puntos del proyecto que vamos a votar hoy son los siguientes:



1) Instituir la elección popular de los consejeros regionales; 



2) Facultar a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional para determinar la forma y modo de transferir competencias a los gobiernos regionales, y 



3) Proponer otras adecuaciones formales vinculadas a estas materias.



Dicho lo anterior, cabe precisar que la Comisión de Gobierno, que presido, se abocó al estudio de esta reforma durante buena parte del año 2008, transformándose en uno de los asuntos emblemáticos de este grupo parlamentario. 



En razón de ello, y en concordancia con el Ejecutivo, se avanzó en diversos temas que, relacionados con la idea matriz contenida en el mensaje, constituían y constituyen aspectos más que relevantes a la hora de entregar mayor autonomía a las Regiones, como son la creación de la figura del Presidente del Consejo Regional; la transferencia de competencias desde el Gobierno central a los gobiernos regionales señaladas taxativa y específicamente en la propia Constitución; la ampliación de los convenios de programación y la obligación en la ejecución de estos, y, por último, un estatuto que permita dar paso a la creación de áreas metropolitanas.




Como se puede observar, los asuntos que he señalado son claves a la hora de resolver cuál es el sistema de organización administrativa que el país del siglo XXI necesita. Y hoy se inicia un momento histórico para debatir acerca de la estructura que enfrente los desafíos futuros.



Señor Presidente, será la discusión en particular la oportunidad adecuada para que la iniciativa pueda ser enriquecida con los aportes de los señores Senadores, quienes, estoy cierto, recogerán el sentir popular.



Todos sabemos que la mera elección democrática de los consejeros regionales no significa de por sí un avance en la descentralización ni nada que se le parezca. Creo necesario ir un poco más allá en esta reforma para poder contar con verdaderos gobiernos regionales y no meras administraciones regionales de decisiones que vienen desde el poder central.



Las Regiones tienen identidad propia, problemas propios, y requieren soluciones propias. Las carencias y dificultades regionales no deben ser resueltas exclusivamente desde el nivel central, como soluciones de gabinete que guardan parentesco con ensayos de laboratorio a distancia. Antes bien, requieren el concurso de sus coterráneos, que son quienes mejor perciben el origen de tales carencias y los efectos que ellas provocan.



Dentro de esa línea, me gustaría abordar la crisis en que se encuentran los gobiernos regionales.



Los últimos informes sobre eficiencia del gasto de dichos entes son dramáticos. Lo más grave es que el problema no radica en la falta de recursos, sino simplemente en que no hay proyectos ni personal suficiente para ejecutar los dineros previstos en los presupuestos.



Estamos, señor Presidente, ante una oportunidad histórica para revisar la institucionalidad regional y enaltecer la importancia de las Regiones como entidades que conforman un todo que es la suma de la diversidad que enriquece a nuestra nación.



Aprovecho la ocasión para saludar con afecto a los personeros de la CONADERE que contribuyeron fuertemente al estudio de esta iniciativa.



Se hallan en las tribunas los señores Heinrich von Baer y Miguel Cellino, más otras personas vinculadas al referido Consejo, quienes han seguido de manera permanente la tramitación del proyecto en debate.



Por último, invito a mis colegas Senadores y Senadoras a votar favorablemente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hay conciencia de que en el proceso de descentralización se ha avanzado muy poco. Más bien, ha existido un statu quo desde hace treinta años.



Si uno analiza lo que es la administración interior del Estado, concluye que solo hay dos entidades reales: el gobierno central y los gobiernos locales, es decir, entes con grados de autonomía y facultades desde los puntos de vista institucional y financiero.



El debate político ha simplificado lo relativo a la descentralización. La única señal entregada en materia de gobiernos regionales se reduce a un aspecto electoral, a través de la elección directa de los consejeros regionales; y en los programas de las distintas candidaturas presidenciales se ha planteado en algunas ocasiones la elección directa de los intendentes. Pero -como digo- se trata de una cuestión de carácter meramente electoral.



Chile -y en particular el Parlamento- debe tomar una definición que no ha enfrentado. Y la pregunta que hemos de formularnos es si estamos dispuestos o no a tener gobiernos regionales reales dentro de la administración interior del Estado, con todo lo que ello implica.



Se trata de algo que no se ha sincerado. Por lo tanto, antes siquiera de plantear las opciones en materia de descentralización, habría que contestar aquella interrogante esencial.



Los gobiernos regionales han sido muy útiles para canalizar las decisiones y programas del nivel central y, adicionalmente, subsidiar inversión municipal, sobre todo en los municipios con serios problemas financieros.



Por consiguiente, el punto medular de esta discusión radica en determinar si el Gobierno y las distintas coaliciones políticas están o no dispuestos a desprenderse de una parte de sus facultades, de su poder, para traspasarlos a una nueva institucionalidad regional.


Mientras ello no ocurra, el debate sobre la regionalización y la descentralización seguirá centrado en tópicos accidentales.



En primer lugar, señor Presidente, ¿qué observo como tendencia en el último tiempo, especialmente en el gobierno central?



El gobierno central ha fortalecido la desconcentración, pero no la descentralización. De manera sistemática, ha creado un paralelismo en los gobiernos regionales y locales. CONADI, Programa Puente, CORFO, FOSIS, INDAP, son solo algunos ejemplos. Tienen agendas paralelas, y en muchos casos, competitivas con las de los gobiernos regionales y comunales. Y esta tendencia se ha ido agudizando con el tiempo.



En segundo término -porque hay que sincerar el debate-, una descentralización profunda también choca con la realidad política. Los parlamentarios no somos valorados en las circunscripciones y distritos por el trabajo que hacemos en el Congreso Nacional. La labor parlamentaria no interesa en las Regiones.



El tener una descentralización profunda crea nuevos liderazgos y, por ende, choca asimismo con la realidad política.



Algo similar ocurre con el gobierno central: pierde su capacidad de influencia en el nivel regional, de la cual no quiere desprenderse.



El municipio representa un menor riesgo. Por consiguiente, tiene facultades y autonomía.



La descentralización, entonces, se halla estrechamente ligada a una cuestión de poder.



Sin embargo -y quiero adelantar ciertos parámetros-, para avanzar en la descentralización se requieren al menos tres condiciones: autoridades que respondan a la Región, definición de las competencias regionales y existencia de mayores grados de autonomía financiera.



Hoy día, si uno analiza la estructura de la administración interior del Estado y la de los gobiernos regionales, observa que responden a la lógica de un Estado desconcentrado -como señalaba-, pero no regionalizado o descentralizado.



Si a nivel regional no se rompe la lógica de un Estado desconcentrado, será muy difícil avanzar en un proceso real de descentralización.



En la desconcentración prevalece siempre la prioridad del órgano rector, que en este caso es el nivel central. Aun cuando pueda otorgar ciertos grados de flexibilidad para que los órganos desconcentrados fijen prioridades regionales, el elemento de autonomía en este esquema es débil. Ante discrepancias surgidas entre el órgano rector y el desconcentrado, siempre primará la decisión del rector, que es el nivel central.



Al analizar la conformación de las diversas autoridades supuestamente regionales, fluye clara una conclusión: no existen autoridades ejecutivas regionales con algún grado de autonomía.



De hecho, la máxima autoridad regional, quien preside el gobierno en cada Región, es el intendente. Como lo señala la propia ley, es “el representante natural e inmediato del Presidente de la República”. Es nombrado por él y se mantiene en el cargo mientras cuente con su confianza.



Por consiguiente, se puede afirmar de manera categórica que el intendente no es una autoridad regional. Tanto en su origen como en el ejercicio de su cargo, tiene vinculación y dependencia directas con el Primer Mandatario.



Esa misma lógica se sigue respecto del gobernador. La gobernación es un órgano desconcentrado de la intendencia que, actuando de acuerdo a las instrucciones del intendente, debe velar por el correcto funcionamiento de los servicios públicos. Sin embargo, el nombramiento y la remoción del gobernador corresponden al Jefe del Estado.



El llamado “gabinete regional” también responde a la lógica de un Estado desconcentrado. Lo integran el gobernador; los secretarios regionales ministeriales -por disposición del intendente, se puede agregar como invitados a los jefes de servicio de la Administración del Estado-, y, por derecho propio, la Directora del Servicio Nacional de la Mujer.



Los secretarios regionales ministeriales siguen exactamente la misma lógica. Son nombrados, a propuesta del intendente, por el Presidente de la República, oyendo al Ministro correspondiente. Y cumplen una doble función: coordinar las acciones del intendente en las respectivas áreas y las de los Ministerios de manera desconcentrada.



Según puede apreciarse en esta breve descripción, tanto las autoridades unipersonales como los órganos colegiados a nivel regional (gobernador, secretarios regionales ministeriales, etcétera) tienen una dependencia del nivel central determinante y decisiva.



Para generar los cambios, señor Presidente, debemos avanzar desde un Estado desconcentrado hacia un Estado descentralizado. Y eso exige definir un nivel de autoridades ejecutivas regionales con mayores grados de autonomía y que se deban a la Región.



Pero eso no basta. Junto a lo anterior, resulta fundamental precisar competencias.



En la actualidad no existe una delimitación clara y categórica sobre competencias en los distintos niveles de la Administración del Estado. Se definen funciones privativas en determinados órganos o servicios. Sin embargo, hay un “área gris” donde cada uno se siente habilitado para intervenir en los distintos niveles: nacional, regional y comunal.



La competencia de los gobiernos regionales se encuentra absolutamente distorsionada. Son muy pocos los proyectos que tienen impacto regional. Los intendentes, en general, se han transformado en supraalcaldes o en fieles ejecutores de las políticas que se dictan desde el nivel central.



Por lo tanto, en esta reforma constitucional resulta fundamental definir competencias, regular el traspaso de competencias a los ámbitos regionales.



Y quiero, señor Presidente, referirme a uno de los aspectos más sensibles.



Hemos hablado de otorgar mayores grados de autonomía a las autoridades regionales, de definir competencias. Ahora voy a abordar lo concerniente a la autonomía financiera de los gobiernos regionales, porque creo que en esta área existe la mayor cantidad de fantasmas.



Chile es un país unitario. Y yo sigo sosteniendo que debe seguir siéndolo.



El Estado se financia a través de los impuestos, que van a fondos generales de la nación. En algunos casos, porcentajes de determinados tributos se destinan a los municipios. Estos se financian, concretamente, con el impuesto territorial; con el pago de permisos de circulación, de derechos de aseo, etcétera.



Cuando se habla de mayores grados de autonomía, particularmente financiera, de los gobiernos regionales, siempre, para no avanzar, se aduce el argumento del federalismo. Pero este no existe respecto de los municipios. Únicamente un porcentaje de los impuestos va a ellos. 



Yo me pregunto: ¿es que las municipalidades han atentado contra el Estado unitario por el hecho de que una parte de los impuestos establecidos en leyes permanentes contribuye al financiamiento de los gobiernos locales?



Hasta donde yo sé, nadie ha puesto en duda el carácter unitario del Estado por ese motivo.



Lo que ocurre en materia financiera con los gobiernos regionales, señor Presidente, no resiste ningún análisis.



Aquellos se financian en la forma que paso a describir.



Los únicos recursos establecidos en leyes permanentes para los gobiernos regionales corresponden al 65 por ciento de los ingresos por la venta de propiedades fiscales proveniente del Ministerio de Bienes Nacionales y al 70 por ciento de lo recaudado por concepto de patentes mineras. Y ahora se incorporó un aporte emanado de los casinos. Estas fuentes de entradas representan apenas 2 por ciento del total de la inversión de decisión regional.


Esos son los únicos fondos propiamente regionales. No existe nada más para las Regiones en leyes permanentes.


El resto -como lo señalaré- se discute año a año en el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación y se canaliza por el gobierno central a través de los gobiernos regionales.



¿Alguien puede afirmar que las Regiones tienen algún grado de decisión, desde el punto de vista financiero, si en virtud de una ley permanente solo reciben un porcentaje de lo recaudado por la venta de propiedades de Bienes Nacionales o por concepto de patentes mineras? 



Eso no resiste análisis, señor Presidente.



Los demás recursos de las Regiones son inciertos. Su principal fuente de ingresos es el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. 



Dicho Fondo se discute todos los años en el marco del proyecto de Ley de Presupuestos. Y tiene dos componentes: el tradicional, que canaliza recursos de libre disposición, y el de las provisiones.



Yo pregunto, señor Presidente: 
¿Qué ocurriría -como ha sucedido- si un año el Ejecutivo, que es el que elabora el proyecto de Ley de Presupuestos, propusiera rebajar sustancialmente el Fondo Nacional de Desarrollo Regional? ¿Qué posibilidades tiene una Región de proyectarse en el mediano y largo plazos si, en definitiva, el fuerte del financiamiento es anual, a través de la Ley de Presupuestos? 



En la práctica, el financiamiento de las Regiones es completamente aleatorio. 



Tengo en mi poder una tabla, del propio Gobierno, donde se reafirma lo que expresé en el sentido de que el FNDR tiene dos componentes: uno de libre disposición y otro denominado “provisiones”. Este último se halla predeterminado e indica a las Regiones en qué sectores pueden invertir. 



Sucede que, durante 2004, 2005 y 2006, en algunas Regiones los recursos por concepto de provisiones fueron superiores a los de libre disposición. Es decir, los gobiernos regionales ni siquiera tienen libertad para disponer del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



¿Alguien podría afirmar que se atentaría contra el Estado unitario si a nivel regional se utilizara, por ejemplo, una fórmula similar a la de los municipios, o sea, si una parte de un impuesto se consagrara de manera permanente para financiar a los gobiernos regionales? Por cierto que no.



Existen otras fórmulas para tal efecto, sin afectar el carácter unitario del país. Lo que falta es voluntad política para acometer tal función.



Por eso, señor Presidente, al debatir la presente reforma constitucional, deseo manifestar que aquí lo relevante no es solo la elección de los consejeros regionales -ella forma parte de la discusión-, sino la circunstancia de que estamos ante un momento histórico en que debemos abordar lo concerniente a la descentralización. 



Ahora, la descentralización pasa por tres elementos: autoridades ejecutivas de nivel regional que se deban a la Región; definición de competencias, y mayores grados de autonomía financiera. 



Si no consideramos tales elementos, solo habremos abordado situaciones accidentales y no los aspectos esenciales de la descentralización.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, creo que, en algún momento, todos nos preguntamos acerca de los múltiples factores que estuvieron presentes en el desenlace trágico que tuvo la democracia en Chile en 1973.



Por cierto, no vamos a abrir grandes debates sobre la materia. Ya se  han hecho. Existe bastante bibliografía y se han escrito muchos paper con respecto a lo acontecido. Pero hay un factor sobre el cual, en mi opinión, nunca se ha trabajado con la intensidad requerida por ese hecho histórico tan dramático.



Chile era y sigue siendo extraordinariamente presidencialista y centralista. Y cuando un país depende de manera fundamental de su estructura político-administrativa (en la práctica, seguimos dependiendo de ella) y la figura del Presidente de la República es determinante en el acontecer político-administrativo, el mero hecho de que dicha autoridad culmine como terminó en 1973 implica la caída, no de esa figura y de la institución, sino del país en su conjunto.



La derrota de la Unidad Popular significó la destrucción de la democracia, de la institucionalidad, en fin, por la sola circunstancia de que Chile era una nación muy centralizada -y lo sigue siendo-, y el Jefe del Estado, una figura excepcionalmente determinante en el devenir de la patria.



Creo que esas dos experiencias históricas esenciales no han sido asumidas cabalmente por nuestro país.



Por eso, la descentralización y la regionalización tienen un componente histórico muy determinante. Chile no siempre fue presidencialista. Y no siempre fue centralista en los términos en que lo es en la actualidad, señor Presidente, no solo por la experiencia que Su Señoría conoce muy bien -y me alegra que en el ex Congreso Nacional se haya inaugurado una sala de lectura en honor a Pedro León Gallo -, sino porque, si uno empieza a horadar bien en la historia de nuestro país, se va a encontrar con que se efectuaron grandes esfuerzos para que la centralización no llegara a los límites excesivos que hoy registra. 



Reconocemos tales esfuerzos. Yo formé parte de la Comisión que debatió la reforma constitucional del año 1990, donde -varios señores Senadores lo recordarán- ya tuvimos presente la necesidad de incorporar factores que fueran abriendo camino a la descentralización. 



Sin embargo, todos estamos contestes en que aquello no ha bastado; en que sigue prevaleciendo una cultura altamente centralista y presidencialista, que se refleja no solo a nivel del Estado nacional, sino en todas las instituciones.



Para algunos, quitarle un poco de poder al intendente es una revolución que puede acabar sumamente mal. Y, más aun, quienes están informados de la historia de nuestro país dicen que queremos poco menos que reabrir un debate en cuanto a la factibilidad de un Chile federal.



Chile no tiene posibilidad alguna de ser un país federal. ¡Eso es absurdo! La única Constitución federalista fue la de Mariano Egaña, que culminó muy mal. 



En consecuencia, nadie está abriendo camino para que Chile sea un país federal, porque no tiene ni cultura ni historia federal. Estamos tratando de dar un paso más significativo en materia de descentralización. Pero me refiero a una descentralización con mayúscula y no a la que todos entendemos como un buen camino para dar respuesta a los programas a los que nos hemos comprometido con la gente. Aquí ello tiene que ver con la supervivencia del Estado nacional en un mundo cada vez más complejo. 



Por tal motivo, en mi opinión, el proyecto de ley que generó tanta discusión desde el punto de vista de su formalidad, no sólo se fundamenta en la necesidad de dar mayor fuerza a la regionalización y a su prima hermana, la descentralización, sino que también se relaciona con las demandas regionalistas a nivel mundial. Si se observa lo que está ocurriendo en Europa, se advierte que en países muy cercanos a nosotros, como España, Italia y Alemania, la regionalización ha sido el único camino que han encontrado las estructuras político-administrativas para enfrentar la llamada “globalización”, fenómeno de tal magnitud que está rompiendo las identidades nacionales. ¿Y dónde se refugian los ciudadanos? En las identidades regionales o comunales.



Y esa es la razón por la cual todos nosotros -en forma particular, quienes vivimos bien lo que sucede en Regiones- sabemos perfectamente que la expresión localista que se ha dado en ellas en los últimos tiempos obedece a la idea de dotar de identidad, de enfrentar la globalización que uniforma todo nuestro quehacer, incluida la manera en que debemos valorar las cosas. Y la gente se refugia en lo que es propio de las Regiones. Prácticamente en todas han surgido fuertes movimientos para que adquieran singularidad. Eso no es baladí: es un fenómeno real, inherente a la globalización y la relación que hoy vive nuestro país.



Además, quienes participamos en el debate de la Comisión de Gobierno, dirigida por el Senador señor Bianchi -la discusión se llevó a cabo en forma conjunta con el Ejecutivo y, digámoslo francamente, la actual Ministra del Trabajo-, no estuvimos discutiendo uno o dos meses sobre el tema, sino al menos durante seis, porque es una cuestión muy de fondo. Y me alegro de la disposición intelectual y política que la Secretaria de Estado manifestó, en su momento, para enfrentar el asunto de una manera diferente a como hubiésemos podido hacerlo.



¿Por qué?



Primero, porque no se puede prescindir de lo relativo a la legitimidad y respaldo democráticos de los consejeros regionales. Eso es muy importante. 



En el país se registraba una anormalidad en ese aspecto: se elegía al Presidente de la República, a los Senadores y Diputados, a los concejales y alcaldes, pero no a los consejeros. Esa es una anomalía democrática en cualquier lugar del mundo. En consecuencia, dotar a estos últimos de legitimidad y respaldo democráticos, provistos por el soberano, era algo obvio, respecto de lo cual todos somos responsables por no haberlo resuelto antes.



Segundo, porque si un inconveniente, entre otros, presenta hoy nuestro sistema político es la falta de participación. Seguramente, ese es uno de los problemas que encontrarán los Diputados y Senadores que irán a la reelección y a combatir nuevamente para lograr el voto popular, porque es algo que ya se percibe. En efecto, esta es una democracia con un enorme déficit de participación ciudadana. Y, cada vez más, esa es una de las dificultades que exhibe nuestro sistema político para reproducirse de manera natural y democrática. Estamos haciendo participar a la gente de una forma absolutamente artificial.



A mi juicio, uno de los mecanismos que tendríamos que pensar más seriamente en fortalecer es el de la asunción por los ciudadanos de la responsabilidad de elegir a quienes deben resolver, más allá de la comuna, los problemas concretos y cotidianos de la población.



Tercero, porque tanto el sistema político cuanto los partidos están hoy, desde ese punto de vista, bastante desprestigiados. Uno de los factores que en las Regiones han incidido en ello es el hecho de que los consejeros han sido elegidos a dedo durante veinte años. Y su designación se ha efectuado mediante mecanismos que a veces no han prestigiado a las colectividades políticas, todas las cuales han hecho algún tipo de maniobra para que sean nombrados a través de los concejales propios. Y resulta que los consejeros, durante estos veinte años de democracia, han tenido que ver con cuestiones sustantivas de las Regiones, fundamentalmente con el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, que ha sido una palanca esencial para programar en alguna medida el desenvolvimiento que se desea que logren.



Por eso, insistimos en que este es el momento oportuno. Es el instante, además, en que los candidatos a la Presidencia de la República -en el Senado hay varios- se están comprometiendo con una mayor regionalización, no por demagogia, sino por existir una necesidad. No encuentro que sea demagógico decir: “¡Vamos a dotar de mayores atribuciones a las Regiones! ¡Vamos a hacer todos los esfuerzos posibles para una mayor entrega de atribuciones a los consejos regionales!”. Eso no es demagogia, sino el reflejo de una demanda que va a ser mayor y más creciente, sobre todo en la campaña presidencial que se avecina.



Existe una cuarta razón. Chile no tiene ninguna posibilidad de hacer lo mismo que Argentina, que, por la vía administrativa, distribuyó a sus habitantes en forma adecuada a través de prácticamente todo su territorio. Incluso, abrió espacios para ocupar la Patagonia, que estaba habitada, básicamente, por chilenos. Fue una decisión muy bien dotada, en la cual participaron todas las instituciones fundamentales, incluida la Iglesia, y lograron repartir bastante bien y de modo armónico a la población.



Brasil, por su parte, trasladó su capital a Brasilia.



Es decir, todos los países han hecho algún esfuerzo en el ámbito que nos ocupa, algunos infructuosos y otros con cierto éxito.



Otros Estados, autoritarios, como la Unión Soviética de Stalin, determinaron el traslado de poblaciones de manera absolutamente arbitraria.



En Chile nunca hemos hecho eso.

El señor PROKURICA.- ¡Por suerte…!

El señor NÚÑEZ.- Lo único que hemos vivido en los últimos treinta años es un proceso de concentración demográfica que ha transformado a Santiago, Viña del Mar y Valparaíso en una gran urbe, en una conurbación de la cual no se conoce una experiencia en el mundo. No hay una más grande, y domina el país.



La concentración demográfica registrada en Chile es absolutamente imposible de parar si no se adoptan algunas medidas. Y la única que se nos ocurre es que las Regiones empiecen a ser más atractivas. Y para que lo sean deben contar con buenas universidades; con recursos de mejor calidad, tanto humanos cuanto financieros.



No basta con que un porcentaje determinado de aquellos que genera la minería queden en comunas y Regiones. Ese es un paso.



Lo mismo se extiende al producto de la explotación acuícola.



Cuando hacemos referencia a la posibilidad de impuestos regionales, no solo el Ministro de Hacienda, sino que también casi todo el mundo se pone rápidamente a pensar que podemos llegar a situaciones límites. Pero abramos un debate al respecto. Porque en algunas Regiones puede ser absolutamente inapropiado aplicarlos, pero no así en otras. En los hechos, el royalty, como tributo específico, es una suerte de impuesto regional.



Es decir, hay temas que están planteados y que en la Comisión nos pareció pertinente y necesario abrir, porque no nos hemos atrevido a hablar en serio acerca de qué entendemos por regionalización. Y creo que este es el momento más oportuno para hacerlo, no solo por la razón que señalé anteriormente, sino también porque existe madurez política. Nadie quiere hacer demagogia con estas materias. Nadie aspira a generar con ello una suerte de revolución demográfica, política y administrativa. Nadie desea, ni mucho menos, cambiar el conjunto de la estructura del Estado nacional. Nadie pretende decir que el nuestro debe dejar de ser un país unitario. Chile tiene vocación de país unitario: a algunos nos gustará, y a otros, no.



Señor Presidente, al incorporar todos estos puntos en el proyecto, ya mencionados por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, no hacemos sino avanzar positivamente. Y voy a enumerar algunos.



No se trata solo de la elección de los consejeros regionales, sino que el hecho de que el intendente no sea presidente del CORE nos parece también absolutamente lógico, natural. En cualquier democracia, quien es elegido por sus pares, legitimados por el voto popular, cuenta con mucha más legitimidad para dirigir una entidad como esa.



El que exista la posibilidad de mecanismos para la transferencia de atribuciones resulta del todo necesario. Será una ley la que los señale.



De igual modo, estimamos positivo que el Senado dirima ante la falta de acuerdo entre un gobierno regional y el gobierno central. En varias oportunidades -por lo menos, recuerdo dos- hemos abordado conflictos de competencia.



La entrega de mayores atribuciones a los consejeros regionales y el hecho de que el Presupuesto de la Nación tenga alguna relación con los presupuestos regionales constituyen un paso relevante. Nos parece importante que avancemos en ello.



Por eso he participado con entusiasmo de la idea que nos ocupa. Lo vengo haciendo desde 1990, el mismo año en que empezamos la discusión. Transcurridos veinte años, creo que ya es el momento de la madurez. Porque todos queremos avanzar, sin destruir nada, sino construyendo algo que consideramos vital en un país que está enfrentando la actual crisis y, además, la globalización, que no se detendrá fácilmente de la noche a la mañana.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que la presente reforma constitucional ha generado un gran debate al interior de la Comisión de Gobierno. Los Honorables señores Orpis y Núñez -por supuesto, también cabe destacar la participación de los Senadores señores Pérez Varela y Bianchi- han sido quienes han liderado, prácticamente, la voz de la descentralización.



Se trata de introducir enmiendas a la Carta, después de dieciocho años de funcionamiento de los gobiernos regionales, al objeto de transferirles mayores atribuciones.



También se apunta a que sus autoridades sean elegidas, democráticamente, por votación popular. Resulta indiscutible que durante todo este tiempo los gobiernos regionales se han acentuado, han adquirido prestancia, han tomado posesión clara de sus cargos, y la ciudadanía los ha empezado a conocer. La gente identifica al concejal, al alcalde, al diputado, al senador y al Presidente de la República, porque los elige; pero a los consejeros regionales no los elige, y no los ha tomado en cuenta. Sin embargo, paulatinamente los dirigentes fueron advirtiendo que quienes decidían la aprobación de sus proyectos en las comunas eran los consejeros regionales, ante lo cual empezaron a otorgarles la importancia que en realidad tienen. Por ello, el paso próximo es que estos últimos sean elegidos popularmente. Y en eso estamos de acuerdo.



El proyecto, enviado al Congreso en 2003, ha sido impulsado por los gobiernos de la Concertación, exhibiendo una tramitación prolongada.


La Sala del Senado tomó conocimiento de la iniciativa en diciembre del año pasado. Como no estuvo de acuerdo con la resolución de la Comisión de Gobierno de aprobarla en general y en particular por ser de artículo único, la devolvió al órgano técnico para que la considerara solo en general. Es lo que en el Hemiciclo estamos haciendo ahora.



Puede haber algunos puntos controvertibles o que generan interrogantes. ¿El que la Constitución llegue a decir que en cada Región debe haber una circunscripción senatorial ha de interpretarse como que en diciembre se elegirán dos Senadores en Arica y Parinacota? Eso lleva a confusión. Según nosotros, no puede ser así. Pero se trata de un aspecto que quedará abierto, porque el proyecto se aprobaría solo en general. Todos tendremos la posibilidad de presentar indicaciones en el momento oportuno.



Ahora bien, la descentralización es un imperativo de desarrollo que necesitan todas las Regiones. Los gobiernos descentralizados son más ágiles, más eficientes y gestionan mejor los recursos que el gobierno central en su conjunto. Por eso se habla de elegir al presidente del Consejo. Nosotros habíamos aprobado tal medida, y seguramente en las próximas reuniones de la Comisión esa será una alternativa.


Pero no podemos perder de vista que somos un Estado unitario. Y, por nuestra composición, la iniciativa en materia de gasto le corresponde al Presidente de la República, quien actúa con sus Ministros, en tanto que en la Región interviene el intendente, y en la comuna, el alcalde. Los concejales, los consejeros regionales y los parlamentarios no poseen esa atribución. Estos últimos la tenían tiempo atrás, y era una debacle, pues se aprobaban leyes que disponían gastos, sin que se contara con los recursos correspondientes. En consecuencia, se llegó a la gran reforma que concentró todo en una cuenta única fiscal, y no en miles de cuentas destinadas a uno u otro cuerpo legal. Se trata de un ordenamiento práctico, adecuado, y resulta evidente que debe seguir. Por ello, soy ampliamente partidario de un Estado unitario.



El proyecto en análisis no busca otras transformaciones que no sean la elección de los consejeros regionales por sufragio universal; la transferencia de competencias, desde el nivel central (Ministerios y servicios) a uno o más gobiernos regionales, en cuanto a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural; la eliminación de la norma constitucional que obliga a las Regiones a ser individualizadas mediante un número; la inclusión en la Carta de una disposición que determina que cada Región -ello se incluye en lo que estamos aprobando en general- conforme, a lo menos, una circunscripción senatorial. Por último, se incorporan modificaciones menores, de tipo formal, para perfeccionar el texto constitucional, como la que reemplaza la expresión “miembro del consejo regional” por “consejero regional”.



Ello es lo que pretende la reforma constitucional en análisis. Por lo tanto, estamos de acuerdo en aprobarla. La Comisión la acogió por unanimidad, y esperamos que la Sala también haga otro tanto.



El texto, naturalmente, volverá al órgano técnico, y habrá un plazo prudente para presentar indicaciones.



Queda mucho por hacer en el ámbito que nos ocupa y se pueden formular numerosas observaciones sobre la materia. Al considerarse a los gobiernos comunales, por ejemplo, cabe tener presente que una parte importante de lo que no pueden realizar se debe a que no cuentan con los recursos suficientes. Si los tuvieran, muchos problemas serían solucionados en ese plano. Pero ahora se recurre al nivel de la Región, al cual los municipios mandan los proyectos y se les otorgan los recursos para ejecutarlos. Ese trámite resulta más burocrático. Si descentralizáramos y les entregáramos más recursos y facultades a las comunas, se procedería en forma más directa. ¿Quién se halla enterado de los problemas en ese ámbito más al detalle que los concejales y los alcaldes? Hay Regiones muy grandes. La que represento incluye 54 comunas. ¿Los consejeros regionales conocen cada rincón de cada comuna? ¿Nosotros, los parlamentarios, las conocemos todas? Por eso, la descentralización consiste también en entregar más poder y facultades a los gobiernos comunales.



En todo caso, estoy plenamente de acuerdo con lo aprobado por la Comisión, y votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, nos encontramos ante un proyecto de reforma constitucional que, como se ha expresado con claridad, presenta unas cuatro ideas matrices, de las cuales comparto por lo menos tres.



Como lo manifestó el Senador señor Bianchi, creo que lo relativo a la circunscripción senatorial debiera excluirse durante la discusión en particular, para poder abocarnos verdaderamente al núcleo central, que es la necesidad evidente que tiene el país de descentralizarse y de fortalecer sus Regiones y comunas.





Basta mirar Chile, basta ver los distintos requerimientos de las Regiones para darse perfecta cuenta de que estamos ante un centralismo exacerbado que está haciendo daño a todo el país, incluso a la capital.



El crecimiento inorgánico de la población y las expectativas diseñadas solo para la gente más joven y los profesionales de Santiago llevan a que muchas de nuestras comunas tengan crecimientos vegetativos que impulsen a sus habitantes a abandonar amplios sectores del territorio nacional.



Durante algún tiempo sufrimos el drama de lo sucedido en Chaitén con motivo de la erupción del volcán del mismo nombre. Ahí se refleja una suerte de abandono de un sector importante del país. Con anterioridad a dicha erupción ya la gente vivía aislada, alejada de toda posibilidad de progreso, a diferencia del lado argentino, donde existen áreas de desarrollo mucho más relevantes.



Por lo tanto, debemos avanzar significativamente en la descentralización y la regionalización del territorio, y darles poder a las autoridades regionales y comunales.



Esa es una decisión política, a mi juicio, ineludible.



La reforma constitucional en estudio presenta a lo menos dos elementos que nos permiten abrigar una suerte de optimismo y de esperanza para caminar hacia el fortalecimiento de nuestras Regiones y de nuestros gobiernos comunales y lograr descentralizar el país. 



Muchas veces la voluntad política -particularmente la de este Gobierno- ha estado más por el lado de centralizar las decisiones y el poder que por el de avanzar. Y hay demasiadas evidencias y ejemplos que así lo establecen.



Haré, entonces, un recuento y un análisis de lo que, en nuestra opinión, son las ideas que contiene el proyecto.



La más difundida, la más desarrollada y, a lo mejor, la de mayor conocimiento público es la elección popular de los consejeros regionales. Y la pregunta que surge es: ¿Basta con elegir a tales autoridades para dar seguridad y certeza de que el país está en condiciones de avanzar hacia la descentralización y la regionalización?



Lo anterior tiene un vínculo ineludible con la segunda idea matriz. Elijamos a los consejeros regionales, pero traspasemos competencias a los gobiernos regionales. Porque, si no, vamos a generar una nueva frustración en la ciudadanía respecto de la capacidad que poseen las autoridades de los órganos públicos para resolver. La sola elección, que sin duda es un elemento importante que valida el régimen democrático, no soluciona las necesidades ni los anhelos de las personas.



En la actualidad se eligen alcaldes y concejales. ¿Alguien puede afirmar aquí que los municipios en Chile son un motor, un factor de desarrollo de sus comunas? ¿Por qué no lo son? Porque carecen de las facultades, de los recursos y de la estructura que les permita responder a los desafíos propios de cada comuna.



¿En qué se demuestra eso? En que permanentemente los señores Senadores -más aún si son de Gobierno- deben acompañar a los alcaldes en sus visitas a Santiago para tocar las puertas de las distintas reparticiones públicas, en particular la del funcionario más importante para las Regiones de nuestro país, aquí presente: el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.



Ello demuestra en los hechos que los alcaldes y concejales elegidos por la ciudadanía no reúnen en su municipio las posibilidades de desarrollo para sus comunas.



Si avanzamos solo en lo relativo a la elección de los consejeros regionales, nos enfrentaremos a la misma frustración, la misma decepción que muchas veces manifiesta la ciudadanía con respecto a sus autoridades, porque estas no estarán dotadas de las correspondientes funciones ni dispondrán de los recursos indispensables para que tanto las Regiones como las comunas puedan ser elementos claves en el impulso del desarrollo, del progreso y de la integración de la ciudadanía.



Por ello, me parece esencial avanzar, en la forma más sustantiva posible, en la segunda idea matriz contenida en la iniciativa. 



Muchas veces se observa una suerte de consenso en los discursos, pero, llegado el momento de votar -como nos sucedió antes de iniciar las vacaciones-, siempre hay una razón para que este traspaso de competencias no se concrete.



Para nosotros es fundamental la vinculación de las dos ideas matrices referidas: elección popular de consejeros regionales y transferencia de competencias de los gobiernos regionales. La una sin la otra hará que cojee permanentemente la estructura de estos.



Por lo tanto, sería muy importante asumir el compromiso político de que vamos a avanzar en ambos sentidos, de que vamos a estructurar verdaderamente los gobiernos regionales y también a traspasar más facultades a los municipios, para que las Regiones puedan ir desarrollando adecuadamente sus potencialidades.



Ante las más graves situaciones o dificultades, las Regiones deben recurrir a Santiago, y también frente a otras menos relevantes. Recién mencioné el caso de Chaitén. Sin duda es una catástrofe, y ahí se requiere el apoyo del Gobierno central. Pero sucede lo mismo muchas veces respecto de un camino interior -por ejemplo, el de Chillán Viejo a Yungay- al que se le deben mejorar sus condiciones de seguridad. También hay que ir al Ministerio de Obras Públicas para lograr la inversión que permita mejorar la seguridad de esa ruta.



Eso es lo que tenemos que vencer y superar con este proyecto, y ojalá hoy lo podamos concretar por medio de una votación positiva, como lo haremos los Senadores de la UDI.



Pero, además, quiero efectuar un comentario adicional con respecto al compromiso político que debemos adoptar para avanzar resueltamente en las mejoras requeridas.



Aquí estamos discutiendo un proyecto de reforma constitucional, el cual, necesariamente, debe ir acompañado de una ley orgánica constitucional, normativa que hará realidad lo que hoy aprobemos -así lo espero- como disposición constitucional. Si logramos establecer la elección popular de los consejeros regionales, resultará fundamental, para avanzar en el debate en particular de esta reforma, alcanzar un acuerdo político sobre cómo será la ley orgánica que regirá la elección de los consejos regionales.



Me parece que no es saludable, por decir lo menos, o es extraordinariamente riesgoso sacar adelante una reforma constitucional cuando no existe claridad respecto de cómo ella se aplicará.



En esto el Gobierno tiene un rol fundamental: lograr un acuerdo con las distintas fuerzas políticas y los diversos actores del Senado. Estoy seguro de que la Comisión de Gobierno, considerando la voluntad y actitud que ha mostrado siempre su Presidente, puede ser la instancia adecuada para generar el consenso sobre los factores que comprenderá la ley orgánica constitucional en lo relativo a la elección de consejeros regionales, a fin de que, al momento de debatir en particular esta materia, sepamos con claridad que los consejeros regionales serán elegidos mediante un mecanismo generado por amplio acuerdo. Evitaremos así posteriores discusiones políticas banales y permanentes modificaciones, lo que quita legitimidad y seriedad al trabajo del Congreso, a la facultad legislativa y también a la aplicación de esas normas.



Por lo tanto, reclamo ese compromiso político del Gobierno durante el tiempo en que se discuta en particular este proyecto de reforma constitucional. 



Cuestión similar ocurre con el asunto del traspaso de competencias. 



La Comisión de Gobierno, que preside el Senador señor Bianchi, llegó a avances sustanciales con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Con posterioridad, ello fue desconocido por el Ministro Secretario General de la Presidencia.



Sin embargo, creemos que ese trabajo, realizado en el seno de dicha Comisión, que consta en las actas, donde se detallan las normas, debe ser tomado en consideración y asumido también por el Gobierno, para que verdaderamente se dé un paso adelante y las Regiones cuenten con recursos y facultades.



Hoy día podemos dar un paso. Pero este se trabará si no llegamos a acuerdo, si no hacemos tratativas, si no establecemos procedimientos que nos permitan decir: “Las leyes orgánicas que le dan cuerpo y sentido a esta reforma constitucional tienen el mismo peso que esta y requieren el mismo consenso y el mismo acuerdo, porque eso le brindará la fuerza necesaria para su aplicación”.



Señor Presidente -y con esto termino-, creo que hoy día se está dando un paso significativo. Espero que este proyecto de reforma constitucional concite un amplio apoyo en el Senado de la República. 



Pero solo constituye el punto de partida, porque falta asumir un trabajo intenso. Si lo concretamos con eficacia y eficiencia, se darán los primeros pasos para abrir el camino hacia un cambio fundamental en la estructura política-administrativa-poblacional de Chile, donde actualmente los incentivos están dados para que nuestros jóvenes, nuestros trabajadores y nuestros profesionales se vayan a la Región Metropolitana y abandonen sus Regiones y comunas.



Esta reforma puede marcar el inicio de ese camino para lograr el desarrollo integral de nuestro querido Chile.



He dicho.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de continuar la discusión, la Mesa saluda a la delegación de Chaitén, representada por los dirigentes señores Jaime Asmussen y Carlos Alvarado, que con tanto esfuerzo ha venido a acompañarnos.



¡Hablando de regionalización, es muy grato tenerlos acá!

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, nos encontramos en la discusión general del proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional, iniciativa que, en mi opinión, es muy pobre y no apunta a lo esencial que se requiere en el momento actual para dar a los gobiernos regionales y a la administración regional las competencias y atribuciones que les permitan impulsar el progreso y desarrollo de sus localidades.



Se trata de cuestiones meramente formales, de asuntos muy menores. Y, además, están en el contexto de algunas normas que, a mi juicio, generan más ruido que impulso a la regionalización, a la descentralización de nuestro país.



La primera disposición que se pretende incorporar señala que cada una de las Regiones constituirá una circunscripción. 



Tengo la impresión de que dicha innovación es bastante más restrictiva y menos flexible que lo que consigna el actual artículo 49 de la Carta Fundamental, con el cual cabe la posibilidad de que, en algunos casos, una circunscripción pueda estar incluida en un contexto mayor, en otra Región, sea por razones de tamaño, de peso electoral, de importancia demográfica, etcétera.



La segunda norma apunta, simplemente, a un asunto formal: quita el concepto de alternancia al eliminar la referencia a las Regiones “pares” e “impares”, pero no genera cambio alguno. En realidad, no tiene nada relevante.



En cuanto al consejo regional, la iniciativa establece que la ley orgánica respectiva regulará su integración y organización. Y punto. Hasta ahí deja el concepto.



Aquí se pronuncian discursos muy elocuentes acerca de la regionalización y la descentralización; pero, en concreto, lo que estamos debatiendo es minucia, una cuestión muy menor.



En seguida, se propone un inciso intermedio que establece cómo estará integrado el consejo y que su elección será por sufragio universal, lo que me parece un paso adelante y positivo.



El sistema mediante el cual se conforman los consejos regionales es, francamente, muy débil desde el punto de vista democrático y se presta para manipulaciones muy groseras. Es de conocimiento público que hoy día cada voto tiene un precio y que, en definitiva, tales cargos casi se están comprando en un número no menor de Regiones, debido a que la forma de elegirlos es muy poco adecuada.



Respecto del artículo 114, quiero hacer una prevención.



Considero grave lo que se plantea en este precepto, por cuanto la disposición que se propone elimina la parte que dice: “La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado”. Y, simplemente, se limita a establecer que “La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa”.



Estimo que tal proposición constituye un retroceso gravísimo si uno coloca como referencia el artículo 3° de la Constitución Política, que dispone: “El Estado de Chile es unitario”. Y el inciso que sigue es mucho más perentorio, más determinante. Dice: “La administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso”. 



Eliminar la primera parte del artículo 114, en mi opinión, es un grave retroceso y me parece una minusvalía -lo digo con respeto y consideración- si se tiene en cuenta el alcance que reviste el concepto de descentralización.



En efecto, ella no solo se vincula con el traspaso de funciones y de competencias; es un concepto mucho más amplio. Y sugerir que se suprima la parte referida, que está precisamente en el párrafo “Gobierno y Administración Regional”, constituye un paso atrás por las siguientes razones.



Primero, porque la descentralización puede ser administrativa y alcanzar lo territorial o lo funcional, aspecto que efectivamente está cautelado en la norma en comento. 



Pero ¿qué se puede señalar respecto de las otras cuestiones sustanciales, constitutivas del proceso de descentralización; o sea, de la descentralización política? Que tiene que ver, por una parte, con los impulsos reglamentarios o legales, según sea el caso, y por otra, con una cuestión esencial para todo proceso democrático: la generación democrática de las autoridades.



En mi opinión, hay un retroceso en esta materia, pues ninguno de esos dos elementos está adecuadamente considerado.



Y existe un tercero, que es básico. 



Ya mencioné la descentralización administrativa, con su expresión territorial y funcional, y la política, que se encuentra vinculada al impulso legal o reglamentario y a la generación democrática de sus autoridades. 



Pero hay una tercera descentralización: la financiera, que puede ser fiscal y relacionarse con el ingreso (los recursos que se incorporan) o con el gasto. En Chile siempre ha habido una visión muy restrictiva en torno a esta materia. Se ha entendido por “descentralización financiera” exclusivamente el gasto y no los ingresos.



Tengo la impresión de que la norma propuesta reduce los tres elementos señalados simplemente a un artículo.



¡Y eso es un gravísimo retroceso!



Llamo la atención de la Sala respecto de ello, porque la idea reduccionista de eliminar la parte que dice: “La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado” y disponer solo que la ley orgánica respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir una o más competencias, temporal o permanentemente, significa un grave retroceso desde el punto de vista conceptual.



Me llama la atención que el Ejecutivo haya efectuado tal planteamiento. Creo que en ello hay una inconsecuencia manifiesta. Cualquiera que conozca elementos básicos de la doctrina sobre la teoría de la descentralización tendrá que reconocer que en este caso hubo un grave retroceso.



Estimo que en materia de avances en regionalización, en descentralización, los Gobiernos de la Concertación están en deuda con el país. Considero que lo único que logra esta situación es avanzar en un proceso de desconcentración. En esto, el camino lógico sería dar un paso desde un Estado unitario desconcentrado -como sucedió durante la mayor parte de nuestra historia- hacia un Estado unitario descentralizado. Y, en verdad, mi sueño, mi utopía en esta materia, lo que yo trataría de hacer en las próximas décadas, es caminar hacia una etapa intermedia: el Estado regionalizado.



Al respecto, valoro y reconozco el aporte de José Luis Cea Egaña, quien plantea desde hace por lo menos una década la necesidad de reflexionar en torno del concepto de Estado regionalizado, que permitiría avanzar a una descentralización en el marco de las autonomías, sin afectar, en caso alguno, la noción de Estado unitario. Por ningún motivo.



Se mantiene la coherencia y un impulso central, pero se permite a las Regiones desarrollar efectivamente la competitividad; valorar la diversidad del país; mejorar las condiciones de vida y las posibilidades para desarrollar y emprender en las Regiones; abrir nuevas oportunidades para vincularse con el mundo global.



Yo me atrevería a decir que en la historia de sus cuatro gestiones de gobierno la Concertación ha mostrado o una inconsecuencia respecto de esta línea o una falta de coherencia y -diría- lógica en la forma de actuar, en circunstancias de que el orbe se globaliza, de que la competitividad es territorial, endógena a los espacios territoriales. Es decir, no compite el país, sino que en algunos espacios lo hacen las Regiones; en otros incluso lo hacen conjuntos, clusters, racimos de empresas -o como quiera entenderse- a nivel universal.



Seguir de forma majadera con la conceptualización de un enfoque unitario fuertemente concentrado y centralizado no me parece el camino correcto.



Además, desde el punto de vista de un elemento adicional no menor como el control o accountability, seguimos viendo, precisamente por esta lógica centralista, por este culto -como se denomina en Chile- a las siete cuadras alrededor de la Moneda o a la idea de “caciques del Mapocho”, un efecto muy débil de supervigilancia en  la gestión regional. Y por esa vía no se ejerce de forma adecuada la gestión de gobierno y administración cuando corresponde. En todo caso, eso no se da en los gobiernos regionales, porque, en efecto, allí no hay gobierno, sino solo administración; y cuando existe en las municipalidades, por ejemplo -es donde se aproxima más a lo que podemos observar-, las cuales poseen mayor carácter de gobierno por las herramientas de gestión con que cuentan, tanto en el ámbito de las facultades como en el de recursos y en el del impulso reglamentario, por la vía de ordenanzas y cosas por el estilo, tampoco se logra concretar el control.



Yo diría que el estancamiento en el impulso al progreso y desarrollo del modelo chileno se halla precisamente en que no hemos logrado resolver el talón de Aquiles que constituye el avance en los procesos de descentralización, conformando esta lógica de estructuras regionales. Ya en la reforma del año 90 ó 91 se discutió la posibilidad de dar a las Regiones personalidad jurídica. Y fue realmente aberrante escuchar que especialistas en Derecho Administrativo argumentaran, con fuerte énfasis, que eso sería atentar contra la naturaleza y la historia de la generación del Estado chileno. 



Creo que avanzar en la intención de dotar con mejores herramientas de gestión a las Regiones y a las comunas resulta clave para que el modelo de desarrollo chileno pueda dar pasos y saltos cualitativos. Como venimos observando en el último tiempo, estamos en un proceso -diría- de regresión. Cada día tenemos menos competencia; cada día los espacios territoriales al interior del país cuentan con menos capacidades para desarrollar efectivamente competitividad, asociatividad, vinculaciones con el mundo global. Por ejemplo, hablamos mucho del cluster minero, pero lo cierto es que la capacidad de generar encadenamientos productivos y asociaciones que nos permitan vincularnos, resulta muy esmirriada, muy débil, muy limitada.



Yo he visto con pena -esa es la palabra-, cada vez que se debe analizar este tipo de materias, cómo nos hemos farreado la oportunidad a través de remedos de avances en descentralización. 



Mi opinión es que el artículo 114 propuesto establece claramente más bien una lógica de desconcentración. Me parece gravísimo que se haya eliminado el primer concepto, que amplía los alcances de esta seudotransferencia de facultades, porque, en realidad, la descentralización es algo mucho más integral. 



Como manifesté, esta tiene que ver con lo administrativo en su expresión territorial y funcional; con lo político, en su impulso legal y su generación democrática, y con lo financiero, no solo en relación con el gasto -es lo que hemos discutido hasta ahora-, sino también con la forma de generar ingresos.



Voy a votar a favor de la idea de legislar para abrir espacios de discusión, de dialogo; pero expreso mi molestia y mi frustración por cuanto, a mi juicio, la Concertación sigue estando en deuda con el país en esta materia, y señalo que, en particular…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- ¡Que termine su intervención!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene un minuto.

El señor CANTERO.- En particular, voy a rechazar lo relativo a los riesgos de permitir la generación de nuevas circunscripciones, porque considero que eso es más propio del debate sobre el sistema electoral, que espero ver pronto expresado en discusiones y análisis en esta Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, solo deseo aclarar que en un principio la Comisión fue bastante más lejos en la propuesta de diciembre, ya que discutió el proyecto en general y particular por considerarlo de artículo único. De manera que lo que viene es el texto de la Cámara y no el que tenía la intención de hacer llegar a la Sala la Comisión.



Quería aclarar el asunto, solo para efectos de la discusión, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Eso fue acotado así. Y el acuerdo fue tal que la Sala devolvió la iniciativa a Comisión en los términos que ha señalado el Senador señor Orpis.



Lo expreso para la historia de la ley.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, estimo que en la Sala ya se ha hecho un análisis exhaustivo sobre las necesidades de descentralización y regionalización del país. Y, en esta materia, creo que hoy vivimos en el peor de los mundos. 



Nótese que la ciudadanía no conoce el nombre de quienes, como consejeros regionales, definen de manera importante el desarrollo de sus respectivas Regiones o el mal uso de los dineros. 



Y, como lo ha señalado más de algún señor Senador, resulta sospechoso que se estén comprando los cupos -son designados a dedo-, para que sean elegidos por los concejales y alcaldes. Posiblemente se produzcan manejos oscuros de personajes hasta ese momento anónimos que decidirán el tipo de inversiones, tal vez con conocimiento de las empresas postulantes a efectuar trabajos u operaciones. 



En el día de hoy, los consejeros regionales carecen no solo de respaldo democrático por no estar sujetos a elección popular, sino también de control democrático al no producirse la búsqueda de antecedentes por parte de los distintos medios de comunicación.



Por otra parte, el reparto de los fondos nacionales de distribución regional muchas veces se hace más en función de cuestiones políticas que de las necesidades de cada Región o de cada comuna.



Por ello, señor Presidente, voy a votar favorablemente en general esta reforma constitucional. Sin embargo, dejo constancia de que en ella no debieran incluirse algunas materias. 



En primer lugar, al consignarse que cada Región “constituirá, a lo menos, una circunscripción” es una manera encubierta de establecer una nueva circunscripción en el país. Por lo tanto, creo que está fuera de la idea general o matriz de la iniciativa. Desde ya, anuncio mi voto en contra de tal disposición, porque si vamos a discutir esa materia, hagámoslo mediante una reforma constitucional referida a la situación electoral de las Regiones, pero no bajo una fórmula solapada de regionalización.



Por otro lado -lo conversamos con el Senador señor Gómez, quien seguramente se referirá a esta cuestión con mayor profundidad-, si en la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios no se establece cuándo deben renovarse los Senadores, la derogación en la Carta de la referencia a Regiones pares e impares puede derivar en que no se sepa o solo se deduzca o interprete cuáles de aquellos postularán el próximo mes de diciembre. Porque en la actual normativa no se señala.



En definitiva, más allá del texto aprobado por la Cámara de Diputados, nosotros debemos pronunciarnos acerca del traspaso de competencias, tanto en cuanto a las materias sobre las cuales deberán pronunciarse los consejos regionales -y por lo tanto quienes los integran-, como a los ingresos y gastos autónomos de las Regiones, para que los distintos financiamientos no queden limitados a la Ley de Presupuestos. Porque, como el Parlamento carece de iniciativa legal para aumentar gastos -solo puede aprobarlos o restringirlos-, es el Ejecutivo el que destina los fondos direccionados al desarrollo regional. 



En consecuencia, a partir de un concepto general de regionalización y descentralización, se requiere determinar algún mecanismo para que las Regiones tengan su propia autonomía en esta materia.



En su oportunidad, debo decirlo con mucha franqueza, me comprometí con el Presidente del Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización de Chile (CONAREDE), don Heinrich von Baer, a votar favorablemente la elección de consejeros regionales. Y estoy cumpliendo con ese compromiso, porque lo considero una necesidad nacional.



Por ello, señor Presidente, sumándome a las expresiones de reparo frente al texto que estamos votando hoy por lo exiguo y excesivamente pequeño que parece frente a las necesidades de regionalización, anuncio mi voto favorable, pero, al mismo tiempo, informo que en su momento presentaré indicaciones para que esta reforma constitucional tenga una efectividad mayor que la derivada del texto enviado por la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- En primer término, quiero saludar al Presidente y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización de Chile (CONAREDE), señores Heinrich von Baer y Miguel Cellino, respectivamente, que se encuentran en tribunas.



Señor Presidente, el proyecto de reforma constitucional que nos convoca, en mi opinión, significa un tibio avance en materia de regionalización, pero necesario. El hecho de que la ciudadanía pueda elegir a través de sufragio universal a los integrantes de los consejos regionales constituye un gran adelanto.



Si mal no recuerdo, en diciembre recién pasado tuvimos la elección de los últimos consejos regionales que estarán en funciones por los próximos cuatro años. Francamente, en muchos casos da vergüenza ajena la forma como se compran votos. Es algo que ha venido ocurriendo. El Parlamento no ha sido capaz de entregar las herramientas constitucionales y legales para impedirlo. Esa práctica tiene que terminar. Y la única forma de hacerlo la constituye la elección popular.



Dicha modalidad de elección de los integrantes del consejo regional entregará autonomía al CORE, y también la suficiente prestancia ante la ciudadanía, de tal forma que sean personas conocidas que respondan por sus actuaciones ante quienes los han elegido. Y no como ocurre hoy en la gran mayoría de los casos -salvo honrosas excepciones- donde los consejeros regionales, que deciden cuantiosos recursos para el desarrollo de las respectivas Regiones, son personas desconocidas que pasan absolutamente inadvertidas.



Me gustaría que también se pudiera elegir al presidente del consejo regional, pero manteniendo la figura del intendente. Creo en el Estado unitario y aquella autoridad debe llevar adelante las políticas públicas del Gobierno que fue elegido para tal efecto. 



Sin embargo, las Regiones debieran tener fuerza propia y, para ello, contar con un presidente del gobierno regional que pueda negociar con el nivel central una estrategia de desarrollo, el financiamiento de destinaciones de recursos plurianuales y, por supuesto, el presupuesto anual.



Si nosotros logramos que los consejos regionales tengan su plan de acción y que negocien su financiamiento a través de distintos proyectos, estaremos consiguiendo que las ciudades, las localidades, los sectores rurales, los extensos territorios de nuestra patria -hoy prácticamente deshabitados- se puedan transformar en verdaderos polos de desarrollo.



Y a eso debemos apuntar.



Debe atacarse  el actual centralismo asfixiante. El hecho de que prácticamente la mitad de la población nacional esté concentrada en la Región Metropolitana, es algo cuyo análisis no admite más demora. Y si agregamos las de la Quinta y la Octava, nos encontramos con que gran parte del país está constituido por Regiones pequeñas, que aportan poco al producto interno bruto y tienen escaso desarrollo. Y, en consecuencia, existe la amenaza cierta de que sus jóvenes busquen cada día otros horizontes en las Regiones más grandes y vayamos perdiendo, probablemente, a los profesionales con mayor preparación y capacitación para llevar crecimiento a las zonas más pobres o con menores niveles de progreso. 



Por eso, señor Presidente, porque creemos en la regionalización y en la descentralización, los Senadores de Renovación Nacional votaremos favorablemente la idea de legislar, sin perjuicio de todos los perfeccionamientos que estimamos indispensables introducir en la discusión particular del proyecto. 



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como primera reflexión, deseo señalar que  asumo todo lo dicho con anterioridad -para no repetirlo-, que interpreta el afán regionalizador.



Ahora bien, siempre se habla de que hay acuerdo en regionalizar; sin embargo, en los hechos, lo único que avanza es el centralismo: 10 pasos por cada uno que se da en materia de regionalización. 
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Si Sus Señorías observan la imagen, se darán cuenta de que nuestra geografía no es como se nos enseña -de hecho, para representarla tuvimos que minimizar la Región Metropolitana en la cantidad suficiente para que cupiera-, pues las zonas extremas tanto del norte como del sur aparecen apenas como apéndices si uno considera el número de habitantes, la actividad económica y otros indicadores. 



Tal vez cabría preguntarse: ¿cuál es el patrón seguido por nuestro país en la materia?; ¿dónde está el ADN, la huella o la impronta del centralismo?



El centralismo no solo abarca múltiples dimensiones, sino que además hoy día es pasto fértil para un enfoque más bien globalizado. Las decisiones no se están tomando en la Región Metropolitana, sino en otras partes del mundo. 



El cuadro que quisimos compartir con Sus Señorías también representa un homenaje al Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización de Chile (CONAREDE), cuyas raíces no solo vienen de los años setenta, sino que se entroncan claramente con los afanes regionalizadores de los inicios de nuestra historia. 



Los gobiernos regionales son verdaderas entelequias. Entelequia, en el estricto sentido filosófico de la palabra, dice relación más bien al centralismo que se refiere a sí mismo, y, en el entendimiento popular, a algo que no se puede dar en la realidad. 



No menciono el aspecto comunal, porque los déficits de las municipalidades provocan que sus grados de autonomía hagan agua y que dependan en exceso de programas sectoriales y, en particular, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. 



A lo anterior se superpone el hecho de que nuestro país es tremendamente legalista, siempre apegado a la forma, y, por lo tanto, la huella o impronta del centralismo termina imponiéndose. 



Resulta claro que la fórmula para elegir a los consejeros regionales no resiste más, y no entregaré más detalles al respecto. Pero: ¡ojo! Debemos tener cuidado al momento de definir los procedimientos respectivos para no caer en los llamados “centralismos regionales”, en cuanto a volver a ajustar tal patrón a cada una de las Regiones. 



Tuve la oportunidad de leer el libro Armas, gérmenes y acero, de Jared Diamond -lo recomiendo a las personas presentes en la Sala-, donde se formula la pregunta: ¿por qué China o los países del Asia no descubrieron primero América, en circunstancias de que, centenares de años antes de tal hecho, disponían de mejores conocimientos y mecanismos de navegación?



La respuesta se encuentra, entre otras causas, en su excesivo centralismo. Las naciones europeas eran tan diferentes unas de otras que se posibilitaba el emprendimiento. Por ejemplo, Colón tuvo que golpear cinco puertas para que se le abriera una; en China habría debido tocar una sola y, de no abrirse, no lo haría jamás. 



Asimismo, atendido el hecho de que Chile se orienta fundamentalmente sobre un eje norte-sur, lo que genera tremendas diferencias dentro de él, al superponérsele un centralismo lo único que se garantiza es la ineficiencia y la inequidad. Ahora, si sumamos a lo anterior nuestros potenciales factores productivos, la verdad es que el sistema no funciona ni funcionará. 



En materia cultural, con la huella trazada solo lograremos una suerte de homogeneización, que constituye exactamente la antítesis de lo vital. 



En cuanto a las facultades, a los medios que se transferirán a las Regiones, puedo citar como ejemplo -sobran en el país- a la acuicultura. Hace más de 14 años, intentamos colocar en la Región de Aisén una barrera sanitaria -al igual como se realiza en tierra con los controles fitosanitarios- para impedir que las ovas, los alevines, los reproductores pasaran de una Región a otra. No obstante, fuimos acusados de constituir un monopolio, llevados a tribunales y sancionados por tal hecho. 



De haber prosperado esa iniciativa regional, desde luego no estaríamos enfrentando crisis como las provocadas por el virus ISA, el cáligus y otros. 



Y abundan ejemplos sobre el particular. 



Se nos señala reiteradamente por parte de la autoridad de turno -porque se trata de una cuestión mental- que más del 50 por ciento de los fondos se decide a nivel regional. ¿Pero quién toma la determinación? Las autoridades nombradas desde el nivel central: intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales, directores de servicios, directores de programas. Y los fondos, previo sometimiento al respectivo visto bueno, se recapturan a través de convenios de programación. 



Deseo agregar dos datos adicionales. 



En los años noventa, cuando un secretario regional ministerial -René Bobadilla, según me recuerda mi vecino y buen amigo el Senador señor Bianchi- se opuso a la enajenación de gran parte de Tierra del Fuego para el proyecto Trillium, que después no prosperó, su propio Gobierno lo echó. 



El caso más reciente es el relativo a la COREMA de la Quinta Región, donde el Seremi de Bienes Nacionales se opuso a un proyecto y el Ministro del Ramo lo despidió. 



Por lo tanto, ¿de qué autonomía podemos hablar a nivel de Regiones? 



La iniciativa en debate -tal como se ha señalado- representa un pequeño avance y debe ser corregida. Pero si no logramos entender que un país unitario debe serlo en la diversidad regional y no solo desde el punto de vista legal, administrativo, cultural, sino además mental de cada uno de quienes lo integramos, desde luego no lograremos prosperar. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el país entero sigue con extraordinaria atención el curso del proyecto que nos ocupa, el cual trata de introducir modificaciones en pos del establecimiento de mayor regulación respecto de la administración regional y más democracia, particularmente en materia de consejeros regionales. 



Existía la percepción de que el acuerdo político alcanzado permitiría conjurar los temores acerca del mecanismo de elección de los consejeros regionales, considerando que estos no solo se encuentran permanentemente en las Regiones, sino que además determinan la utilización de muchos recursos, lo cual representa un poder muy importante y, tal vez, hasta una desventaja con relación a los parlamentarios. 



Al respecto, debo señalar que el acuerdo de establecer la votación indirecta cubre de manera parcial la decisión de elegir directamente -como manifestamos muchos Senadores- a los consejeros regionales. 



Yo estoy por preceptuar el criterio de elección de los consejeros  a través de un mecanismo que garantice la expresión ciudadana en la forma más directa posible, pues ellos son quienes deciden la utilización de los recursos, lo cual, en definitiva, puede redundar en el avance o retroceso de una Región. 



Por tanto, ojalá que dicho mecanismo pudiera explicitarse. 



Desconozco el contexto del acuerdo alcanzado, pero, derechamente, creo que se refiere a la elección directa, porque la manera indirecta significa una mediación, y eso atenta contra la representatividad y, por cierto, menoscaba la autoridad.



De otro lado, con respecto a las circunscripciones senatoriales, hemos sido majaderos en señalar que, mientras no se modifique el sistema binominal, solo estamos ante la ratificación. Por tanto, pido que el Ejecutivo aclare su posición, porque hoy día se presenta una reforma constitucional que preceptúa el aumento de las circunscripciones. Y siento que el debate no termina en este punto.



En una oportunidad se me criticó por sostener que, en 18 años, el Ejecutivo no ha enviado ni un solo proyecto que cambie tal sistema. En efecto, se han tratado iniciativas presentadas por Senadores, acerca de las cuales se han buscado acuerdos políticos; pero el Gobierno no ha mandado ninguna.



En tal sentido, la voluntad política de modificar el sistema binominal no ha quedado expresa. Y si en definitiva se pretendiera establecer las condiciones para que en el contexto actual -ni corregido ni modificado- se produjera una ampliación de circunscripciones, estaríamos consolidando un modelo que todos hemos manifestado querer cambiar.



En ese ámbito, el Ejecutivo podría -no sé si lo anunció; porque no estuve al inicio de la sesión- señalar cuál sería el paso siguiente.

El señor BIANCHI.- Crear las circunscripciones.

El señor NAVARRO.- Gracias.



Señor Presidente, si bien estamos en la discusión general del proyecto, como este debate repercute en forma importante en las Regiones, estimo necesario plantear al menos dos observaciones.



La primera, que el mecanismo de elección del consejo regional por sufragio universal debe garantizar efectivamente la participación ciudadana. En este sentido, es posible evaluar un procedimiento indirecto; empero, no resulta el más adecuado.



Se ha planteado que los parlamentarios temen que los consejeros regionales sean electos de manera directa porque están en la Región y sacarían muchos votos. Además, se sostiene que deben resolver el destino de cuantiosos recursos, lo cual les está vedado a los Senadores y Diputados. Y, por ende, se afirma que en tal situación estos quedarían en desventaja. 



A mi juicio, en ese punto ha habido una traba muy importante para el avance en la elección directa de los consejeros regionales.



La fórmula presentada busca superar esas mutuas desconfianzas. Pero, en definitiva, tal vez el mecanismo adecuado para eliminar dicha competencia desleal no sea la elección indirecta, sino otro. Porque no resulta apropiado que el Congreso legisle cuidando sus propios intereses o que los Senadores votemos cautelando nuestras competencias, en circunstancias de que se pretende instaurar un principio de ejecución del gobierno regional con plena autonomía y, sobre todo, con gran legitimidad, la cual solo se obtiene mediante la elección directa por parte de la ciudadanía. Hoy existe elección indirecta. Se vota por una lista, la que, al final, es determinada por los partidos políticos. En consecuencia, no hay participación directa en la generación de nombres, ni legitimidad en la elección de los importantes cargos en comento.



Señor Presidente, el debate en general establece claramente esos dos ámbitos. Y en tal línea presentaremos las indicaciones necesarias. Pero me declaro contrario a la posibilidad de crear nuevas circunscripciones sobre la base de la actual legislación binominal.



Desde ya, anuncio mi voto en contra sobre el particular.



La segunda observación se refiere a la elección de los consejeros regionales de manera indirecta. 



Pienso que el mecanismo para elegir a aquellos debe ser determinado clara y precisamente, garantizando la legitimidad y la participación ciudadana. No habrá posibilidad de garantizar la existencia de gobiernos regionales fuertes y representativos si no existe efectivamente un consejo elegido en forma directa, democrática, universal.



Lo mismo vale para el caso de los intendentes. En efecto, aspiramos a que la máxima autoridad de la Región sea elegida por voluntad ciudadana, con la figura del administrador regional, representante del Ejecutivo, pero con la legitimidad de interpretar fielmente a la Región ante aquel y frente a todos los intereses que se transan en el ejercicio del gobierno regional.



Reitero que es posible la elección directa del intendente como máxima autoridad política -no digo del Ejecutivo, pues no se trata de una expresión de federalismo-, con la figura de un administrador que represente el interés del Gobierno y esté dotado de poderes reguladores.



En consecuencia, es necesario poner en el debate lo relacionado con la elección directa de los intendentes. Y me declaro partidario de elegir en forma directa a los consejeros regionales y a los intendentes. Ese fue el compromiso que muchos de los Senadores presentes asumieron durante sus campañas.



Siento que la concreción de ese mecanismo constituiría un avance en la regionalización y descentralización verdaderas, y no en la “regionalización de baquelita”, es decir, en la formulación de un discurso a favor de las Regiones que en definitiva redunde en una legislación que consagre el presidencialismo o la influencia desmedida del Ejecutivo.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero ser muy honesto, como todos lo intentamos en nuestras expresiones.



Considero que, al final del día, esta reforma constitucional resultará enteramente inútil. No me parece que sea -como argumentó con escepticismo el Honorable señor Cantero- una minucia, sino menos que eso, por la sencilla razón de que todos los objetivos propuestos se pueden lograr sin tocar la Carta Fundamental.



Los propósitos que plantea la iniciativa que nos ocupa son tres: que cada Región sea al menos una circunscripción; que los miembros del consejo regional sean elegidos por sufragio universal, y que pueda haber transferencia de competencias desde el Ejecutivo hacia las Regiones.



Si alguien dispone de paciencia para examinar el texto constitucional, se dará cuenta de que, sin modificarlo, es posible lograr tales objetivos.



En efecto, su artículo 49 dispone: “La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.”. De manera que, si deseamos tener en cada Región a lo menos una circunscripción, es preciso modificar la ley orgánica constitucional respectiva, sin necesidad de reformar el Texto Fundamental.



En seguida, se habla de que los miembros de los CORE deben ser elegidos por sufragio universal. 



¿Qué establece el artículo 113 de la Carta? Luego de enumerar las facultades del consejo regional, concluye: “y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende, la que regulará además su integración y organización.”. Entonces, si queremos que existan consejeros regionales elegidos directamente, modifiquemos la ley orgánica constitucional. No necesitamos reformar el Texto Fundamental.



Y, finalmente, la transferencia de competencias se puede realizar, al tenor de lo dispuesto en el artículo 114 de la Carta, de la misma manera que propone -o quizá mejor- el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. El texto vigente establece: “La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado, así como la transferencia de competencias a los gobiernos regionales”. ¡Ya está consignado!



Dicha norma es incluso superior a la aprobada por la Cámara Baja, que dispone: “La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias”. Es decir, se faculta al Jefe del Estado, en la forma que señale la ley, para llevar a cabo la transferencia de competencias. 



El planteamiento que se  nos formula es mucho más débil que el del texto vigente.



Señor Presidente, llevamos numerosos años discutiendo esta materia.



Esta reforma se originó en un proyecto que presentó el Ejecutivo en diciembre de 2003, o sea, hace más de 5 años. Nos hemos dado vueltas, por distintas razones, políticas o no, para aterrizar en una iniciativa que al final no tiene ninguna sustancia.



¿Por qué subrayo lo anterior, señor Presidente? Porque sobre el tema de la descentralización y la regionalización hacemos lindos discursos  -aquí no existen dos opiniones acerca de la necesidad de cambiar la estructura de funcionamiento del país-, pero, a la hora de los “quiubos”, algo acontece que no se dan los pasos indispensables para que ello sea realidad.



Yo represento a una Región, a una parte de ella -la parte menor, la parte no considerada por las autoridades regionales-, que sufre las consecuencias del centralismo desde hace muchos años. Pero no pasa nada. Sigue igual. Perdón: sigue peor. ¡Si en estos años se ha recentralizado el país, no solamente en lo público; también en lo privado! Porque el sistema y las políticas públicas económicas favorecen las economías de escala y, por lo tanto, se tienden a concentrar. Antes teníamos bancos en distintos lugares de Chile; hoy no hay ninguno que no opere desde Santiago.



Por consiguiente, la realidad nos demuestra que el país está atorado por un centralismo que impide el desarrollo armónico de las Regiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo.- ¿Me permite una interrupción, Honorable colega, como Senador, no como Presidente, con la venia de la Sala, por cierto?

El señor LARRAÍN.- Desde luego.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo.- Quiero agregar que no solo las políticas públicas tienden a la centralización, sino también la forma como se ha aplicado el modelo económico.



Gracias.

El señor LARRAÍN.- Bueno, ¡aprovechó de pasar un aviso comercial para corregir el modelo…!



Lo cierto es que de eso venimos hablando desde hace mucho rato, sin avanzar ni un metro. Creo que los Gobiernos de la Concertación no han tenido voluntad política para llevar a cabo un proceso de descentralización o de regionalización.



¡Esa es la verdad!



Entonces, podemos darnos vueltas, como lo hemos hecho en estos últimos cinco años, para llegar a un proyecto que pareciera decir mucho, que le va a transmitir bastante a la gente, porque se va a hablar con profusión de que ahora los consejeros regionales serán elegidos por votación popular y de que habrá transferencia de competencias, en circunstancias de que, para que eso ocurra, aprobada esta reforma constitucional, será necesario modificar las leyes orgánicas respectivas, que no operan automáticamente. 


En consecuencia, hemos perdido cinco años, si se quiere, dentro del proceso de regionalización.



Por eso soy escéptico de que finalmente algo vaya a ocurrir en esta materia en los próximos años. De partida, esta Administración, que está entrando en su fase final, no dispondrá de tiempo, si tuviera la voluntad, para proceder y convertir aquello en una realidad.



Por lo tanto, este es un proceso que, una vez más, se posterga para el próximo Gobierno.



Entonces, ¿qué estamos haciendo, señor Presidente? Lo mismo que hacemos siempre y por lo cual el mundo político se halla tan desacreditado: hablar mucho y pronunciar discursos que no se traducen  en situaciones concretas, porque hacer en un proceso de cinco años lo mismo que podríamos haber hecho de inmediato, si hubiera existido la voluntad, significa haber perdido un tiempo precioso desacreditándonos ante el país. En efecto, decimos que estamos haciendo algo importante, en circunstancias de que ello no es así.



Es cierto que el texto constitucional propuesto -que establece, por ejemplo, que las elecciones del CORE se harán por la vía del sufragio universal- plantea una exigencia adicional, pero, para que dicha exigencia se traduzca en realidad, hay que modificar la ley orgánica respectiva. Luego, el proceso es el mismo. Y se podría haber realizado, si hubiese existido voluntad.



Y ese es el punto central que quiero plantear, señor Presidente: yo no creo que haya voluntad para llevar adelante tal proceso. Aquí no hemos efectuado un debate de verdad sobre el asunto. Incluso, a veces se confunden los temas. Por ejemplo, el del presidencialismo y el del centralismo no son materias que se topen. ¡Si podemos tener sistemas presidencialistas o parlamentarios y modelos centralizados o descentralizados en esos mismos regímenes políticos! Estados Unidos es un sistema presidencialista y, sin embargo, por su carácter federal, es muy descentralizado.



Por consiguiente, aquel no es un tema que tenga que ver con un acendrado presidencialismo, sino, más bien, con la forma como se ejerce y se desarrolla ese presidencialismo, con la voluntad de entregar el poder. Pero, a la hora de entregar el poder, -como dicen por ahí, “de noche todos los gatos son pardos”- no hay voluntad, señor Presidente, pues a nadie le gusta hacerlo. Todo el mundo ama el poder, cuando lo tiene, y no lo quiere entregar jamás. 



Esa es la historia, y es lo que le ha ocurrido a la Concertación. Si uno lee los discursos y los programas de sus Gobiernos, verá que todos son descentralizadores. Van a enterar 20 años y no han descentralizado nada.



Podemos preguntarle a la Ministra de la Cultura si acaso hay una verdadera descentralización cultural en Chile. ¡No la hay! Lo he dicho mil veces y lo repito ahora, señora Ministra, ya que está aquí: en mi zona, en las provincias de Linares y Cauquenes, no hay una sala de cine que funcione.



¿Qué actividad cultural real existe en una parte importante del territorio nacional? ¡Cero! Solo queda la televisión y poquito más. Se han hecho esfuerzos y pienso que el Ministerio que usted dirige ha dado pasos en la línea correcta, pero la verdad, señor Presidente, es que nos queda un mundo por recorrer, porque no hay voluntad. 



Aquí tenemos una cultura política tan centralista, que muchas veces en las propias Regiones la gente dice: “Hay que preguntar a Santiago”. “¿Qué dirán en la Capital?”. “Vamos a ver allá”. “Pidámoslo a la autoridad central”.



¡Así no vamos a avanzar! 



No ha habido un debate real sobre cuál es la estructura de los poderes territoriales que queremos y cuáles son los sistemas de funcionamiento que esperamos. ¿Cuántas y cuáles Regiones debe haber? ¿De qué tipo? El mapa político actual fue diseñado hace treinta años. ¿Alguien ha hecho una evaluación? Entremedio se crearon dos nuevas Regiones. ¿Alguien ha analizado si funcionan bien? ¿Debería haber más Regiones, menos Regiones? Nunca se ha discutido el tema de verdad, nunca se ha evaluado en serio. 



¿Qué función cumplen los gobernadores provinciales? Lo hemos dicho una y otra vez: son relacionadores públicos; al final, actúan como agentes políticos que únicamente se dedican a efectuar intervención electoral, porque no tienen otra cosa que hacer. ¿Vamos a transferirles competencias reales? ¡Si hoy día lo podemos hacer! La Constitución lo permite. ¿Les vamos a transferir recursos para que esas competencias funcionen bien?



El hecho de que ahora los consejeros sean elegidos, es cierto, les puede dar mayor legitimidad. Pero, si no poseen atribuciones y recursos, se generará una enorme frustración regional, porque vamos a sentir que estamos dando un gran paso, en circunstancias de que, si no hay competencias ni recursos, no avanzaremos absolutamente nada.



En fin, señor Presidente, pido excusas por mi escepticismo. 



Voy a apoyar el proyecto, sumándome a este coro celestial que sigue hablando de regionalización y escondiendo una suerte de hipocresía política que tanto nos ha costado ante la opinión pública -así es como nos vamos desacreditando-, pero la verdad es que no progresaremos un metro, así se apruebe esta reforma constitucional. 



Hemos perdido mucho tiempo y, si continuamos a este mismo paso, lo seguiremos perdiendo, señor Presidente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ha terminado el tiempo del Orden del Día.



Por lo tanto, el debate de la iniciativa seguirá mañana.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, recabándole información en cuanto a SOLICITUD DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS PARA PROYECTO HIDROELÉCTRICO EN SECTOR FLOR DEL VALLE, COMUNA DE REIGOLIL. Y al señor Contralor General de la República, solicitándole pronunciamiento sobre POSIBLES IRREGULARIDADES DE DIRECTOR GENERAL DE AGUAS DE LA ARAUCANÍA EN TRAMITACIÓN DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO Y EN GESTIONES ADMINISTRATIVAS CONEXAS. 


Del señor HORVATH: 


Al señor Ministro de Economía, a fin de que se considere un PLAN DE AYUDA PARA PESCADORES ARTESANALES DE REGIÓN DE AISÉN. Al señor Director Nacional de Vialidad, pidiéndole REPARACIÓN DE PASARELA SOBRE RÍO QUINTO EN LOCALIDAD DE LA JUNTA, COMUNA DE CISNES (Undécima Región). Y a los señores Director Nacional de Vialidad y Director de Obras Hidráulicas, con el objeto de que dispongan las medidas necesarias para dar SOLUCIÓN A PROBLEMAS POR OBRAS EN PUENTE TRAIHUANCA, EN BAHÍA MURTA, REGIÓN DE AISÉN. 


Del señor NARANJO:



Al señor Contralor General de la República, consultándole  por ACCIONES PARA DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL MILITAR EN LA REINA (reiteración de oficio).
)-----------------(


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Socialista, Demócrata Cristiano, Mixto, Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional e Independientes, ningún señor Senador interviene.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Senador Navarro?

El señor NAVARRO.- Quisiera usar de la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿En el tiempo de qué Comité?

El señor NAVARRO.- Del Mixto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¡Ya pasó el turno de ese Comité!

El señor ESPINA.- ¡Dele la palabra, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Vamos a hacer, nuevamente, una excepción con usted, Senador Navarro.



¡Ya se han hecho tantas, que una más…!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¡Queremos escucharlo...!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, por 8 minutos.

CONCESIÓN DE DERECHOS DE AGUA EN

RÍOS IBÁÑEZ, PASCUA Y BAKER. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo solicitar a la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas información respecto de la concesión de derechos de agua sobre los ríos Ibáñez, Pascua y Baker, a fin de que nos ilustre acerca de los riesgos que representa para la comuna de Tortel la acumulación de agua en los sectores altos de los glaciares.



Por ello, me gustaría tener a la vista los informes tanto de la Dirección de Obras Hidráulicas como de la Dirección General de Aguas, relativos a los derechos de aguas concedidos respecto de los ríos Baker, Pascua e Ibáñez.



En esa zona se ha llevado a cabo la construcción de represas para producir hidroelectricidad. En Cerro Castillo, localidad de la Undécima Región cercana al río Ibáñez, diversos agricultores han solicitado la inscripción de derechos de agua, trámite que  hasta ahora ha sido rechazado o dilatado, dado que ENDESA pidió la totalidad de los recursos de agua superficiales disponibles en los ríos ya mencionados.



Por ello, pido que nos sean remitidos todos los antecedentes relativos a las solicitudes aprobadas, rechazadas y en trámite.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PREOCUPACIÓN POR EVENTUAL DESBORDAMIENTO 

DE LAGOS CACHET 1 Y 2. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Asimismo, señor Presidente, solicito a la Dirección de Obras Hidráulicas y a la Dirección General de Aguas un informe acerca de la situación de los lagos Cachet 1 y Cachet 2. Estos, según la voz de algunos especialistas, a raíz de la acumulación de agua hasta su máxima cota han puesto en riesgo a la comuna de Tortel, toda vez que un desagüe repentino de ambos provocaría una crecida cuyo efecto sería devastador para esa localidad.



Por tal razón, pido a tales organismos que nos entreguen los informes de evaluación de riesgos que el Ministerio de Obras Públicas y la Intendencia Regional de Aisén han emitido respecto de esta situación, para estimar los verdaderos riesgos, tener los antecedentes técnicos a la vista y, en particular, conocer exactamente si existen asociados a tales riesgos planes de evacuación o de emergencia ya sea a nivel regional o comunal.



En el caso de Tortel, una comuna pequeña, las capacidades para desarrollar estos planes de emergencia son mínimas, limitadas…

El señor HORVATH.-  ¿Me permite una interrupción, Su Señoría?

El señor NAVARRO.-  Sí, con la venia de la Mesa.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Puede hacer uso de la palabra el Honorable señor  Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo deseo informar al Senador señor Navarro y a la Sala que en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos apoyamos el “Proyecto Centinela”. Se trata de un plan pionero, diseñado por una organización que se dedica al turismo rural en el área, a la ciencia y a la educación. Este tiene por objeto lograr la conectividad con todos los pobladores de la zona mediante cámaras en vivo y equipos de radio para monitorear dichos lagos de formación u origen glaciar que experimentan vaciamientos con cierta periodicidad. Estos antecedentes se hallan en textos científicos que datan desde los años 50.



En consecuencia, lo que corresponde es solicitar al Gobierno que apure la implementación de dicho proyecto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto, hemos recibido información del “Proyecto Centinela”.  Sin embargo, me gustaría solicitar al Gobierno antecedentes en cuanto a la inversión y a la cronología de su implementación.



Se acerca el invierno. Los deshielos han provocado que las aguas de dichos lagos alcancen la cota máxima y, en definitiva, existe temor en los habitantes de la localidad de Tortel por una eventual crecida de ellos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

IRREGULAR PROCEDIMIENTO DE APROBACIÓN DE ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL EN AISÉN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Por otro lado, señor Presidente, solicito al Gobierno Regional de Aisén un informe respecto del procedimiento de aprobación del proyecto de impacto ambiental presentado por HidroAysén, con motivo de la creación de represas en los ríos Baker y Pascua.



Debo señalar que la Comisión Regional del Medio Ambiente, presidida por el Intendente, en una sesión especial realizada a altas horas de la noche, omitió -de manera increíble- la votación del informe, el cual fue derivado a la empresa para su pronunciamiento sobre las observaciones correspondientes.





Se trata de un procedimiento cuyo aspecto legal estamos analizando, por cuanto la evaluación de los proyectos de impacto ambiental siempre requiere votación de los distintos servicios, sobre la base de los informes técnicos.



Paradójicamente, esta situación se ha producido por primera vez. No tenemos recuerdo de que un proyecto con observaciones de diversos servicios públicos haya sido entregado a la empresa sin el pronunciamiento de los organismos que han elaborado los informes, los cuales, por cierto, en este caso eran mayoritariamente negativos.



Aquí se ha cometido un agravio a la ley.



Por supuesto, vamos a recurrir a la Contraloría. Este es un hecho inédito que revela las falencias propias de un sistema de evaluación de impacto ambiental y de una COREMA que solo representa la opinión del Ejecutivo, cuya voz siempre es de carácter político.



¡Este es un hecho agraviante!



Yo pensé que se trataba de un error. ¡No! ¡Efectivamente, el proyecto HidroAysén no fue votado por la COREMA! El Intendente solicitó que no se procediera a la votación y que se diera curso a la respuesta de las observaciones planteadas. Las formuladas por la ciudadanía, en el momento en que tomó conocimiento de la situación, alcanzaban solo a cuatro, las que pudieron ser incorporadas antes de que venciera el plazo definitivo. Y existe incertidumbre en cuanto a si esas inquietudes de los ciudadanos, que son varios miles, tendrán respuesta.



Aquí ha habido un procedimiento irregular.



Dejo constancia en esta Sala de que vamos a recurrir a la Contraloría y, si es necesario, a los tribunales, por cuanto ninguna autoridad puede actuar por encima de la ley.



El reglamento es claro y específico.



Una vez evaluado el proyecto por los servicios públicos y puesto en tabla -en este caso, la COREMA se reunió a las 9 de la noche y sin aviso previo pero con la presencia ciudadana- requiere votación sobre la base de los informes técnicos presentados por los diversos organismos. ¡Eso es lo que procede! Aprobación o rechazo, para luego seguir el procedimiento de consultas al Consejo de Ministros.



En consecuencia, solicito al Gobierno Regional de Aisén y a la CONAMA un pronunciamiento respecto del procedimiento utilizado. Y anuncio que recurriremos a la Contraloría y, si es preciso, a los tribunales, porque alguien debe saldar lo que, en mi opinión, ha sido una grave violación del reglamento que regula la aprobación de los estudios de impacto ambiental.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del  señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Habiéndose cumplido su objetivo,  se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:33.





  


Manuel Ocaña Vergara,






  


  Jefe de la Redacción 
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.450, SOBRE FOMENTO A LA INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO Y DRENAJE

(6392-09)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450 sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje.
antecedentes.
Dentro de un conjunto de instrumentos de fomento para el sector, radicados en las distintas instituciones dependientes del Ministerio de Agricultura, y de otros Ministerios, la ley de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, Nº 18.450, ha constituido un aporte importante a la modernización y tecnificación de la producción agrícola. 

Las obras de riego bonificadas por esta ley, han permitido mejorar la conducción del agua evitando pérdidas en canales y cauces, han contribuido a aumentar la superficie irrigada y en forma muy importante al mejoramiento de los niveles de eficiencia del uso del agua, mediante el incremento de las superficies de riego tecnificado en las distintas regiones del País. Algunas cifras avalan estas afirmaciones.
Superficie Intervenida.
La superficie intervenida en el período 1986 – 2007, a través de proyectos beneficiados por la ley Nº 18.450, ha permitido anualmente bonificar entre 80.000 y 100.000 hectáreas (hás.) por año.
Superficie Tecnificada Anual Período 1986–2007.

	Año Resolución
	Superficie Tecnificada has
	Año Resolución
	Superficie Tecnificada
	

	1986
	46
	1997
	6.757
	

	1987
	1.136
	1998
	4.803
	

	1988
	1.908
	1999
	11.431
	

	1989
	1.985
	2000
	9.269
	

	1990
	1.164
	2001
	13.939
	

	1991
	1.915
	2002
	9.395
	

	1992
	1.916
	2003
	13.702
	

	1993
	2.908
	2004
	10.314
	

	1994
	2.770
	2005
	11.900
	

	1995
	2.594
	2006
	11.842
	

	1996
	3.145
	2007
	17.886
	

	Total
	
	
	
	142.725 hás


Fuente: Base de Datos ley Nº 18.450

Superficie de Nuevo Riego.
La superficie de nuevo riego con proyectos bonificados por la ley Nº 18.450, en el mismo período 1986 – 2007, llega a 99.243 hás.
Superficie de Drenaje.

La superficie de proyectos de drenaje bonificados por la misma ley, para el período 1986 – 2007, llega a 32.208 hás.
Las evaluaciones externas realizadas, indican que esta ley ha contribuido a mejorar sustantivamente la productividad, la eficiencia en el uso y aplicación de fertilizantes, ha aumentado e intensificado el uso de mano de obra, y en general ha sido un instrumento muy importante en la modernización e intensificación de los sistemas productivos agrícolas, particularmente de la producción hortofrutícola.
FUNDAMENTOS PARA SU RENOVACION.
La ley Nº 18.450 de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, promulgada en 1985, fue modificada sustancialmente por las leyes Nº 19.316 y Nº 19.604, esta última del año 1999.
Puesto que la vigencia de esta ley finaliza el 1º de Enero de 2010, se ha estimado oportuno aprovechar esta circunstancia para efectuar las modificaciones, cambios y adecuaciones que respondan a los requerimientos de estos nuevos tiempos, necesarios para su eficaz aplicación y para potenciar su influencia en los procesos de modernización del agro, contribuyendo así a la meta de transformar a Chile en una “Potencia Agroalimetaria”.
Estimaciones realizadas en el año 2004 por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias y la Comisión Nacional de Riego, consideraron que al año 2014, los requerimientos de nuevas hectáreas regadas se situarían entre las 400.000 y 460.000 hás., requiriéndose nuevas obras de riego para unas 380.000 de estas hectáreas. Adicionalmente, se requerirá incrementar la eficiencia y utilización del recurso hídrico, para lo cual se necesitará mejorar progresivamente los sistemas de riego logrando un promedio de 40.000 hás. anuales.
Las cifras citadas precedentemente, dan cuenta de la importancia que ha tenido esta ley en el desarrollo de nuestra producción agrícola nacional, muy particularmente la producción hortofrutícola, al mismo tiempo que muestran los márgenes para aumentar las superficies de riego, intensificando y tecnificando los sistemas de regadío. No obstante ser esto una poderosa razón para prorrogar esta ley, sin duda que la principal razón para hacerlo es la demanda por parte de los agricultores de que ésta sea una ley permanente, solicitud presente con fuerza en todos los encuentros realizados con las organizaciones de regantes.
Las modificaciones propuestas son el fruto de un amplio proceso participativo de todos los estamentos involucrados en el tema. Más de ochocientos dirigentes de organizaciones de regantes, ciento ochenta consultores de riego y un número similar de agentes públicos, han participado en encuentros de análisis del funcionamiento y comportamiento de la ley, al mismo tiempo, en las proposiciones de modificaciones o adecuaciones necesarias para que continúe siendo el instrumento potente de desarrollo que ha sido hasta ahora.

Estos encuentros culminaron con un Seminario organizado por la Comisión de Agricultura del H. Senado de la República, donde participaron dirigentes de todos los estratos de agricultores-regantes desde Arica hasta Coyhaique.

ASPECTOS RELEVANTES DE SUS MODIFICACIONES.

Este instrumento ha beneficiado fundamentalmente a agricultores medianos y en menor medida a pequeños, no obstante los esfuerzos realizados en favor de este último estrato. 
Con las modificaciones propuestas se quiere mantener esta característica, pero buscando una mayor focalización de su acción, principalmente, entre los pequeños y medianos agricultores, ya que no teniendo explícitos factores de discriminación, en la práctica quienes han podido aprovechar más este instrumento son sectores de agricultores más capitalizados.

Al aumentar el porcentaje de bonificación para los pequeños agricultores, se debiera revertir esta tendencia, la que deberá ser complementada con medidas reglamentarias y administrativas que permitan aportes materiales y de trabajo, los que debieran facilitar más aún su integración.

Tampoco se busca discriminar a los medianos agricultores, cuya capacidad emprendedora y empresarial hay que aprovechar, razón por la cual se mantiene el actual porcentaje tope de bonificación, buscando integrar a todos los medianos agricultores.

La actualización del texto de esta ley, ha considerado la incorporación de factores medioambientales, presentes en el desarrollo de la agricultura moderna, los que al mismo tiempo permitirán mejorar las condiciones de competitividad, principalmente, en los mercados externos, la mayoría de los cuales consideran exigencias crecientes en aspectos de inocuidad y de medioambiente, exigencia a las que se suman crecientemente los mercados internos.
Chile es un país diverso y como tal, en una modernización de esta ley debemos integrar en forma explícita, las no discriminaciones de ningún tipo. 
Sabemos el importante papel que desempeña la mujer en la vida rural; aún cuando en los encuentros de dirigentes de los regantes realizados éstas eran minoritarias, se reconoce por sus pares masculinos el importante aporte que realizan en sus organizaciones, el rigor con que enfrentan sus responsabilidades, su constancia para insistir en el cumplimiento de los compromisos tanto propios como de terceros, por tanto, hemos considerado dejar explícitamente consagrado en la ley su acceso igualitario a los beneficios de ésta.
Dentro de la diversidad que señalamos, también hemos querido explicitar el carácter no discriminatorio que debe tener esta ley hacia nuestras etnias, hacia las razas que conviven en nuestro territorio, y ningún otro tipo de discriminación posible.  
CONTENIDO DEL PROYECTO.
Esta propuesta tiene por objeto adecuar la ley Nº 18.450 a las nuevas realidades y a las nuevas exigencias de las políticas de fomento al riego.
Los principales cambios que introduce esta modificación son los siguientes:
1.
Se establecen tramos para las bonificaciones máximas de obras de riego. La razón de esta reforma radica en la constatación del hecho que los pequeños productores agrícolas se marginan de los concursos de la ley porque no están en condiciones de subvenir al pago de las inversiones por el 25% de aporte que actualmente exige la norma vigente, o prefieren continuar con sus sistemas tradicionales de irrigación. 
Asimismo, muchas veces, las obras de riego seleccionadas que benefician a los pequeños productores no logran concluirse, porque los beneficiarios no enteran el aporte que les corresponde. Una bonificación de hasta 95%, debiera generar un mayor interés por innovar y mejorar sus actuales sistemas de riego, teniendo acceso a consultores de mayor competencia.
2.
Se introducen objetivos ambientales, con el propósito que los proyectos bonificados por la ley impidan la degradación de los suelos, de la biodiversidad o de cualquier tipo de daño ambiental. 
3.
Se aumenta el máximo de bonificación al riego y drenaje, lo que obedece a la necesidad de agilizar los mejoramientos de canales, tales como revestimientos, reunificaciones, reparaciones u otras obras de envergadura.
4.
Se da énfasis al principio de no discriminación en el otorgamiento de los beneficios de esta ley, en particular, en materias de carácter étnico, racial, de género o de cualquier otro tipo.
5.
Se extiende, además del Instituto de Desarrollo Agropecuario, a otras instituciones, la posibilidad de gestionar la aplicación del Fondo Rotatorio para el prefinanciamiento de proyectos de riego que interesen a pequeños productores agrícolas.
6.
Se da mayor flexibilidad a la Comisión de Riego para la elaboración del programa anual de concursos públicos. Se permite, además, a la Comisión, mantener su propio Registro de Consultores, distinto al Registro de la Dirección General de Obras Públicas, en razón de la especialidad técnica de los proyectos de riego que son objeto de concurso público.
7.
Se establece que el costo de los proyectos de riego no estará determinado por la superficie beneficiada.
En mérito de lo expuesto, someto a vuestra aprobación, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO ÚNICO.-
Modifícase la ley Nº 18.450 que aprueba  Normas para el Fomento de la Inversión Privada en obras de Riego y drenaje, en el siguiente sentido:

1)
Modíficase el artículo 1°, en el siguiente sentido:



a)
Sustitúyase el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 1°.- El Estado, a través de la Comisión Nacional de Riego, bonificará, el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje, y las inversiones en equipos y elementos de riego mecánico o de generación, siempre que se ejecuten para incrementar el área de riego, mejorar el abastecimiento de agua en superficies regadas en forma deficitaria, mejorar la eficiencia de la aplicación del agua de riego o habilitar suelos agrícolas de mal drenaje y, en general, toda obra de puesta en riego, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece en esta ley, sin discriminación de ningún tipo, sean éstas de carácter étnico, racial, género o cualquier otro tipo, asegurando la igualdad de oportunidades en el acceso a las bonificaciones entre hombres y mujeres. El principio de la igualdad de oportunidades se deberá consagrar en el reglamento y las bases de los concursos.”.



b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser tercero. 



“La bonificación del Estado a que se refiere esta ley se aplicará de la manera siguiente:



a)
A los pequeños productores  agrícolas a quienes la ley orgánica del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario defina como tales, tendrán derecho a una bonificación máxima del 90%;



b)
Los postulantes de una superficie de riego ponderada hasta 30 hectáreas, podrán postular a una bonificación máxima de 80%;



c)
Los postulantes de una superficie de riego ponderada entre 30,1 a 100 hectáreas, se les aplicará una bonificación máxima de 75%; y



d)
Los postulantes de una superficie de riego ponderada de más de 100 hectáreas, tendrán una bonificación máxima de 25%.”


c)
Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto: 



“La Comisión considerará objetivos ambientales en los proyectos de riego bonificados por la ley siendo susceptibles de bonificación las inversiones cuyos sistemas productivos impidan la degradación del suelo, de la bio diversidad o cualquier tipo de daño ambiental, de acuerdo a las condiciones que determine la ley Nº 19.300 y el Reglamento de la ley Nº 18.450.”.



d)
Sustitúyase en inciso final el guarismo “24.000” por “30.000”.

2)
Elimínase en el inciso segundo del artículo 2º, la palabra “comunidades”.

3)
Modíficase el artículo 3º en el siguiente sentido:



a)
Intercálase en el inciso 1º, a continuación de la palabra “Agropecuario”,  la expresión  “u otra Institución pública”.


b)
Elimínase el inciso segundo.



c)
Sustitúyase el actual inciso tercero, que pasa a ser inciso segundo, por el siguiente:



“Podrán optar al prefinanciamiento establecido en el inciso primero, los proyectos que consulten la construcción de nuevas obras de riego o de drenaje presentados por pequeños productores agrícolas o por organizaciones de usuarios y comunidades de aguas o de obras de drenaje no organizadas integradas a lo menos en un 70% por pequeños agricultores, a que se refieren las letras a) y b) del inciso segundo del artículo 1, las que podrán acceder a un máximo de 90% de bonificación y las que estén integradas por un porcentaje menor de los agricultores que el señalado, podrán acceder hasta un máximo de 75%.”.



d)
Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y, así sucesivamente:



“La Comisión podrá definir programas especiales para bonificar los proyectos de riego de agricultores considerados en  las letras  a) y b) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, cuyo costo total no sea superior a 400 unidades de fomento. Podrá también, para tales efectos, asignar y transferir a otras instituciones públicas los recursos necesarios que se requieran. La Comisión podrá definir condiciones especiales para la adecuada asignación de estos recursos entre sus potenciales beneficiarios.”.


4)
Modificase el artículo 4º, en el siguiente sentido:


a)
Elimínase en el inciso primero la expresión “a lo menos trimestralmente” y, agrégase a continuación de la expresión “Registro de Consultores de la Dirección General de Obras Públicas” la expresión “o de la Comisión Nacional de Riego.”.



b)
Intercálase en el inciso segundo a continuación de la expresión “proyecto de riego” la frase   “o de drenaje”.


c)
Sustitúyase el inciso tercero por el siguiente:



“La Comisión llamará a concursos en conjunto o separadamente para bonificar proyectos de riego o de drenaje de los  productores agrícolas, definidos en las letras a) y b) del inciso segundo del artículo 1º, organizaciones y comunidades señaladas en el artículo 3°. Además, podrá llamar separadamente a concursos destinados a beneficiar proyectos de regiones o zonas determinadas, proyectos de captación de aguas subterráneas y otros que la Comisión determine, en atención a circunstancias calificadas. La Comisión llamará anualmente a un número similar de concursos para pequeños productores agrícolas y para productores agrícolas empresarios.”


d)
Elimínase en la letra d) del inciso final, la expresión “por hectárea beneficiada.”.


4)
Modifícase el artículo 5º, en el siguiente sentido:


a)
Elimínase en el número 3) del inciso primero, “por hectárea beneficiada.”.



b)
Sustitúyase en el inciso tercero la palabra  “trescientos” por “cuatrocientos”.


c)
Reemplázase en el inciso quinto la palabra “cuatrocientos” por trescientos”.


d)
Elimínase el inciso 7º.

5)
Modificase el artículo 12º, en el siguiente sentido:


a)
Elimínase en el inciso segundo las palabras “agrícolas y forestales”.


b)
Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Igual situación se aplicará a los agricultores que cambien de cultivo y que expresamente lo soliciten a la Comisión.”.


6)
Intercálase en el inciso cuarto, del artículo 13º, entre las palabras  “antecedentes” y “técnicos” la palabra “legales”.


7)
Agrégase en el inciso primero, del artículo 14º, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “En el caso de equipos móviles, podrá autorizar su uso en predios distintos del predio original del proyecto, siempre y cuando éste pertenezca o sea arrendado por el titular del proyecto o por sus sucesores legales, en las condiciones que establezca el Reglamento.”.


8)
Agrégase el siguiente artículo 14 bis, nuevo:


“Artículo 14 Bis.- Los beneficiarios que durante la vigencia de la ley hayan bonificado proyectos intraprediales en predios de su propiedad o de sociedades relacionadas, que en conjunto sumen una superficie total tecnificada o drenada que exceda 150 hectáreas ponderadas, no podrán postular nuevos proyectos de riego o de drenaje a los concursos de esta ley de fomento.”.


9)
Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Prorrógase la vigencia de la ley Nº 18.450 de fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje por el plazo de 12 años a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

10)
Sustitúyase, en el artículo 17º, la frase “con la firma, además de los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda, de Obras Públicas, y de Planificación y de Cooperación,” por la expresión siguiente: “previa aprobación del Consejo de Ministros de la Comisión Nacional de Riego.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República.- MARIGEN HORNKOHL VENEGAS, Ministra de Agricultura.- ANDRÉS VELASCO BRAÑES, Ministro de Hacienda
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR A LOS SEÑORES ROBERTO PLISCOFF VÁSQUEZ Y GENARO ARRIAGADA HERRERA COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN

(S 1147-05)

DE
:
MICHELLE BACHELET JERIA



PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A
:
ADOLFO ZALDÍVAR LARRAÍN


PRESIDENTE DEL H. SENADO
1.
De acuerdo a la ley Nº 18.838, el Consejo Nacional de Televisión está integrado por once miembros, 10 de los cuales son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Duran ocho años en sus cargos, pueden ser designados por nuevos períodos y se renuevan por mitades cada cuatro años.

2.
Por D.S. Nº 48 de 2004, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó en dicho Consejo a don Mario Papi Beyer por ocho años, a contar del 10 de julio de 2004. Este renunció al cargo y su renuncia fue aceptada por D.S. N° 43 de 28 de enero de 2008, fecha desde la cual el cargo, se encuentra vacante.
3.
Asimismo, mediante el citado decreto, también se nombró como Consejero a don Juan Hamilton Depassier a contar de 17 de octubre de 2004 y por el período de ocho años. Sin embargo, con fecha 6 de septiembre de 2008, se produjo su sensible fallecimiento, por lo cual, a través de D.S.N° 158, del 15 de septiembre de 2008, se declaró vacante el cargo, a contar del 6 de septiembre de 2008. 
4.
Debido a lo anterior, corresponde designar a los reemplazantes de los consejeros antes individualizados.

5.
En tal sentido, el inciso final del artículo 2º de la ley Nº 18.838, dispone que, las vacantes que se produzcan serán llenadas de acuerdo al procedimiento  de designación de los consejeros, y que los reemplazantes, durarán en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del Consejero reemplazado.
6.
En mérito de lo anterior vengo en proponer a las siguientes personas para ocupar las vacantes señaladas:

a.
ROBERTO PLISCOFF VASQUEZ, RUT 4.299.869-9, para ocupar la vacante generada por la renuncia de don Mario Papi Beyer, por el tiempo que a éste le restaba para completar el período 8 años, que vence el 10 de julio de 2012.
b.
GENARO ARRIAGADA HERRERA, RUT: 3.809.964-7, para ocupar la vacante generada por el sensible fallecimiento de don Juan Hamilton Depassier, por el tiempo que a éste le restaba para completar el período 8 años, que vence 17 de octubre de 2012.
7.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder a los nombramientos antes referidos, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
8.
Por último, se hace presente que los consejeros que continúan en sus cargos, son los siguientes:

a.
Los señores Herman Chadwick Piñera, Jorge Donoso Pacheco, Jorge Carey Tagle y las señoras Consuelo Valdés Chadwick y María Elena Hermosilla, hasta completar su período de nombramiento el 17 de octubre de 2009.

b.
El señor Gonzalo Cordero Mendoza, hasta el 9 de julio de 2012;
c.
La señora María Luisa Brahm Barril, hasta el 10 de julio de 2012;
d.
La señora Sofía Salamovich Masot, hasta el 17 de octubre de 2012, y
e.
Jorge Navarrete Martínez, que es el Presidente del Consejo y, que de acuerdo a la ley, es el consejero de libre designación del Presidente de la República, que permanece en su cargo hasta treinta días después del cese de funciones del Presidente que lo designó.
Saluda a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 150 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO, RELATIVO A DESCANSO SEMANAL DE TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR

(5310-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de las Honorables Diputadas señoras Carolina Goic Boroevic, Clemira Pacheco Rivas, Denise Pascal Allende, Alejandra Sepúlveda Orbenes y Ximena Vidal Lázaro, y de los Honorables Diputados señores Sergio Aguiló Melo, Tucapel Jimenez Fuentes, Fernando Meza Moncada y Alejandro Sule Fernández, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe hacer presente que este proyecto de ley fue discutido en general y en particular por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con motivo de su primer informe. Sin embargo, la Sala del Senado aprobó sólo en general la iniciativa y dispuso la apertura de un plazo para presentar indicaciones.

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Laura Albornoz, acompañada por el Jefe del Departamento de Reformas Legales de dicha entidad, señor Marcos Rendón. Asimismo, concurrieron, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor legislativo, señor Francisco Del Río y el asesor jurídico, señor Cristián Pumarino.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.
2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: no hay.

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: ninguna.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 2, 3 y 4.

5.-
Indicaciones retiradas: no hay.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: número 1.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se transcribe-, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social.
Artículo único

Sustituye el inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo, por otro del siguiente tenor:


“Tratándose de trabajadores que vivan en la casa del empleador se aplicarán las siguientes normas:


a) Tendrán derecho a un día completo de descanso a la semana, el cual podrá ser fraccionado en dos medios, a petición del trabajador.


b) Tendrán derecho a descanso todos los días que la ley declare festivos. No obstante, las partes, con anterioridad a ellos, podrán pactar por escrito que el descanso se efectúe en un día distinto que no podrá fijarse más allá de los noventa días siguientes al respectivo festivo. Este derecho caducará si no se ejerce dentro de dicho plazo y no podrá compensarse en dinero, salvo que el contrato de trabajo termine antes de haberse ejercido el descanso.”.

Es dable señalar que el artículo 150 del Código del Trabajo -sobre el cual incide el proyecto de ley en informe-, regula el descanso semanal de los trabajadores de casa particular. Para una más adecuada comprensión de la modificación que propone la iniciativa en estudio, se transcribe a continuación la norma en referencia:


“Artículo 150.- El descanso semanal de los trabajadores de casa particular que no vivan en la casa del empleador, se regirá por las normas generales del párrafo 4, Capítulo IV, Título I, de este Libro.


Los trabajadores que vivan en la casa del empleador tendrán derecho a un día completo de descanso a la semana, el cual podrá ser fraccionado en dos medios, a petición del trabajador.


Los días de descanso facultan a los trabajadores a no reiniciar sus labores hasta el comienzo de la jornada diaria siguiente.”.


De igual modo, cabe hacer presente que el Párrafo 4º, del Capítulo IV, del Título I, del LIBRO I del Código del Trabajo, al cual hace referencia la norma transcrita, contempla el régimen general de descanso semanal de los trabajadores, comprendiendo los artículos 35 a 40.
Letra b)


Fueron presentadas cuatro indicaciones respecto del literal b) contemplado en el nuevo inciso segundo que se analiza.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Vásquez, propone sustituir el texto que sigue a la frase “en un día distinto que no podrá fijarse” por el siguiente: “dentro de los noventa días anteriores o posteriores del respectivo feriado o, en su caso, adicionar el o los días que se reemplacen al período de feriado anual. Sin embargo, cuando el domicilio original del trabajador de casa particular se encontrare a más de 400 kilómetros del lugar donde desempeña sus funciones, podrá optar por hacer uso del feriado en cualquiera de los términos anteriores, sumar hasta tres días a cualquiera de sus descansos semanales o compensar en dinero el monto equivalente hasta seis días festivos al año y, en este último evento, el trabajador tendrá derecho a un séptimo día de descanso o pago. El derecho contemplado en la presente letra no caducará ni prescribirá sino hasta después de seis meses de terminado el contrato de trabajo y, ocurrido este último evento, deberá compensarse en dinero adicionándolo al pago del feriado anual.”. 


La Comisión estimó que la norma propuesta por la indicación en análisis establece un beneficio de carácter económico en favor de los trabajadores de casa particular, al contemplar la posibilidad de compensar en dinero los días festivos no destinados finalmente al descanso. Por consiguiente, la norma en comento abordaría una materia cuya iniciativa legal exclusiva corresponde al Ejecutivo.


Conforme a lo anterior, el Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, Honorable Senador señor Allamand, declaró inadmisible la indicación número 1, por recaer en una materia reservada a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 4°, de la Constitución Política de la República.

Los restantes miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear y Honorables Senadores señores Letelier, Naranjo y Pérez Varela, coincidieron, en forma unánime, con dicha declaración de inadmisibilidad. 

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazar la palabra “noventa” por “treinta”.


El Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que la modificación propuesta por la indicación en estudio, más bien restringe el ejercicio del derecho, toda vez que acota a un plazo menor el período de tiempo dentro del cual el trabajador podrá trasladar el respectivo feriado a un día distinto a aquel de su acaecimiento.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social recordó que, durante el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, se consignaron 90 días de plazo para tales efectos, en atención a que, en muchos casos, los trabajadores de casa particular que viven en la casa de su empleador, tienen sus propias familias en ciudades que están muy lejanas del lugar donde prestan sus servicios, razón por la cual la lógica que inspiró el establecimiento de un plazo prolongado, era dar una posibilidad real para que el trabajador pudiera acumular festivos -ya sea a otros feriados o a un fin de semana-, de modo que ello le permitiera disponer del tiempo suficiente para trasladarse hasta su propio hogar, compartir con su familia y luego regresar a su lugar de trabajo.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes en que reducir el referido plazo a un término de 30 días, restringe las posibilidades de hacer uso del derecho que se consagra, toda vez que obligaría a ejercerlo dentro del mismo mes en que acontece el feriado, con lo cual resulta casi ilusoria la alternativa de trasladar el festivo a un día distinto para destinarlo al descanso efectivo.


- Por consiguiente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senadora señora Alvear y Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Naranjo y Pérez Varela, rechazó la indicación número 2.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y la indicación número 4, del Honorable Senador señor Navarro, proponen suprimir la frase “caducará si no se ejerce dentro de dicho plazo y”.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que la eliminación de la caducidad del derecho propuesta por la indicación, apunta en sentido contrario al espíritu del proyecto y que podría generar un estado de incertidumbre al interior de la relación laboral. En efecto, explicó, de acuerdo al proyecto en estudio, los trabajadores de casa particular tendrán derecho al descanso durante los días que la ley declare festivos. Asimismo, la iniciativa ofrece la posibilidad de trasladar el feriado a un día distinto al de su acaecimiento, dentro de un determinado plazo. Para que ello opere, es necesario que ambas partes concurran con su voluntad y alcancen un acuerdo al respecto. Sin embargo, si esa facultad no tiene un límite tras el cual el derecho caduque, será muy difícil que las partes logren efectivamente un acuerdo sobre la materia, porque en definitiva nunca estará claramente definido en qué oportunidad el trabajador hará uso del descanso, con lo cual nuevamente el ejercicio del derecho se vuelve ilusorio. En consecuencia, advirtió, suprimir la caducidad del derecho podría, finalmente, perjudicar a quienes la norma pretende beneficiar.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que, durante el estudio del proyecto de ley en la Cámara de Diputados, se estableció la caducidad del derecho que no era ejercido dentro del plazo destinado al efecto, a fin de otorgar cierto grado de certeza en torno al momento en que el derecho será ejercido. Agregó que dicho sistema, por lo demás, es concordante con el régimen general que contempla el Código del Trabajo en materia de feriado anual, toda vez que conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del Código laboral, dicho feriado puede acumularse por acuerdo de las partes, pero sólo hasta por dos años consecutivos, período tras el cual el derecho caduca si no se ejerce.


El Honorable Senador señor Naranjo, para graficar lo señalado, ejemplificó con el caso de un empleador con el cual sea difícil convenir en estos asuntos y que, por tanto, no se logre un acuerdo con el trabajador dentro de los 90 días en que éste podía hacer uso del derecho. Consultó, entonces, qué pasará en ese evento respecto de este descanso y si procederá computar algún plazo de prescripción que extinga finalmente el derecho.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que, sin perjuicio de lo señalado con anterioridad, hay que considerar que si se elimina la frase referida a la caducidad del derecho por no uso del mismo, ello no significa que la facultad quedará suspendida indefinidamente en el tiempo, por cuanto, en tal evento, por aplicación de las normas generales, efectivamente operará el plazo de prescripción que la ley contempla respecto de los derechos derivados de la relación laboral, el cual, de acuerdo al artículo 510 del Código del Trabajo, corresponde a un término de dos años contado desde que tales derechos se hicieron exigibles.


El Honorable Senador señor Allamand subrayó que lo anterior reafirma lo ya expresado, en el sentido de que las partes no alcanzarán acuerdo alguno que signifique, a la postre, dejar pendiente una situación por un lapso tan prolongado, como son los referidos dos años.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que, tal como se ha mencionado con anterioridad durante el debate de este proyecto de ley, en este caso se trata de trabajadores que laboran al interior de la casa de su empleador, es decir, se trata de personas con las cuales existe un alto nivel de confianza, que comparten con su familia y que están a cargo del quehacer que hace funcionar el hogar. Por tanto, subrayó, este tipo de materias son objeto de constantes acuerdos entre las partes, los cuales son indispensables para el normal desarrollo de esta actividad. En este caso, casi como en ningún otro, empleador y trabajador no pueden tener una mala relación entre sí, porque ello es incompatible con el prestación de estos servicios.


Finalmente, los miembros de la Comisión coincidieron en la importancia de establecer en la ley la caducidad del derecho que se consagra tras el cumplimiento de un plazo durante el cual no se ha hecho uso del mismo, toda vez que permite dar un cierto grado de certeza en torno a su real ejercicio. Se trata, pues, de que el trabajador haga uso del derecho que se le reconoce y que, en definitiva, efectivamente descanse cuando, de acuerdo a la ley, ese beneficio le asiste, tal como se contempla para los restantes trabajadores de nuestro país.


- Atendido lo anterior, puestas en votación las indicaciones números 3 y 4, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear y Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Naranjo y Pérez Varela.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados:
PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo por el siguiente:


“Tratándose de trabajadores que vivan en la casa del empleador se aplicarán las siguientes normas:


a) Tendrán derecho a un día completo de descanso a la semana, el cual podrá ser fraccionado en dos medios, a petición del trabajador.


b) Tendrán derecho a descanso todos los días que la ley declare festivos. No obstante, las partes, con anterioridad a ellos, podrán pactar por escrito que el descanso se efectúe en un día distinto que no podrá fijarse más allá de los noventa días siguientes al respectivo festivo. Este derecho caducará si no se ejerce dentro de dicho plazo y no podrá compensarse en dinero, salvo que el contrato de trabajo termine antes de haberse ejercido el descanso.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señor Andrés Allamand Zavala (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Juan Pablo Letelier Morel, Jaime Naranjo Ortiz y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2009.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, CANTERO, ESPINA, GARCÍA Y ROMERO, QUE RECONOCE APORTE DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS A LA CONFORMACIÓN DE LA NACIÓN CHILENA, Y EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE RECONOCE A LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE

(5324-07 y 5522-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informa acerca del proyecto que refunde una moción de de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Andrés Allamand Zavala, Carlos Cantero Ojeda, José García Ruminot y Sergio Romero Pizarro, presentada a tramitación el 6 de septiembre de 2007, con un mensaje de la señora Presidenta de la República, ingresado al Senado el 23 de noviembre del mismo año.


Se hace presente que, de conformidad con lo prescrito por el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, el artículo único del proyecto requiere el voto conforme de dos terceras partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobado, porque modifica preceptos de los Capítulos I y III de la Ley Fundamental. 


Se deja constancia que el Ejecutivo ha declarado la urgencia, calificada de suma, para la discusión y despacho del proyecto, a contar del día 20 de enero de 2009.


Asimismo, se deja testimonio de que la Comisión, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió sólo en general, porque el precepto en cuestión contiene enmiendas a distintos capítulos y materias de la Constitución Política de la República.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot, Juan Pablo Letelier Morel, Ricardo Núñez Muñoz, Mariano Ruiz-Esquide Jara, Hosain Sabag Castillo y Guillermo Vásquez Úbeda.


Concurrieron también, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: El Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo; el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; la abogada del Departamento Jurídico Legislativo, señora Verónica García de Cortázar, y el asesor del Ministro, señor Marco Antonio Opazo. Del Ministerio de Planificación y Cooperación: las Ministras, señora Paula Quintana y Clarisa Hardy; el Subsecretario, señor Eduardo Abedrapo; el Jefe de la División Regional, señor Álvaro Marifil; las Jefas de la División Jurídica, señoras Andrea Soto y Andrea Muñoz; los abogados de la División Jurídica, señora Jessica Fuentes y señor José Muñoz; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Jorge Cano; el asesor de la Ministra, señor Jorge Millaquén; la asesora de la Subsecretaría, señora María Eugenia Mella; los asesores señores Álvaro Durán y Jorge Milaque, y las asesoras comunicacionales señoras Marisel Contreras y Paz Aros. De la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI): los Directores, señores Wilson Reyes y Álvaro Marifil; el Director Regional de Magallanes, señor Nelson Aguilera; los Consejeros señores Adolfo Arrieta, José Ignacio Llancapán, José Santos Millao, Claudio Trabamil, Rafael Tuki y Víctor Cayupi; el secretario, señor José Caniumil; las encargadas de comunicaciones, señoras Miriam Ríos y Minzar Ruiz; el Coordinador de Programas, señor Mario González, y de la Fiscalía, el señor Mario García. Del Ministerio de Justicia, el abogado señor Rodrigo García. De la Dirección Nacional de la Dirección General de Aguas: el Fiscal, señor Fernando Valdés. El Profesor de la Universidad Arturo Prat y ex Secretario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, señor Jorge Tapia; el Investigador Asociado del Centro de Políticas Públicas de la Universidad del Desarrollo, señor Sebastián Donoso; el abogado señor Juan Pablo Schaeffer; los señores Eugenio Alcamán y Claudio Tranamil, del departamento de Asuntos Indígenas del Partido Socialista; la señora María Hueichaqueo y los señores Víctor Hugo Painemán y José Painemilla, del Partido Demócrata Cristiano; los señores Alfredo Chipana y Rodrigo Paillalef, del Partido por la Democracia; los señores Ismael Aillapán, Manuel Hernández, Luis Ojeda Taucaré e Iván Rodríguez, encargados de asuntos indígenas en el Partido Comunista de Chile; el señor Fernando Lira, del Partido Humanista. De la Biblioteca del Congreso Nacional: el asesor señor Rodrigo Bermúdez, y las Analistas señoras Irina Aguayo, Paula Baeza, Francisca Greene, María Pilar Lampert y Alejandra Voigt o Boyt. El señor Marcelo Drago, asesor de la Senadora señora Soledad Alvear; el señor Marcelo Rojas, asesor del Senador señor Juan Pablo Letelier; los señores Sergio Soto y Rodrigo Delaveau, del Instituto Libertad y Desarrollo, y el señor Rodrigo Yáñez, del Instituto Libertad.

Fueron recibidas y escuchadas por la Comisión, en cumplimiento de la obligación de consulta establecida en el Artículo 6 del Convenio N° 169 de la OIT, las siguientes personas, en representación de las asociaciones y entidades que en cada caso se indica: señor Adán Carimán y señor Juan Jara, Presidente y dirigente de la Etnia Mapuche-Moluche, respectivamente; señora María Elena Curihuinca y señores Agustín Paillacán y Osvaldo Tripailaf, miembros del Parlamento Mapuche; señor Amado Painén, Concejal de la comuna Teodoro Schmidt; señora Amelia Mamani, integrante de la Agrupación Quechua Sumaj-Llajta; señor Andrés Millanao, Presidente del Consejo de Pastores de la Araucanía; señor Angelino Huanca, Presidente de la Comisión de la Lengua Aymara; señor Aucán Huilcamán; miembro del Consejo de todas las Tierras; señora Blanca Camufi, docente de la Escuela F-465, de Padre Las Casas; señoras Cecilia Mendoza y Oriana Mora y señor Julio Ramos, de la Comunidad Atacameña Lickanantay; señora María Eugenia Merino y señor Daniel Quilaqueo, de la Universidad Católica de Temuco; señor Dionisio Prado Huaiquil, Presidente de la Unión Comunal de Comunidades Mapuches de Collipulli; señor Domingo Marileo, Unen Lonko de la Asamblea Nacional Mapuche de Izquierda; señores Edmundo Antipan y Domingo Raín Anguita, dirigentes de Identidad Territorial Lafkenche; señor Francisco Vera Millaquén, miembro del Comité Político de Identidad Territorial Lafkenche y señora Myriam Yepi, integrante de dicha agrupación; señor Edie Zegarra y señora Rosa Maita, Consejeros del Consejo Nacional Aymara Mallkus y T"allas de las comunas de Putre y General Lagos, respectivamente; señor Emilio Cayuqueo, Director del Colegio Amul Kewün, de Nueva Imperial; señora Erika Cruz, Asesora Intercultural de la Municipalidad de Padre Las Casas; señor Francisco Rivera, Dirigente de la Comunidad Indígena del Poblado de Codpa, Arica; señor Gustavo Quilaqueo, de la etnia Wallmapuwen; señoras Nelly Hueichán e Isolde Reuque, Coordinadora y dirigente de la Asociación de Mujeres Mapuches Urbanas, respectivamente; señor Jaime Catriel, Concejal de Padre Las Casas; señor José Ignacio Llancapán, miembro del Consejo Indígena Urbano; señor José Lincoñir, Concejal de Freire; señores Juan Carlos y José Tonko, Presidente y miembro de la Comunidad Kawashkar de Puerto Edén, respectivamentge; señor Juan Carlos Guarachi, Presidente de la Corporación Cultural Aymara J’acha Marka Aru; señor Julián Mamani, Presidente de la Unión Comunal de la Comuna de Putre; señores Luis Ojeda y Luis Jiménez, Vicepresidente y miembro de la Asociación Aymara Marka, respectivamente; señora Magdalena Choque, Presidenta de la Comisión Aymara de Medio Ambiente (CADMA) de las provincias de Arica y Parinacota y Encargada de la Oficina de Asuntos Indígenas de la Municipalidad de Putre; señora Marcela Gómez, Presidenta de la Comunidad Indígena de Umirpa, Arica; señora Margarita Cayupil, integrante de la Asociación Indígena Ñizol Mapu; señora María Carolina Arum, Directora de la Asociación Tripay Antü; señor Patricio Chiguay, integrante del pueblo Yagán; señor Rogelio Nahuel, miembro del Equipo de Coordinación Liwen ñi Mapu; señora Rosa Morales, integrante de la Asociación de Mujeres Indígenas Urbanas; señora Rosa Oyarzún, Alcaldesa de Padre Las Casas; señor Sergio Liempi, Director de la Radio Comunitaria Pelom, de Padre Las Casas; señora Verónica Soto, del Movimiento Ecológico Ciclo Árbol Vida; Víctor Toledo Llancaqueo, Académico del Centro de Políticas Públicas y Pueblos Indígenas de la Universidad Arcis, y señor Wilson Galleguillos, Presidente del Consejo de Pueblos Atacameños. 


Se invitó en varias oportunidades a representantes del Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas, quienes excusaron su inasistencia pero enviaron un documento que se agrega a este informe de la misma manera que los demás recibidos durante el estudio de este asunto.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La iniciativa de ley de reforma constitucional que propone la Comisión tiene por objetivos otorgar reconocimiento constitucional a la existencia de pueblos indígenas en Chile, como demostración de respeto e interés de la nación chilena por sus tradiciones y su cultura, manteniendo la unidad de la nación; eliminar como factor de discriminación las consideraciones raciales o étnicas, y encomendar a la ley el desarrollo de lo que concierne a la protección de sus tierras y derechos de agua.


El proyecto está conformado por un artículo permanente, que introduce enmiendas en los artículos 4°, 5°, y 19 Nos 2° y 24° de la Constitución Política de la República.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· De la Constitución Política de la República, los artículos 4° y 5°, del Capítulo I, Bases de la Institucionalidad, y los números 2° y 24° del artículo 19, del Capítulo III, De los Derechos y Deberes Constitucionales.

· Ley N° 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y que crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

· Decreto N° 392, del Ministerio de Planificación y Cooperación, de 1994, Reglamento que regula la Acreditación de Calidad de Indígena, para la constitución de Comunidades Indígenas y para la Protección del Patrimonio Histórico de las Culturas Indígenas.
· Ley N° 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios.

· Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, de 1989, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, promulgado en Chile mediante el decreto N° 236, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2008.
- - - - - - -

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS
La ley indígena


El artículo 1° de la ley N° 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y que crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, expresa que el Estado reconoce que los indígenas de Chile son los descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su existencia y cultura. 

Reconoce como principales etnias indígenas de Chile las siguientes: Mapuche, Aimara, Rapa Nui o Pascuenses, las comunidades Atacameñas, Quechuas, Collas y Diaguita del norte del país, las comunidades Kawashkar o Alacalufe y Yámana o Yagán, de los canales australes. 

El precepto en comento declara que el Estado valora su existencia por ser parte esencial de las raíces de la Nación chilena, así como su integridad y desarrollo, de acuerdo a sus costumbres y valores, y determina que es deber de la sociedad en general y del Estado en particular, a través de sus instituciones, respetar, proteger y promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias y comunidades, adoptando las medidas adecuadas para tales fines y proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equilibrio ecológico y propender a su ampliación.

La moción


El 6 de septiembre de 2007, los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Carlos Cantero Ojeda, Alberto Espina Otero, José García Ruminot y Sergio Romero Pizarro, presentaron una moción con que iniciaron un proyecto de reforma constitucional que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena. Manifiestan los autores que con ello se da una muestra de respeto e interés de la nación chilena por las tradiciones y cultura de los habitantes originarios de Chile y se confirma la proscripción de toda discriminación basada en consideraciones raciales o étnicas.

El texto propuesto se estructura sobre la base de dos artículos, uno que modifica el artículo 4° de la Carta Fundamental y otro que incide en el artículo 19. 

El primer artículo inserta un nuevo inciso en el artículo 4°, que es el que consigna que Chile es una república democrática. La disposición que se agrega declara que la Nación chilena es una e indivisible, reconoce y valora la contribución de los pueblos indígenas originarios, a los que define como grupos culturales anteriores a la organización del Estado y a la conformación del pueblo chileno, y dispone que es deber del Estado respetar la identidad, cultura y tradiciones de sus raíces ancestrales.

El segundo artículo complementa el último párrafo del número 2° del artículo 19, que prescribe que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias, con una oración que determina que, entre otras, no se podrán establecer desigualdades que se funden en el origen étnico o racial de las personas. 
El mensaje


El 23 de noviembre de 2007 la señora Presidenta de la República presentó a tramitación en el Senado un proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional a la existencia de pueblos indígenas en Chile, manteniendo la unidad de la nación, y encomienda a la ley lo que concierne a la protección de sus tierras y derechos de agua.

Esta iniciativa está planteada como un artículo único, que, en dos numerales, enmienda los artículos 3° y 19 número 24° de la Constitución Política de la República.

El artículo 3° declara que el Estado de Chile es unitario y establece algunas bases para la administración del mismo, la regionalización del país y el desarrollo de sus unidades territoriales. El proyecto le agrega dos incisos nuevos, que declaran que la nación chilena es multicultural y que el Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de los pueblos, comunidades y personas indígenas a conservar, desarrollar y fortalecer su identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales.

En el artículo 19, número 24°, sobre garantía del derecho de propiedad, se intercala un nuevo inciso décimo, que estipula que la ley deberá proteger las tierras y derechos de aguas de las personas y comunidades indígenas.

Cabe hacer presente que el texto que propone este mensaje es idéntico al que el Ejecutivo había presentado a la Cámara de Diputados, el 30 de octubre de 2007, retirado en noviembre del mismo año. A este proyecto le correspondió el Boletín N° 5.427-07.

El proyecto de la Cámara de Diputados

El 10 de enero de 2006 los Diputados señora Laura Soto González y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Eduardo Díaz Del Río, Fernando Meza Moncada, Eduardo Saffirio Suárez, Eugenio Tuma Zedan y el ex Diputado señor Alejandro Navarro Brain, presentaron una moción de reforma constitucional que otorga reconocimiento a los pueblos indígenas.

En su formulación original, este proyecto, también de artículo único, modificaba el artículo 1° de la Constitución Política de la República, agregándole dos nuevos incisos. Uno que declara que la Nación chilena es una e indivisible, y otro que prescribía que la ley garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que forman parte de la Nación chilena.


Sin embargo, esta última norma no resultó aprobada en la Cámara de origen, porque no alcanzó el quórum constitucional en la sala. En efecto, concitó 75 preferencias, en circunstancias que se requerían 77 votos afirmativos. De modo que al segundo trámite sólo pasó la frase que declara la Nación chilena como una e indivisible.

Otro proyecto sobre la materia


Finalmente, es del caso mencionar que el 6 de julio de 1999 los diputados y ex Diputados señores Francisco Huenchumilla Jaramillo, Sergio Elgueta Barrientos, René Manuel García García, Eugenio Tuma Zedan, Francisco Javier Hernández Hernández, Sergio Ojeda Uribe, Zarko Luksic Sandoval, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes y Juan Pablo Letelier Morel, presentaron una moción que propone un proyecto de reforma constitucional que reconoce la existencia de los pueblos indígenas y les otorga participación política en un parlamento indígena, en la administración comunal y en los gobiernos regionales, Boletín Nº 2.360-07, la que no tuvo tramitación.
El Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo


Fue promulgado en Chile por decreto N° 236, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2008 y entrará en vigencia el 15 de septiembre de 2009. 

Según consta en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado
, de fecha 9 de enero de 2008, el Convenio tiene dos finalidades principales: por una parte, establece un marco legal de protección en beneficio de los pueblos tribales e indígenas en países independientes y, por otra, fija normas especiales aplicables a las etnias en diversas áreas, tales como, laboral, educacional, salud y de procedimiento judicial, entre otras. En todo caso, tales preceptos no podrán contravenir la legislación nacional ni el régimen de garantías constitucionales.
Las sentencias del Tribunal Constitucional


EL Tribunal Constitucional se ha pronunciado dos veces acerca del Convenio N° 169 de la OIT.


La primera ocasión se dio cuando un grupo de Diputados lo requirieron para que declarara la inconstitucionalidad del Convenio, por diversas razones de fondo y de forma. El Tribunal se pronunció mediante sentencia dictada con fecha 4 de agosto de 2000, en los autos rol 309.


En lo que interesa al proyecto en informe, conviene traer a colación el considerando 44° de ese fallo, que afirma que el Tribunal llega “a la íntima convicción que la expresión “pueblos indígenas” debe ser considerada en el ámbito de dicho tratado, como un conjunto de personas o grupos de personas de un país que poseen en común características culturales propias, que no se encuentran dotadas de potestades publicas y que tienen y tendrán derecho a participar y a ser consultadas, en materias que les conciernan, con estricta sujeción a la Ley Suprema del respectivo Estado de cuya población forman parte. Ellos no constituyen un ente colectivo autónomo entre los individuos y el Estado”.


Esta precisión era necesaria, pues hay preceptos de los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1996, que admiten que todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación, en virtud del cual establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural, fines para cuyo logro pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales
. 


La segunda oportunidad en que el Tribunal Constitucional se pronunció sobre el Convenio N° 169 fue en ejercicio del control de constitucionalidad, una vez concluida la tramitación del proyecto de acuerdo respectivo en el Congreso Nacional, causa rol 
N° 1050-08.


Allí, además de declarar constitucionales las normas controladas, dejó sentada la doctrina de que la regla sobre consultas a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, envuelve una modificación al artículo 22 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. En efecto, afirma el Tribunal, la participación facultativa bajo la forma de consultas que la citada norma legal consagra como una atribución de las comisiones legislativas, ha pasado a ser obligatoria, si bien no vinculante, porque esto último implicaría transferencia de una potestad pública no jurisdiccional. 

La sentencia del Tribunal Constitucional da cuenta de la existencia de una nueva norma, que ha pasado a formar parte de las que regulan la tramitación interna de la ley en ambas Cámaras legislativas.

ANTECEDENTES DOCUMENTALES REUNIDOS


La Biblioteca del Congreso Nacional preparó, a solicitud de la Comisión, informes sobre las siguientes materias:

1. Concepto y Alcances de los Derechos de los Pueblos Indígenas en el Ordenamiento Jurídico Chileno, a la luz del Convenio N° 169 de la OIT.

2. Derechos colectivos y canales de representación indígena en el Convenio N° 169 de la OIT y en el ordenamiento jurídico nacional.

3. Legislación comparada de Argentina, Brasil, Chile, Colombia y México, relativa a las siguientes materias: reconocimiento, identidad, lenguas, costumbres, tradiciones e instituciones, derechos a la tierra y las aguas, participación en las decisiones que los afectan y recursos para la protección de los derechos de los pueblos indígenas.

4. Recopilación sobre legislación y política indígena en Canadá y Finlandia.

5. Población Indígena en la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) 2006.


El Ministerio Secretaría General de la Presidencia proporcionó dos documentos:

1. “Modelos de Reconocimiento Constitucional de los Pueblos Indígenas en el Derecho Comparado”, de los consultores señores Gonzalo Aguilar y Sandra Lafosse, investigación patrocinada por ese Ministerio y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo o(PNUD), y 

2. “El Reconocimiento de los Pueblos Indígenas”, del autor señor Domingo Sánchez.


El Ministerio de Planificación Nacional elaboró un documento titulado “Reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas en el derecho comparado”, que aporta datos de Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Ecuador, Estados Unidos de América, Guatemala, México, Nicaragua, Noruega, Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela.


El Director Nacional de CONADI, también a petición de la Comisión, emitió un informe sobre el contenido y alcance del vocablo “pueblo”, en relación con la reforma constitucional en estudio.


A través de la Oficina de Informaciones del Senado se obtuvo los antecedentes que obran en poder de la Subsecretaría de Planificación, sobre caracterización socioeconómica de la población mapuche.


La Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, acogiendo una solicitud de la Comisión en tal sentido, emitió un informe en derecho relativo a si las normas de la ley N° 19.253 modificaron el régimen legal de aguas establecido por el Código del ramo y las disposiciones pertinentes del Código Civil, entre otras materias, en lo tocante a la calidad de bien nacional de uso público de las aguas y a su forma de utilización por los particulares. Además, proporcionó una Minuta acerca del sentido y alcance de la protección de las tierras y aguas de personas y comunidades indígenas incluida en la reforma constitucional en estudio.


Se incorporan como anexos de este informe, en ejemplar único, todos los documentos anteriores, así como la transcripción de las intervenciones de las personas que concurrieron a la Comisión y los documentos con apreciaciones sobre los proyectos en informe que otras hicieron llegar, copia de los cuales quedan a disposición en la Secretaría de la Comisión, hasta el término de la tramitación del proyecto.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y APROBACIÓN


Como elemento previo a la discusión sobre el fondo del proyecto, el Honorable Senador señor Espina protestó por lo que calificó como una práctica legislativa inadecuada, que se hace progresivamente más iterativa. En efecto, dijo Su Señoría, es frecuente que, como en este caso, ante una iniciativa parlamentaria el Ejecutivo reaccione presentando en la otra Cámara un mensaje de contenido similar, o sobre la misma materia, en lugar de plantear sus propuestas como indicaciones a la moción preexistente, la que se este modo resulta neutralizada.


La Ministra de MIDEPLAN, señora Clarisa Hardy, explicó que la intención del Gobierno al presentar su proyecto no ha sido otra que cumplir el compromiso contraído por la Presidenta de la República a raíz de la consulta indígena que se hizo en 2006, y no debe ser interpretada como una respuesta o reacción a los proyectos de iniciativa parlamentaria. 


El debate en la Comisión discurrió principalmente en torno a los siguientes temas: 

1. Definición de la Nación chilena como una, indivisible y multicultural.

2. Reconocimiento de la existencia de los pueblos indígenas que habitan el territorio de Chile.

3. Reconocimiento de los derechos a la conservación, fortalecimiento, desarrollo, protección y promoción de su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones.

4. Reconocimiento del derecho a participar en la vida económica, social, política y cultural, en las formas establecidas en el orden jurídico chileno.

5. Deber del Estado de otorgar protección a las tierras y aguas de propiedad indígena.

6. Explicitación de que Chile es una república democrática.

7. Especificación de que la garantía de igualdad ante la ley excluye cualquier distinción basada en el origen étnico o racial de las personas.


Los aspectos que presentaron mayor dificultad en la construcción del acuerdo fueron el contenido de la expresión “pueblos indígenas”, las modalidades del ejercicio de los derechos y el alcance de la protección de las tierras y las aguas. Ello fue motivo para que quienes concurrieron al acuerdo aprobatorio del proyecto manifestaran algunas reservas, que materializarán por la vía de las indicaciones, en el trámite reglamentario de segundo informe.

Los pueblos indígenas


La Ministra señora Hardy anotó que entre el texto del mensaje y el de la moción existe un par de diferencias sustantivas. La primera, es que esta última contiene una definición de pueblos indígenas, basada en la identidad cultural, que no es la de la ley N° 19.253, ni la del Convenio N° 169 de la OIT, ni la que acuñó el Tribunal Constitucional en sus fallos. La segunda, es que la moción reconoce y valora la contribución de los pueblos originarios a la organización del Estado y a la conformación del pueblo chileno, en tanto que el mensaje reconoce derechos, lo que supone la correspondiente obligación del Estado para que se hagan efectivos, y eleva a rango constitucional algunas definiciones contenidas en la Ley Indígena. Sin embargo, considerando que entre las dos iniciativas existen puntos de contacto, llamó a buscar fórmulas para aproximarlas y hacerlas confluir en un texto común.


El Honorable Senador señor Espina argumentó que la moción de la que es coautor no está imbuida de un ánimo proteccionista, sino que contiene un reconocimiento de derechos. Además, comprende concretamente la posibilidad de recurrir de protección contra toda discriminación basada en el origen étnico o racial de las personas, por arbitraria. Ella persigue hacer un gesto que reconozca la dignidad de los pueblos originarios, mediante disposiciones que aluden a temas que para ellos son relevantes.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que le parece enteramente razonable, conveniente y necesario reconocer a los pueblos indígenas como un elemento constitutivo cultural esencial de nuestro país, así como preservar la autonomía que les garantice la preservación de su identidad. Lo que le parece peligroso, en cambio, es que se pueda dar a la expresión “pueblos indígenas” un significado que erosione el esfuerzo de construir una identidad nacional que abarque a todos sus componentes, con los mismos derechos y las mismas obligaciones. A su juicio, es claro que la condición de pobreza y marginalidad de muchas comunidades indígenas tiene por causa principal la ausencia de políticas agraria y educacional adecuadas. Entiende Su Señoría que el Convenio N° 169 de la OIT establece que el empleo del término “pueblos” no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferírsele en el derecho internacional, pero hay que tener presente que ya se han levantado voces en el sentido opuesto a tan clara afirmación.


El Honorable Senador señor Espina recalcó que la disposición que señala que la Nación chilena es una e indivisible despeja toda duda y suspicacia, en el sentido de que tanto el Convenio 
N° 169 como esta reforma constitucional no dejan margen para intentar dividir al Estado o a la Nación o para crear gobiernos paralelos o alternativos. El tema de la autodeterminación no está envuelto. Añadió que le parece legítimo sostener que los pueblos originarios, como en otros países multiculturales, puedan tener representación parlamentaria propia.


La Ministra señora Hardy hizo presente que la frase que prohíbe establecer diferencias arbitrarias fundadas en el origen étnico o racial de las personas puede tener dos lecturas, y que una de ellas puede permitir invocarla contra iniciativas de discriminación positiva basadas en las condiciones específicas de los pueblos originarios, lo que no resulta justificable ni es lo que el Ejecutivo pretende.


El Ministro señor Viera-Gallo destacó que el concepto de pueblo se ha tomado de la definición de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la ciencia y la Cultura (UNESCO), que entiende por tal una comunidad que comparte un tradición histórica común, una identidad racial o étnica, homogeneidad cultural, unidad lingüística y afinidad religiosa o ideológica, una cierta conexión territorial y una vida en común. 


Al aludir a la diversidad cultural, manifestó el señor Ministro, también se ha partido de la base de la definición incluida en la Declaración sobre Diversidad Cultural de la UNESCO, del año 2001, que por cultura entiende un conjunto de rasgos distintivos espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un grupo social y que abarca, además de las artes y las letras, los modos de vida, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias.

El Honorable Senador señor Gómez manifestó que hay una evidente diferencia entre reconocer la existencia de los pueblos indígenas y reconocer, proteger y promover los derechos de los pueblos indígenas que integran la nación chilena.

A este respecto, el Ministro señor Viera-Gallo aclaró que no sería explicable que el reconocimiento constitucional comprendiera menos que lo que dicen la ley N° 19.253 y el Convenio N° 169 de la OIT. Este último dio un paso más adelante que la Ley Indígena, que se dictó antes de zanjar la polémica suscitada en torno al sentido y alcance de la expresión “pueblos indígenas”, en el sentido de explicitar que tal concepto no confiere a sus integrantes el derecho a la autodeterminación política. Como dicho inconveniente ya fue allanado, cabe cuidar que la elevación a rango constitucional de algunas normas legales guarde la debida correspondencia y armonía con las del Convenio. 


La Ministra de Planificación, señora Paula Quintana, manifestó que Chile es uno de los pocos países que no ha reconocido constitucionalmente a sus pueblos indígenas y, sin embargo, ya aprobó el Convenio N° 169 de la OIT. Coincidió en que el reconocimiento es simbólico, pero subrayó que instalarlo en la Carta Fundamental viene a saldar una deuda de nuestro ordenamiento jurídico con los pueblos originarios y sus culturas, que integran nuestra identidad nacional tanto como cualquier otro de los grupos incorporados a la Nación desde la formación del Estado. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo constar que su experiencia como representante de una región en que habitan numerosos indígenas le lleva a la conclusión de que muchos de ellos no están imbuidos del sentimiento de ser chilenos o argentinos, sino que se consideran originarios, esto es, pobladores y dueños del territorio antes que llegaran los colonizadores. Y no culpan a los españoles del despojo de sus tierras, sino concretamente al Estado de Chile. Esta característica, recalcó, los diferencia de todos los demás grupos y colonias que se han ido incorporando al Estado y a la Nación chilenos a lo largo de nuestra historia. Además, ellos no tiene el concepto de tierra como recurso de producción, sino el de la “pachamama”, en el sentido que dan a este término aymaras y quechuas, o sea, una entidad creadora y protectora, que cobija a los hombres, posibilita la vida y favorece la fecundidad y la fertilidad. En esta concepción, el agua resulta consustancial a la tierra.

Los derechos de los pueblos indígenas


El derecho internacional y el derecho comparado reconocen a los indígenas la facultad de preservar y fortalecer la identidad cultural y tradiciones; las lenguas, la educación intercultural o bilingüe; el derecho a organizarse en comunidad conforme a sus tradiciones, en instituciones con una adecuada autonomía para el cumplimiento de sus fines propios como cuerpos intermedios; a resolver conflictos internos conforme a sus costumbres, sin contravenir, por cierto, la Constitución y las leyes; a participar libremente en los asuntos públicos que les conciernan directamente, lo que implica que deben ser escuchados, y a participar en la vida política, social, económica y cultural. Es deber del Estado velar por el desarrollo de los pueblos indígenas y asegurar la adecuada protección de las tierras y las aguas de propiedad indígena. La mayor parte de estas disposiciones ya están en la Ley Indígena y el proyecto las eleva a rango constitucional.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la dificultad en esta materia está dada porque la definición de quien representa a los pueblos originarios siempre ha sido conflictiva y muchos grupos y entidades se la atribuyen, porque no existe una organización única o central de la que pueda decirse que representa, por ejemplo, al pueblo mapuche. Por lo mismo, estimó preferible aludir a las personas, las comunidades y los pueblos, porque ellos son sujetos que pueden ejercer derechos y están reconocidos como tales en la Ley Indígena.


El Honorable Senador señor Chadwick aclaró que gran parte del texto que se discute es de carácter simbólico, porque ya está cubierto por la Constitución y la legislación. Advirtió sobre la inconveniencia de utilizar la Constitución para dar satisfacción a determinados grupos, por legítimas que sean sus reivindicaciones, porque se termina debilitándola. En esta perspectiva, dijo Su Señoría, aparte de la oración que enuncia las características de la Nación chilena, en rigor todo lo demás es superfluo. Es obvio que todo grupo tiene derecho a organizar la vida en comunidad según sus costumbres, sin contravenir la Constitución y las leyes. El derecho de propiedad está absolutamente garantizado en Chile y jamás alguien ha pensado que la protección está determinada por la raza u origen de las personas.


En lo tocante a reconocer constitucionalmente la posibilidad de que los pueblos indígenas resuelvan sus conflictos internos según su costumbre, el Honorable Senador señor Letelier puntualizó que no se advierte ninguna amenaza a la potestad jurisdiccional del Estado, desde que ello debe hacerse con apego a la Constitución y a la ley. Recalcó que toda comunidad o asociación resuelve permanente conflictos entre sus miembros, de acuerdo con sus estatutos y costumbres, lo que a nadie sorprende. Agregó que reiterar en la Ley Fundamental algunos conceptos se justifica por las finalidades políticas y sociológicas que también inspiran a los proyectos en discusión.


El Ministro señor Viera-Gallo expresó que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas que hace el Convenio N° 169 de la OIT se predica tanto del grupo como de cada persona individualmente considerada que lo conforma. En ningún caso el colectivo puede ser considerado como un sujeto o ente autónomo capaz, entre el individuo y el Estado, al cual se le atribuyan potestades públicas o quede sometido a un ordenamiento jurídico distinto al que rige en el Estado. 

En doctrina los derechos colectivos no pertenecen a una persona física o jurídica determinada, sino a una comunidad con identidad social pero sin personalidad jurídica. Estos derechos se ejercen, tal como reza la última redacción propuesta por el Ejecutivo, a través de las comunidades, de las organizaciones y de los individuos. El proyecto no niega ni rechaza los derechos colectivos, los recoge, aclarando quienes son los titulares que pueden ejercerlos.


Citó el señor Ministro una sentencia de la Corte Suprema
 sobre el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, del número 8° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que declaró que ese derecho constitucionalmente garantizado es, a la vez, un derecho subjetivo público y un derecho colectivo público. Es un derecho subjetivo porque cada una de las personas tiene derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, pero es tan bien un derecho colectivo público …"porque está destinado a proteger y amparar derechos sociales de tipo colectivo cuyo resguardo interesa a la comunidad toda, tanto en el plano local como en el nivel nacional, y ello es así porque se comprometen las bases de la existencia como sociedad y nación, porque al dañarse y limitarse el medio ambiente y los recursos naturales se limitan las posibilidades de vida y desarrollo no solo de las actuales generaciones sino también de las futuras. En este sentido su resguardo interesa a la colectividad por afectar a una pluralidad de sujetos que se encuentran en una misma situación de hecho y cuya lesión, pese a ser portadora de un gran daño social, tal vez no les causa un daño significativo o al menos apreciable a cada uno de sus integrantes en la esfera individual.".


Se dejó constancia de que la frase según la cual el reconocimiento de los derechos que hará la Constitución queda supeditado al orden jurídico nacional comprende también los tratados internacionales suscritos y ratificados por nuestro país y que están, por lo tanto, vigentes en Chile. 

Protección de las tierras y las aguas


En todos los estatutos constitucionales de reconocimiento de pueblos indígenas se hace mención de los elementos tierra, territorios y recursos naturales, especialmente el agua.


El Título II de la Ley Indígena les otorga reconocimiento y protección, disposiciones que el proyecto en informe eleva a rango constitucional.

En Chile las aguas son un bien nacional de uso público cuyo aprovechamiento se entrega en concesión, concesión sobre la cual hay un derecho de propiedad. Los recursos naturales que se encuentran en tierras pertenecientes a las personas y comunidades indígenas son protegidos por el Estado. Lo novedoso es que en la Ley Indígena no sólo los individuos son sujetos de derecho sobre las tierras y las aguas, también lo son las organizaciones y comunidades indígenas.


El artículo 64 de la ley N° 19.253 protege especialmente las aguas de las comunidades aimaras y atacameñas y considera bienes de propiedad y uso de la Comunidad Indígena establecida por esa ley, las aguas que se encuentren en los terrenos de la comunidad, tales como los ríos, canales, acequias y vertientes, sin perjuicio de los derechos que terceros hayan inscrito de conformidad al Código General de Aguas. 

El artículo 3° transitorio de la misma ley ordena a la CONADI y a la Dirección General de Aguas, establecer un convenio para la protección, constitución y restablecimiento de los derechos de aguas de propiedad ancestral de las comunidades aimaras y atacameñas. El referido convenio, que se suscribió en 1997 y opera desde 2001 en las Regiones Iª y II ª, hace obligatorio un informe de CONADI cada vez que se soliciten derechos de agua que puedan afectar los derechos ancestrales de las comunidades indicadas.

El Honorable Senador señor Larraín expresó que no hay duda en cuanto a la existencia de derechos ancestrales a la tierra y así lo confirma toda la vasta legislación indígena que ha existido en el país. Pero cosa distinta es el agua, pues, con la sola excepción de las comunidades del norte, los derechos sobre ellas deben constituirse de acuerdo con las prescripciones del Código de Aguas, sin distinguir según quien los solicita. Elevar al nivel constitucional la protección específica de las aguas de comunidades aimaras y atacameñas de las regiones nortinas, que es una excepción a la regla general contenida en la ley, amerita una detenida segunda reflexión, ya que podría entenderse que en adelante toda comunidad indígena podrá reclamar la misma protección estatal en esta materia. Por eso llamó a construir acuerdos sobre la base de los temas más esenciales y no seguir incorporando variables a un asunto cuya historia ha sido difícil y conflictiva.

El Honorable Senador señor Pizarro expuso que si el convenio a que se ha hecho alusión permite restablecer derechos de aguas ancestrales, ello indica que tales derechos están actualmente en poder de terceros, a quienes habría que expropiárselos. Solicitó mayor precisión sobre el alcance de la medida de restablecimiento.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que el reconocimiento de las aguas ancestrales le parece razonable, porque las tierras sin agua son de escaso o nulo valor. Sin embargo, como los derechos de agua están prácticamente copados y no hay disponibles, cuando el propietario rehúse venderlos se habrá generado un conflicto de proporciones. Propuso acotar las cuestiones involucradas en el reconocimiento constitucional de los pueblos originarios a las más esenciales, dando así satisfacción a la gran mayoría, porque siempre habrá grupos más radicalizados que encontrarán todo insuficiente. Además, señaló, hacer este reconocimiento constitucional suministrará banderas de lucha legítimas a los grupos no radicalizados, a los que están por la vía pacífica.


El Ministro señor Viera-Gallo explicó que si las aguas están disponibles o son de propiedad fiscal, se otorgan los derechos respectivos, con cargo a recursos presupuestarios y conforme a los procedimientos previstos en la legislación común vigente; si no lo son, la política es comprarlos, no expropiarlos. Enfatizó que la intención del Ejecutivo no es innovar en el estatuto jurídico de las aguas en Chile, sino asegurar que el reconocimiento de los derechos de los pueblos e individuos a las aguas, conforme a la normativa actual, no quede excluido de esta consagración constitucional, en razón de la especial importancia que tiene la vinculación de las personas con la tierra y el agua en la cultura de los pueblos originarios.


Explicó que el Ejecutivo plantea fórmulas que le parecen viables, porque no hay que olvidar que en el derecho internacional las cosas han cambiado mucho y muy rápido. La Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, por ejemplo, va mucho más allá que el Convenio N° 169 de la OIT; otro tanto sucede con las propuestas que surgen de los propios indígenas y de la clase política chilena; y el Gobierno debe desempeñarse en todos esos ámbitos. Por ello la proposición que hace es intermedia: ni minimalista ni maximalista. 


Inicialmente el Ejecutivo ubicaba la disposición que garantiza los derechos sobre tierras y aguas en el Capítulo I de la Ley Fundamental, sobre Bases de la Institucionalidad. A la Comisión le pareció más adecuado colocarla en el Capítulo III, sobre los Derechos y Deberes Constitucionales, específicamente dentro del numeral del artículo 19 que garantiza el derecho de propiedad.


En vista de la importancia de este tema, la Comisión decidió estudiarlo detenidamente en una sesión posterior. En esa sesión, el Honorable Senador señor Gómez explicó que para explicar la situación actual de los derechos de agua a la luz de la legislación indígena, se ha extendido una invitación a la Dirección Nacional de la Dirección General de Aguas (DGA), en cuya representación expuso el Fiscal de esa institución.


El Fiscal de la Dirección Nacional de Aguas, señor Fernando Valdés, explicó que la Ley Indígena contiene dos normas relacionadas con el derecho de aguas, una en el artículo 64
 y otra en el inciso segundo del artículo 3º transitorio.


El artículo 64 establece que se deberá proteger, especialmente, las aguas de las comunidades indígenas aymaras y atacameñas, y que por aplicación extensiva, en virtud de lo dispuesto en el artículo 62 del mismo cuerpo legal, esa protección se extiende a las demás comunidades indígenas que habitan las regiones Iª, IIª y XVª. El inciso segundo del artículo 3º transitorio, por su parte, requiere que la CONADI y la Dirección General de Aguas celebren un convenio para la protección, constitución y restablecimiento de los derechos de agua de propiedad ancestral de las comunidades aymaras y atacameñas que señala el artículo 64 de la ley.


En cumplimiento de ese mandato legal se firmó el convenio respectivo, que contempla las tres hipótesis del artículo 3º transitorio: constitución y protección de derechos de agua, por una parte, y por otra el reestablecimiento de los derechos de agua de propiedad ancestral de las comunidades involucradas.


El mandato para la constitución de esos derechos de agua fue interpretado conforme a las reglas generales de la Constitución Política de la República, que entrega a la legislación la regulación de esta materia. Esa legislación es el Código de Aguas, cuerpo normativo que establece que la constitución originaria del derecho de aprovechamiento de aguas se hace a través de un procedimiento administrativo público, que termina con una resolución del Director General de Aguas, que se reduce a escritura pública y se inscribe en un registro especial, aplicándose las normas generales de la posesión inscrita. Esta es la regla general de la constitución de derechos de agua y se entendió que el convenio que señala el artículo 3º transitorio de la ley, en lo relativo a la constitución de derechos de aguas para los indígenas, debía ceñirse al procedimiento común.


Respecto de la protección de derechos de aguas de las comunidades indígenas, se establecieron algunas medidas generales de información en los procesos de constitución originaria y en los de exploración de aguas subterráneas. En estos casos se pone en conocimiento de la CONADI las solicitudes de comunidades indígenas y, con su respuesta o en su rebeldía, se procede según las normas generales.


En relación con la obligación de restablecimiento, la DGA ha entendido que consiste en la recuperación de derechos ancestrales de las comunidades que estén en posesión de otras personas, por medio de compraventas, usando el Fondo de Tierras y Aguas que estableció la Ley Indígena, porque no hay base legal especial que permita establecer un mecanismo de expropiación de derechos de agua para este fin.


En ejecución del convenio, la DGA hizo diversos estudios en el año 1998, para identificar fuentes susceptibles de ser regularizadas por las comunidades indígenas.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia consultó al señor Fiscal de la Dirección Nacional de Aguas qué opinión técnica le merece la incorporación en la Constitución Política de la República de una norma que proteja las aguas de los indígenas.


El señor Fiscal expuso que este es un tema complicado. La primera distinción que cabe hacer es que no es lo mismo hablar de derechos de aguas de personas y comunidades indígenas que de aguas de propiedad indígena, porque el artículo 5º del Código de Aguas establece que las aguas son bienes nacionales de uso público y a los particulares se les otorga solo un derecho de aprovechamiento de ellas. Sin embargo, el tenor literal del artículo 64 de la Ley Indígena señala que “Serán considerados bienes de propiedad y uso de la Comunidad Indígena establecida por esta ley, las aguas que se encuentren en los terrenos de la comunidad, tales como ríos, canales, acequias y vertientes”…, lo cual podría implicar que hay dos tipos de agua en la legislación chilena, a saber, las que tienen carácter de bien nacional de uso público y otras, que podrían ser consideradas como aguas particulares de las comunidades indígenas del norte. Pero interpretando esta norma en consonancia con el artículo 3º transitorio, que prescribe la celebración de un convenio para la protección, constitución y restablecimiento de los derechos de aguas de propiedad ancestral, se concluyó que no hay un derogación tácita del régimen general sino que los derechos ancestrales dan pie a constituir derechos de aprovechamiento de aguas, según el régimen general.


El Honorable Senador señor Larraín anotó que sin lugar a dudas hay derechos ancestrales de las comunidades indígenas sobre la tierra, porque evidentemente hubo ocupación del territorio antes de la llegada de los españoles y durante toda la Colonia, del río Bío-Bío al sur, donde el agua no estaba canalizada ni se establecieron sistemas para su aprovechamiento. Las obras hidráulicas se iniciaron en el valle central en el siglo XIX, por tanto, no es posible afirmar que existen derechos indígenas de aprovechamiento de aguas de carácter ancestral, y establecer en la Constitución Política de la República un derecho indígena de aguas es crear un nuevo estatuto jurídico que entrará en conflicto, inevitablemente, con el actual régimen de derechos de aprovechamiento de aguas que establece el Código del ramo.


El Honorable Senador señor Gómez solicitó que la Dirección General de Aguas emitiera un informe sobre el efecto que tendría la inclusión en la Constitución Política de la República de una norma que proteja la propiedad indígena sobre tierras y aguas.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia indicó que del tenor literal del artículo 64 de la Ley Indígena se puede concluir que existen derechos indígenas especiales sobre las aguas que pasan o están situadas en los territorios de las comunidades indígenas del norte, sin perjuicio de los derechos de aprovechamiento de aguas establecidos según las reglas generales con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº 19.253.


El Honorable Senador señor Larraín puntualizó que el artículo 19, número 24º, inciso final, de la Constitución Política de la República, habla de derechos sobre las aguas y no de propiedad sobre las aguas. El derecho sobre las aguas es, en el fondo, un derecho de aprovechamiento de aguas, porque siempre se ha partido de la base que el agua es un bien nacional de uso público no apropiable, y que el Estado concede derechos limitados para aprovecharla, pero sin desprenderse de su dominio. Establecer propiedad directa sobre el agua es algo que no está en la Constitución y que puede generar insospechadas consecuencias.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expresó que no es la voluntad del Ejecutivo generar un problema constitucional como el señalado por Su Señoría y que la mejor redacción al respecto sería una que asegurara los derechos de aprovechamiento de aguas de las comunidades y personas indígenas.


El Honorable Senador señor Larraín observó que una inserción constitucional como ésa no tiene sentido porque la Constitución actual ya garantiza al titular su derecho de aprovechamiento de aguas constituido según las normas legales, sin distinguir si ese titular es o no indígena.


El señor Ministro General de la Presidencia replicó que más allá de su utilidad práctica, es muy importante que se reconozca a nivel constitucional la protección de los derechos de propiedad de la tierra y de aprovechamiento de las aguas por razones simbólicas.


El señor Fiscal Nacional de Aguas puntualizó que la DGA interpreta que en nuestro ordenamiento jurídico no hay derechos de propiedad sobre las aguas, sean estos de indígenas o de no indígenas, solamente hay derechos de aprovechamiento de aguas. Por su parte, la Ley Indígena habla de “derechos de agua de propiedad ancestral” de las comunidades aymaras y atacameñas, que técnicamente no son derechos de propiedad sobre el agua, pero si tienen efectos en la constitución de derechos de aprovechamiento.


Agregó que el inciso final del número 24º del artículo 19 de la Constitución habla de derechos de aguas “reconocidos o constituidos en conformidad a la ley”, y el Código de Aguas ha establecido dos procedimientos para desarrollar la norma constitucional; por una parte, un procedimiento común administrativo de constitución de derechos de aguas y, por otra, otro excepcional, de carácter administrativo judicial, en virtud del cual se reconoce la existencia de un derecho de aprovechamiento de aguas basado en el uso y posesión de las mismas. Este procedimiento termina por una sentencia judicial, que según el artículo 114, número 7, del Código de Aguas, debe inscribirse en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces. En este procedimiento excepcional se ha hecho valer el uso material ancestral de cauces de agua por las comunidades indígenas y se han reconocido, vía sentencia judicial, derechos formales de aprovechamiento, equivalentes a los derechos de aprovechamiento legalmente constituidos.


Este esquema ha sido de difícil implementación, porque estos derechos ancestrales de aguas son derechos colectivos y el Código de Aguas reconoce sólo derechos individuales, de libre transmisión y transferencia, incluso entre terceros ajenos a la etnia, características jurídicas que no son concebibles en la cultura tradicional de los indígenas. Para sortear este problema se han titularizado los derechos de aprovechamiento de aguas de los indígenas en las comunidades que ellos integran, las que en virtud de la Ley Indígena tienen personalidad jurídica.


Otro problema que se ha debido enfrentar es que se entiende que los derechos ancestrales de agua solamente abarcan a las aguas superficiales y no a las subterráneas, pero se extienden a todos los usos que tradicionalmente han hecho los indígenas del agua, considerando también los usos religiosos, lo que mejora la plausibilidad de la pretensión de las comunidades en los procedimientos intentados para obtener el reconocimiento judicial de derechos de aprovechamiento.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia recordó que el Artículo 15 del Convenio 169 de la OIT, suscrito y ratificado por Chile, prescribe que los pueblos indígenas tienen derecho a participar en las decisiones relativas a los recursos naturales existentes en sus tierras y a participar de los beneficios que reporten tales actividades, obligación que también debe ser considerada en esta discusión.

El acuerdo


Finalmente, concitó el consenso mayoritario de los miembros de la Comisión una proposición de texto que refunde las proposiciones de la moción y el mensaje arriba aludidos, recoge los aportes recibidos durante la discusión en general y, además, incluye la parte del proyecto de la Cámara de Diputados que pasó a segundo trámite constitucional. Hubo manifestación expresa de que este acuerdo es una primera etapa y que la aprobación de la idea de legislar da oportunidad para que los conceptos y sus alcances maduren en la reflexión que los colegisladores pueden hacer en la etapa de discusión en particular.

Artículo 4° de la Constitución Política de la República


Declara que Chile es una república democrática.

El número 1) del artículo único del proyecto que propone la comisión reemplaza este artículo por otro, compuesto de tres incisos. El primer inciso afirma que la Nación chilena es una, indivisible y multicultural.


El segundo inciso reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan el territorio de Chile y el derecho de sus comunidades, organizaciones e integrantes a conservar, fortalecer y desarrollar su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones y a participar en la vida económica, social, política y cultural del país en la forma que establece el orden jurídico nacional.


La frase que alude a las comunidades, organizaciones e integrantes deja en claro que son éstos los sujetos de derechos, pues los pueblos en cuanto tales no detentan tal calidad.

El inciso tercero especifica que los pueblos indígenas podrán organizar su vida de acuerdo a sus costumbres, siempre que ello no contravenga la Constitución y las leyes.
Artículo 5° de la Constitución Política de la República


Su inciso primero establece que la soberanía reside esencialmente en la Nación y que su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que la Constitución establece. Agrega que ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio. 


El número 2) del artículo único del proyecto inserta un nuevo inciso primero, que declara que Chile es una república democrática, que es el contenido actual del artículo 4° de la Carta.

Artículo 19 de la Constitución Política de la República


El número 2° de este artículo consagra la igualdad ante la ley. Especifica la norma que en Chile no hay persona ni grupo privilegiados, no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.

El número 3) del artículo único del proyecto puntualiza que hombres y mujeres son iguales ante la ley, cualquiera sea su origen étnico o racial


El número 24° del artículo 19 de la Carta Fundamental reconoce y garantiza el derecho de propiedad en sus diversas especies, sobre toda clase de bienes corporales e incorporales.


El número 4) del artículo único del proyecto agrega a este numeral un párrafo final, nuevo, según el cual la ley debe proteger la propiedad sobre las tierras de las personas y comunidades indígenas y sus derechos de aprovechamiento de aguas conforme lo establecido en la Constitución y las leyes.
- Puesta en votación esta última propuesta, que refunde ambos proyectos de reforma constitucional, resultó aprobada por 4 votos contra 1. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez. Lo hizo en contra el Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro.

La mayoría basó su apoyo a la idea de legislar en el hecho de que el texto sobre el cual se ha alcanzado acuerdo es un buen punto de partida para el debate que debe hacer el Senado. En el trámite reglamentario de la discusión en particular se podrá avanzar, precisar y enmendar lo que resulte de las indicaciones que se acojan.

El Honorable Senador señor Muñoz fundamentó su voto manifestando no estar en condiciones de respaldar este proyecto. Informó que el Vicepresidente de Asuntos Indígenas del Partido Socialista le ha manifestado que es fundamental que se reconozca como sujeto de derecho a los pueblos indígenas, porque es lo que exige su cultura ancestral. Anunció que promoverá la discusión en su Comité, a fin de fijar una posición definitiva sobre el particular.
- Además de plantear al Senado la aprobación de la idea de legislar, la Comisión propone por unanimidad la fusión de los proyectos de reforma constitucional Boletines Nºs 5.324-07 y 5522-07.

- - - - - - - -

Archivo


De aprobarse la idea de legislar, se sugiere recabar el acuerdo de la Cámara de Diputados para archivar el proyecto Boletín N° 4.069-07, puesto que las únicas disposiciones del mismo que alcanzaron aprobación en la Cámara de origen han quedado incluidas en el texto despachado por la Comisión.

· - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la Constitución Política de la República:

1) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4°.- La Nación chilena es una, indivisible y multicultural.


El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de sus comunidades, organizaciones e integrantes a conservar, fortalecer y desarrollar su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones y a participar en la vida económica, social, política y cultural del país en la forma que establece el orden jurídico nacional.


Los pueblos indígenas podrán organizar su vida de acuerdo a sus costumbres, siempre que ello no contravenga la Constitución y las leyes.”.

2) Intercálase en el artículo 5º el siguiente inciso primero, nuevo:


“Artículo 5°.- Chile es una república democrática.”.
3) Intercálase, en el párrafo primero del número 2° del artículo 19, entre las palabras “mujeres” y “son”, la siguiente frase, entre comas: “cualquiera sea su origen étnico o racial”.


4) Agrégase al número 24° del artículo 19 el siguiente párrafo final, nuevo:


“La ley protege la propiedad sobre las tierras de las personas y comunidades indígenas y sus derechos de aprovechamiento de aguas conforme lo establecido en la Constitución y las leyes.”.”.
- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 17 de octubre y 7 de noviembre de 2007, 22 de enero, 5, 12 y 17 de marzo, 7 de abril, 16 de junio, 6 y 20 de agosto, 12 de noviembre, 3 y 9 de diciembre, todas de 2008, y 7 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente) (Guillermo Vásquez Úbeda), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto, Mariano Ruiz-Esquide Jara) y señores Alberto Espina Otero (Carlos Kuschel Silva), Andrés Chadwick Piñera (Hernán Larraín Fernández, Jovino Novoa Vásquez) y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 23 de enero de 2009. 

(Fdo.): Fernado Soffia Contreras, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA LOS SERVICIOS SANITARIOS RURALES

(6252-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República. 

- - - - - -


Dejamos constancia que este proyecto de ley se discutió sólo en general, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto del Reglamento del Senado.

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


El artículo tercero transitorio de este proyecto de ley, es norma de ley orgánica constitucional de acuerdo con el artículo 118 de la Constitución Política, porque incide en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en cuanto a la organización y atribuciones de los municipios.

Además, las normas de los artículos 76 y décimo cuarto transitorio, son orgánicas constitucionales, por cuanto se crea un Consejo Consultivo al cual el Ministerio debe oír para ciertas materias, según lo establecido en la Ley Nº 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado.
ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA PORQUE INCIDEN EN MATERIA PRESUPUESTARIA Y FINANCIERA



Hacemos presente que deberán ser conocidos por la Comisión de Hacienda, aquellos artículos que digan relación con materias de su competencia, de acuerdo con el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - -


A una de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistió, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, el Honorable Senador señor Hosain Sabag Castillo.


A la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto de ley asistieron el Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar; el Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia; la Subsecretaria (S) de Obras Públicas, señora Sonia Tschorne; el Director Nacional de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Juan Antonio Arrese; el Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Reinaldo Fuentealba; el Asesor del Ministro, señor Domingo Sánchez; la Asesora de la Subsecretaría de Obras Públicas, señora Paola Navarro; el Asesor del Subsecretario de Obras Públicas, señor Enrique Canales; el Jefe de la División Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Raúl Arrieta.


Además, fueron especialmente invitadas, las siguientes entidades: 

- Federación Nacional de Agua Potable Rural, concurrieron, su Presidente, señor Oscar Beltrán; su Vicepresidente, señor Javier Becerra; su Secretario, señor Miguel Pizarro; su Tesorero, señor Manuel Mundaca; su Director, señor José Rivera; su Directora, señora Juana Beltrán; su Directora, señora Gloria Alvarado; su Directora, señora María Angélica González y su Asesor Jurídico, señor Héctor Cifuentes.


- Asociación Gremial de Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural V Región, su Presidente, señor José Orellana y su Tesorero, señor Francisco Lillo.


- Comité Quilapilum Región Metropolitana, su Presidenta, señora Ana Luisa Morgado.


- Comité Batuco Santa Laura de la Región Metropolitana, su Presidente, señor Héctor Lazcano.


Quedó de enviar por escrito su opinión la Federación Provincial de Comités de Agua Potable Rural de Chiloé, su Presidenta, señora Marta Contreras y su Secretario, señor Juan Aedo.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Establecer el estatuto jurídico de los servicios sanitarios rurales, identificando los siguientes objetivos en relación al diseño de la institucionalidad futura:


a) fortalecer la capacidad de gestión de las organizaciones comunitarias preservando su carácter participativo;


b) incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema APR, que pasará a ser el sistema de Servicios Sanitarios Rurales;


c) incorporar el saneamiento rural;


d) definir con claridad los diversos roles del Estado, y


e) considerar un período de transición que permita la gradual adaptación de las organizaciones comunitarias y los órganos de la administración, a las nuevas condiciones.
FUNDAMENTOS DE ESTA INICIATIVA LEGAL


Con la finalidad de establecer el estatuto jurídico de los servicios sanitarios rurales, se dispone un conjunto de materias que conforman el marco jurídico e institucional de carácter público, que permita regular desde la organización y funcionamiento de las entidades a cargo de los sistemas, las condiciones de prestación y mantención del servicio, y los mecanismos de asesoría y fiscalización sanitaria.

El proyecto de ley dispone para la construcción de esta institucionalidad, una transición gradual que permita a las actuales organizaciones transitar a su institucionalidad definitiva conforme a sus capacidades y potencialidades de su realidad actual e incentiva su fortalecimiento. Ello mediante una gradualidad en las exigencias, derechos y  procesos operativos como la definición del régimen tarifario.

Para cumplir con las funciones y atribuciones que de dicho objeto se derivan, el Ministerio de Obras Públicas las abordará a través de su actual unidad de Servicios de Agua Potable Rural, que pasará a constituirse en la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales que se crea, y de la Superintendencia de Servicios Sanitarios en lo que corresponda. Estas entidades deberán reforzar su dotación de personal y bienes que le permitan ejecutar las tareas que le encomiende la ley.

A esos efectos se estima que el total de gasto del nuevo régimen dispuesto, en su primer año de operación, no superaría un monto aproximado de $2.600.000 miles, para ambas entidades.

Se estima que parte de dicho gasto, y de aquellos necesarios para su operación y cumplimiento de sus fines podrá financiarse mediante los recursos contemplados en el Programa 12, Capítulo 02 de la Partida 12, y en el Programa 01 Capítulo 07 de la Partida 12 de la Ley de Presupuestos.

No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar dicho presupuesto, en la parte del gasto que no pudiera financiarse con dichos recursos.
I. ANTECEDENTES JURÍDICOS.

La iniciativa de ley en estudio se relaciona con las siguientes normas legales:


1.- Ley Nº 19.418, que establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias.


2.- Decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1989, Ley General de Servicios Sanitarios.

3.- Código de Procedimiento Civil, artículo 445.


4.- Código Civil, artículo 2472. 


5.- Ley Nº 18.778,  que establece subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas.


6.- Ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

7.- Ley Nº 18.902, Crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


8.- Decreto con fuerza de ley Nº 5, de 2004. Fija texto refundido, concordado y sistematizado de la ley general de cooperativas


9.- Decreto con fuerza de ley Nº 143, de 1991. Fija planta y requisitos generales y específicos de ingreso y promoción del personal de la Dirección Nacional de Riego del Ministerio de Obras Públicas.


10.- Ley Nº 19.549, que modifica el régimen jurídico aplicable al sector de los servicios  sanitarios, artículo 2º transitorio.


11.- Ley Nº 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica, artículo quincuagésimo noveno.
II. ANTECEDENTES DE HECHO.


El Mensaje que dio origen a este proyecto de ley señala que hacia 1964 se implementó la primera etapa del Programa de Agua Potable Rural, con créditos del Banco Interamericano del Desarrollo (BID). En esa fecha, solo un 6% de los habitantes de las localidades rurales de Chile contaban con cobertura de agua potable; hoy, ese porcentaje excede al 98%, de tal forma que los casi 1.500 Comités y Cooperativas de APR -con unos 300 mil arranques- abastecen a prácticamente un millón y medio de habitantes de zonas rurales concentradas.


Este desarrollo ha sido el fruto de una eficaz coordinación entre la acción de las organizaciones sociales y la del Estado. En este esfuerzo el Estado ha invertido más de US $ 400 millones, de los cuales US $ 305 millones (74%), corresponden a inversiones materializadas por el Ministerio de Obras Públicas (MOP) entre los años 1994 a 2005; primero, por medio de la Dirección de Planeamiento y, luego, a partir del año 2001, a través del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas.


Dicho programa se ha llevado adelante sobre la base de la voluntad política del Gobierno y de los parlamentarios de los distritos rurales, pues no existe ninguna Institución del Estado con competencia exclusiva en materia de Servicios Sanitarios en el sector rural, situación que, entre otras, aborda este proyecto.


Consciente de esta situación, a los pocos meses de iniciado el gobierno de la Presidenta Bachelet, el MOP estableció una mesa técnica y una agenda de trabajo con la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), con el objetivo, precisamente, de generar una institucionalidad para el sector.


En el marco de ese proceso, en el mes de noviembre del año 2006, se organizó un seminario, en conjunto entre el MOP y la Comisión de Obras Públicas del Senado, con el apoyo técnico del BID, que permitió evidenciar los elevados niveles de consenso entre las organizaciones de APR, los legisladores y el Gobierno respecto de la importancia del sector y sus desafíos futuros.


El texto del presente proyecto de ley se basa en los resultados de más de un año de trabajo de la mesa constituida entre la FENAPRU y el MOP, con la colaboración del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía y la Superintendencia de Servicios Sanitarios, reflejándose además en él, los aportes de otros órganos de la administración pública que desarrollan programas en el sector, entre los que desatacan MINVU, MINSAL, MIDEPLAN, CONAMA y SUBDERE.

El desarrollo heterogéneo del sector APR


El éxito y maduración del APR plantea nuevos desafíos a la sustentabilidad del sistema, considerando la actual diversidad de situaciones que coexisten tanto en términos de tamaño, como de capacidad de gestión técnica, administrativa y financiera.


De acuerdo a las cifras de un diagnóstico que, en el año 2004, llevó adelante el Departamento de Programas Sanitarios, 2/3 de estos Comités y Cooperativas, poseían menos de 250 arranques y, en el otro extremo, solo un 10% posee más de 400 arranques. Por su parte, desde el punto de vista operacional, también coexistían importantes diferencias entre Comités y Cooperativas. En cuanto a la calidad, un 30% no satisfacía a plenitud los indicadores técnicos. En términos de capacidad de gestión administrativa, un 66% de los servicios no tenían plan anual de inversiones y un 56% no planificaba ni evaluaba su gestión. En el ámbito financiero, si bien un 75% de los servicios cubría sus gastos de operación, mantenimiento y reparaciones menores, tan solo un 22% estaban en condiciones además, de realizar inversiones mayores como ampliaciones de redes, adquisición de equipos de bombeo, instalación de estanques, etc.


En suma, conforme a ese diagnóstico de “competencias para la sustentabilidad”, entendidas estas última en su dimensiones de preservación del ecosistema y de garantía del recurso hídrico a las generaciones futuras; de estabilidad y continuidad en el tiempo y de viabilidad económica, sólo un 17% de los servicios de APR serían sustentables y estarían en condiciones de acometer desafíos superiores en términos de calidad de servicio a sus usuarios, fortalecimiento organizacional, capacidad de gestión y administración.


Para que otros puedan desarrollar aún más sus potencialidades, se requerirá -en mayor o menor grado- del apoyo del Estado. 

El APR: una contribución a la calidad de vida y un activo social a mantener


Los principales objetivos establecidos para el programa de APR, a partir del año 2001, han sido: i) dotar de agua potable a la población rural beneficiaria, en condiciones de calidad y cantidad aceptables; ii) disminuir las tasa de mortalidad y morbilidad provocadas por enfermedades de origen hídrico; iii) lograr el mejoramiento de los hábitos y actitudes de la población rural con respecto al agua potable; y iv) promover el desarrollo económico y social de las comunidades atendidas, a través del mejoramiento de las condiciones sanitarias.


La cobertura alcanzada por los programas de APR entre la población rural concentrada, representa una contribución significativa al mejoramiento de la calidad de vida, no solo, un mejoramiento de las condiciones sanitarias, sino que, además de sus expectativas de desarrollo. En efecto, la provisión de agua potable en las localidades rurales posibilita también la conformación de un círculo virtuoso de desarrollo económico y social, pues su disponibilidad posibilita el emprendimiento económico en áreas productivas o de servicios, que a su vez, benefician a la propia población aumentando o diversificando las fuentes de ingreso familiar o su estabilidad.


Los actuales niveles de cobertura del servicio de agua potable en las zonas rurales son el producto de una capacidad de organización que permite que sea la propia comunidad quien, asistida por el Estado, asuma la responsabilidad por la provisión de dicho servicio.


Este carácter comunitario no se puede perder, pues representa un capital social acumulado por décadas, que ha demostrado ser eficaz en la resolución de este problema y, además, de acuerdo a estudios y experiencias internacionales, la participación activa de la comunidad involucrada es un requisito de sustentabilidad en el largo plazo.

El reconocimiento al rol de la Mujer


En el desarrollo de este acervo de participación comunitaria la mujer ha jugado un rol significativo. Así por ejemplo, a diciembre del 2006, las mujeres representaban el 36% (2.404) del estamento dirigencial a nivel nacional, y, dicha proporción se incrementa hasta un 39% (1.100) cuando se considera su participación entre las personas que trabajan en la operación de los APR. Esta última proporción resulta más significativa en términos de evidenciar una disminución de brechas e inequidades en el ámbito de la tradicional división sexual de roles en el trabajo.


Por su parte, entre los 143 servicios localizados en áreas “periurbanas”, que abastecen a más de medio millón de personas, es relevante resaltar la gran cantidad de mujeres que han asumido roles protagónicos en la dirección de estos sistemas y en donde los porcentajes de participación de mujeres en sus directivas asciende a un 41%, esto es un 5% más que el promedio nacional.


En unas décadas más, cuando otros observen la realidad del sector rural, los sistemas de APR se destaquen por su contribución a elevar la calidad de vida de la población rural, por hacer germinar y fructificar la semilla de la participación comunitaria así como un ejemplo de no discriminación y de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, considerando, además que el programa de Gobierno de la Presidenta de la República establece explícitamente medidas orientadas a que la condición social o de género no sean una barrera que impida o entrabe la participación plena de la mujer en el quehacer democrático de la Nación y que se integre adecuadamente al 50.7 % de la población total de nuestro país que ellas representan.

Los desafíos del sector


Los nuevos desafíos que deberá enfrentar el APR deben hacerse cargo de la gran heterogeneidad al interior del sector, debiendo encontrar un adecuado balance entre preservar y potenciar aquellos elementos que permiten su desarrollo, con remover los obstáculos que impiden la expansión futura de los sistemas con mayor potencial y la subsistencia de aquellos más precarios.


El diseño de la institucionalidad futura debe, en primer lugar, proteger y preservar el carácter asociativo y participativo de esta forma comunitaria de provisión del servicio, generando formas de reconocimiento y protección preferente de sus derechos.


Un segundo desafío es ampliar el acceso al agua potable hacia aquellos habitantes que viven en localidades rurales desconcentradas y que, según estimaciones actualizadas, alcanzan a unos 400 mil compatriotas. Los costos de llegar a cada uno de esos habitantes con soluciones de agua potable, son significativamente mayores que en el caso de las localidades concentradas, de allí que sea necesario, por una parte, generar los incentivos para que los sistemas de APR de mayor capacidad financiera puedan acceder al financiamiento complementario por parte de los agentes financieros, liberando así recursos públicos para destinarlos al sector desconcentrado, y, por otra parte, mejorar la eficiencia y eficacia de la acción del Sector Público y la capacidad de coordinación de su accionar.


En tercer lugar, se encuentra el desarrollo de los servicios de saneamiento rural. Actualmente, algunas localidades rurales organizadas, que tienen resuelto su servicio de abastecimiento de agua potable y cuyo Comité o Cooperativa funciona adecuadamente, han avanzado, por iniciativas municipales y con el apoyo de la SUBDERE, en la disposición de las aguas servidas domésticas. Según estadísticas de los servicios de agua Potable Rural, 105 servicios disponen de soluciones de Alcantarillado de Aguas Servidas, con una población beneficiada de aproximadamente 180.000 habitantes. Para ellos, y otros en el futuro cercano, resolver el problema de la disposición de las aguas servidas representa un desafío que también se deberá abordar.


Dar respuesta a los temas de saneamiento y disposición rural requerirá de un esfuerzo sistemático y mancomunado del Estado y las comunidades rurales, con una visión de largo plazo, tal como el que ha permitido alcanzar coberturas cercanas al 100% de agua potable en localidades rurales concentradas.


Específicamente para el caso del saneamiento rural, dicho programa se deberá basar en un trabajo conjunto con cada comunidad, para escoger soluciones adecuadas a su problemática y medios; debiendo, por tanto contemplar distintas alternativas técnicas y financieras que, sobre la base de objetivos realistas y exigentes, permitan diseñar y poner en aplicación un programa que combine, de manera flexible y creativa, las capacidades de las organizaciones comunitarias y del Estado.


La implementación de esta política, requiere un cuidadoso diseño toda vez que comprometerá volúmenes de recursos significativos, bajo distintas formas de subsidios a la inversión en redes de recolección, casetas sanitarias y soluciones de disposición, individuales o colectivas. Con todo, el presente proyecto de ley, establece un marco flexible, que permite la existencia de soluciones para la disposición de las aguas servidas de carácter individual o colectivos, según sea el caso, y finalmente radica en una sola instancia de la administración pública la responsabilidad por la implementación de la política nacional de servicios sanitarios rurales.


Adicionalmente, se deberá ejecutar una acción fiscalizadora eficaz, de parte de los órganos competentes, en orden a garantizar los niveles de calidad de las aguas residuales que la solución adoptada por la comunidad haya comprometido en cada caso. 

- CONTENIDO DEL PROYECTO.


El presente proyecto aborda los siguientes aspectos:


1. Política nacional de servicios sanitarios rurales


El proyecto contiene la definición de una Política nacional de prestación de servicios sanitarios en el ámbito rural, que incorpora tanto la provisión y distribución de agua potable, como la posibilidad, en la medida que las circunstancias lo hagan necesario en cada caso particular, para incorporar soluciones de recolección, disposición o tratamiento de las aguas servidas. Dicha política nacional, deberá también considerar a los habitantes del área rural que residan más allá del área de servicio de los operadores de las localidades concentradas.


Esta política para la asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales, se funda, por una parte, en el reconocimiento de la función social y el rol integrador de las organizaciones comunitarias de APR y hace justicia al papel que han jugado durante los últimos 40 años; y, por otra parte, que este desarrollo del sector APR ha sido el fruto de una eficaz coordinación entre la acción de las organizaciones sociales y la del Estado.


Por estas razones, forma parte de este cuerpo de Política la creación de un Consejo Consultivo para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, con la participación de los entes públicos más directamente vinculados con el sector, y con representación de las organizaciones sociales de los servicios sanitarios rurales (9 representantes al Consejo).


2. La organización propuesta


Actualmente los Comités de APR, que representan un 90% de las organizaciones de agua potable rural, son, institucionalmente, organizaciones vecinales, de carácter funcional. Sin embargo, su naturaleza es, además, económica, en el sentido que representa una forma de asociación para proveer un servicio de la mayor relevancia. De allí que sea imprescindible dotarlos de una institucionalidad tal que, respetando su carácter asociativo, les provea de instrumentos suficientes para actuar, con plena capacidad, en el ámbito económico. En la institucionalidad chilena la forma de organización de la actividad económica que se funda en el carácter participativo son las Cooperativas. En este sentido, cuando los niveles de exigencia lo hagan recomendable, se incentiva que los Comités se transformen en Cooperativas.


Al mismo tiempo, esta forma de organización debería ser capaz de adaptarse, con flexibilidad, a los requerimientos y necesidades de los distintos segmentos que coexisten al interior de los APR. Estos elementos se recogen en el proyecto que establece dos tipos de Operadores: los “Permisionarios” y las “Licenciatarias”.


Los “Permisionarios”, de naturaleza más simple y flexible, le dan un mayor orden y un marco jurídico a la realidad de muchos Comités actuales, y presumiblemente también, a futuro. Basta con estar organizado como Comité con personalidad Jurídica e inscribirse en el registro que llevará el MOP, para que puedan optar a un permiso que les habilita para operar por plazos de hasta 10 años, renovables.


En cambio, para el segmento de mayor tamaño, con mayor capacidad financiera y de mayor complejidad técnica en las soluciones y, por ende, con mayores niveles de exigencias, las “Licenciatarias”, deberán estar organizadas bajo la forma jurídica de Cooperativas, para lo que se contempla la aplicación de la legislación respectiva, gozarán de exclusividad en sus áreas de servicio por un lapso de hasta 30 años, lo que irá acompañado de la exigencia de un Plan de Inversión.


Estas dos figuras involucran diversas formas de reconocimiento y protección de sus derechos, en tanto estas organizaciones mantengan su carácter participativo y asociativo, y no pierdan de vista su objetivo primordial.


Es así como, por ejemplo, en caso de una Licenciataria que, por modificaciones de los planes reguladores, quedara con parte o toda su área de servicio incorporada en el área urbana, podrá seguir prestando el servicio, adaptando gradualmente sus niveles de exigencia a los de las áreas urbanas, para lo cual deberá modificar su Plan de Inversión.


El modelo organizacional además permite la agrupación de los actuales APR en organizaciones de mayor escala, así como también que éstas aborden la prestación de servicios “transversales” aprovechando escalas de operación, de administración, de gestión comercial, de asistencia técnica, etc.


3. Un estatuto de deberes y derechos


Este reconocimiento de su naturaleza económica, unida a la protección de sus derechos, lleva aparejado deberes en términos de provisión del servicio y obligaciones de transparencia en la gestión de las organizaciones, así como también de derechos de los usuarios. El proyecto establece la obligación de todos los “operadores” de proporcionar el servicio de agua potable y saneamiento a las comunidades rurales para uso doméstico: servicio sanitario rural “primario”. También podrán prestar un servicio “secundario”, en la medida que “garantice la cobertura del servicio sanitario rural primario”.


Al mismo tiempo, este reconocimiento de la naturaleza económica de la actividad requiere que los usuarios tengan un estatuto claro de derechos y deberes, entre los cuales se incluye, por ejemplo, la obligación de pago y, consiguientemente, el derecho a cortar el suministro a los morosos.


En el caso de las licenciatarias, a quienes se les garantiza exclusividad en sus territorios, de manera de cautelar el cumplimiento de las obligaciones y la adecuada prestación del servicio a sus usuarios, se les exigirá una garantía considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas. Como una medida extrema de protección de los derechos de los usuarios, se contempla la figura del administrador temporal cuando se haya configurado una situación de tal gravedad que esté en riesgo la prestación del servicio de una Licenciataria. El objetivo de este administrador temporal, como su nombre lo indica, es “normalizar” la prestación del servicio y el funcionamiento de la Cooperativa, a la brevedad.


En lo que respecta al “gobierno corporativo”, en el caso de los Comités se fortalecen su órganos de dirección estableciéndose sus obligaciones, incompatibilidades y causales de cesación. Al mismo tiempo, y dadas las mayores exigencias que demandará el funcionamiento de los servicios sanitarios rurales, se faculta a la asamblea para que pueda remunerar a sus directores. Para las Licenciatarias, se les exige su organización bajo la forma jurídica de Cooperativas, precisamente por las exigencias que se establecen en este aspecto.


4. Las tarifas y la exigencia, diferenciada, de contribuir a la sustentabilidad financiera


No solo se debe preservar y fortalecer la capacidad de las organizaciones comunitarias para proveer de servicios de agua potable y saneamiento, sino que además se debe reflejar apropiadamente en sus tarifas la verdadera estructura de costos de producir esos servicios. Ello contribuye a introducir eficiencia económica tanto en el uso de los insumos necesarios para su producción -incluyendo los recursos hídricos-, como a incentivar conductas responsables de parte de los usuarios. Por ello se establece una obligación general: las tarifas “deberán permitir siempre recuperar sus costos indispensables de operación”.


Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios y tendrán una vigencia de 5 años, y su conocimiento y aprobación será materia de la asamblea de socios. La asamblea podrá acordar una variación de hasta un 10% del nivel tarifario propuesto por ésta. De esta manera, se combinan exigencias de rigurosidad técnica en la determinación de las tarifas, con el respeto a los fundamentos participativos de las organizaciones de APR.


Asimismo, en la medida que los niveles de exigencia en términos de disciplina financiera en la determinación de costos y tarifas vayan siendo aplicados, será posible perfeccionar los actuales mecanismos administrativos de subsidio a la demanda, por un lado, focalizándose en los usuarios de mayor precariedad económica y social y por otro lado, privilegiando la utilización de procedimientos para su canalización mediante fondos consursables.


De esta forma, el régimen tarifario anteriormente descrito, unido a los procedimientos de canalización de los subsidios a la inversión, y a la formalización institucional que experimentará el sector, deberían facilitar crecientemente el acceso al financiamiento complementario por parte del sistema financiero para un segmento de operadores.


Complementario a lo anterior, y ligado a los mecanismos de asignación competitiva de fondos para la inversión, se contempla abrir la posibilidad de la competencia para la asistencia técnica, más allá de las actuales “unidades técnicas”, a otros oferentes de servicios para el sector sanitario rural.


5. Los roles del Estado


En la medida que la responsabilidad por la provisión del servicio recae en las organizaciones de la propia comunidad, es imprescindible que se establezcan con claridad los roles que el Estado debe desempeñar: asistencia, cooperación y promoción, por una parte; y, regulación y fiscalización, por la otra.


a. Asistencia, cooperación y promoción

Por los múltiples efectos en el ámbito rural que la actividad del sector del APR genera, el Ministro de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación y Cooperación y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, además de la orientación del Consejo Consultivo, determinará la política para la asistencia técnica y financiera y la supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales.


Dicha política se ejecutará mediante proyectos acordados con los gobiernos regionales y deberá considerar, además, en su formulación y diseño, planes o programas destinados a favorecer a los habitantes de las localidades rurales desconcentradas, que residan fuera del área de servicio de los operadores.


El proyecto define que dicha política estará fundada en los siguientes principios: a) de protección de la ayuda mutua, para el caso de los derechos inherentes de los servicios sanitarios básicos rurales; b) de igualdad de participación y de decisión de los integrantes de los órganos administradores y ejecutores de los operadores de los servicios sanitarios básicos rurales, bajo la condición de que dichos integrantes den oportuno cumplimiento a sus obligaciones; c) de no discriminación respecto del servicio sanitario rural básico d) de eficiencia económica en la disposición y administración de los recursos, de modo que propenda a la autosustentabilidad económica del servicio; e) de transparencia en la gestión y administración del servicio, para con sus socios, usuarios y la comunidad en general; y, g) de promoción del uso sostenible del agua y de los demás componentes ambientales involucrados.


Como se ha dicho, las acciones de asistencia, cooperación y promoción del Estado deberán orientarse, a lo largo del tiempo, de manera preferente hacia los segmentos de menores niveles de desarrollo relativo, para incentivar su tránsito a niveles superiores y la asociación de los sistemas más precarios de forma tal de disminuir su vulnerabilidad, lo que permitirá focalizar los recursos públicos destinados a este sector.


Por ello, junto a la creación del Consejo, se institucionalizan las funciones del MOP, mediante la creación de la Subdirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales, como un órgano especializado en el sector que, entre otras funciones, es responsable de ejecutar la política de asistencia y promoción, para lo cual podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los operadores; asesorar a los Operadores y contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales; proponer al Ministro de Obras Públicas el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 85 y 86, para cada segmento; asesorar a los Operadores, directamente o a través de terceros; formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente; visar técnicamente de los Proyectos; revisar el Plan de Inversión de los “Licenciatarios”; aprobar la puesta en operación de las obras de cada Operador; pedir informes y auditar la contabilidad de los licenciatarios y permisionarios; así como solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia y al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.


También se le asignan, funciones de “ventanilla única” para canalizar todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural. Respecto de los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


A dicha Subdirección Nacional se le asigna también la responsabilidad de administrar un registro público de operadores de Servicios Sanitarios Rurales y de, clasificarlos en tres segmentos: alto, medio, y bajo. Para su clasificación se considerarán, además de la calidad de gestión técnica, administrativa y financiera del operador, diversas características del sistema servido tales como:(a) población abastecida; (b) cercanía al área urbana; (c) condiciones socioeconómicas de la población abastecida; (d) condiciones de aislamiento; (e) oferta hídrica y condiciones geográficas y topográficas; y, en los casos que corresponda, el carácter de comunidad indígena. La clasificación tendrá una vigencia de 5 años, pudiendo el Operador, la Superintendencia o el Departamento de Cooperativas, solicitar su reclasificación, por razones fundadas.


Así por ejemplo, para aquellos operadores que sean clasificados en los niveles altos o medios, se le podrán fijar exigencias adicionales en orden a contribuir con el financiamiento parcial de la reposición o de la reinversión, constituyendo un fondo de reposición y reinversión. Así se incentiva que aquellas organizaciones eficientemente gestionadas y con capacidad de generación de excedentes, se beneficien de su mejor desempeño.


La información contendida en estos registros, así como la proveniente de la contabilidad de los operadores y de las licitaciones de obras y contratos, permitirá aplicar estimaciones de eficiencia comparada tanto para propósitos de clasificación como tarifarios.


b. Regulación y fiscalización


En la medida que los incentivos estarán puestos para que cada organización comunitaria proveedora del servicio, en su ámbito de acción, actúe de la manera más eficiente, será necesario la acción reguladora para garantizar que los niveles de servicio comprometidos en cada caso y las exigencias de transparencia en el gobierno corporativo y los flujos de información se cumplan; y que, por otra parte, los derechos individuales de los usuarios se respeten.


Así entonces se definen las funciones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios en la fiscalización técnica y en la fijación de tarifas. Dicha fiscalización priorizará las oficinas que la Superintendencia tenga en Regiones y podrá considerar un trato diferente respecto de los distintos segmentos de Operadores.


Si bien cada operador es responsable de velar por la calidad del servicio suministrado, de acuerdo a las normas respectivas, el proyecto en esta materia no innova y mantienen las atribuciones del Ministerio de Salud.


Por su parte, el Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.


El proyecto también establece un catálogo especial de sanciones para los operadores que incurrieren en algunas de las infracciones que se describen en el Proyecto; todo ello, sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras normas.


Los nuevos ámbitos de responsabilidad que se asignan a los órganos fiscalizadores, así como las funciones que se radican en la nueva Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas demandarán la contratación de funcionarios y la asignación de recursos para su operación y funcionamiento, materias que se abordan en los artículos transitorios.


6. La transición: gradualidad en las exigencias y en los derechos, protección a los que cumplen


La institucionalidad definitiva hacia la que transiten los APR deberá considerar un período de adaptación, que contemple la realidad actual de las organizaciones, e incentive su fortalecimiento.


Por ello, los ritmos y niveles de exigencia serán diferenciados, graduales y selectivos. El artículo segundo transitorio contempla que todos los Comités y Cooperativas que están operando, y que efectivamente estén prestando servicios - aunque no participen en el Programa de APR del MOP- pasen a la nueva situación que les corresponda, dándoseles un plazo de seis meses para que completen su formalización en el Registro de operadores que llevará el MOP; y de dos años contados desde la entrada de vigencia del Reglamento de la Ley, para la tramitación de su licencia o permiso definitivo.


Para el caso de las solicitudes de “Permiso”, y precisamente para otorgar mayor flexibilidad en los plazos para este segmento que representa a la gran mayoría de las organizaciones de APR, se agrega la posibilidad que, dentro de esos dos años, se solicite un permiso de servicio sanitario rural “provisorio”, el que tendrá una vigencia de 5 años y para el cual se reducen los requisitos que deban cumplirse, con relación a los que se establecen en el artículo 42. En la determinación de dichos plazos se ha tenido en cuenta, la necesidad de sanear la situación de los bienes del ex SENDOS que se destinaron al APR y cuya propiedad no les ha sido regularizada.


Además de lo anterior, y también como una medida complementaria para apoyar la gradualidad de la transición al nuevo marco, se establece un plazo también de cinco años, para la entrada en aplicación del nuevo procedimiento de cálculo de tarifas.


A su vez, para el segmento más preparado para asumir los nuevos desafíos, se les apoyará para que adopten la forma de organización Cooperativa y se constituyan en Licenciatarias. Se establece que tanto los Comités que se transformen en Cooperativas, como las Cooperativas ya existentes, que se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Además se contempla una rebaja, al 10%, en los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.


Del mismo modo, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales asistirá a los Comités en la valoración de los activos, para su transición a Cooperativas, implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua para los Comités y Cooperativas, y de asistencia para la obtención de licencias y permisos. Del mismo modo asistirá a los Comités en el traspaso de los bienes y derechos que las empresas de servicio sanitario han comprometido transferirles, en el marco del mencionado proceso de saneamiento de los bienes del ex SENDOS que se destinaron al APR.


Para permitir que los servicios localizados, total o parcialmente, en áreas urbanas, completen su total regularización, se establece que durante el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia del Reglamento de la Ley, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el DFL Nº 382 del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley, lo que importa un reconocimiento de áreas de servicio “protegidas”.


Forma parte también de estas disposiciones transitorias una destinada a permitir que aquellas Cooperativas que por aplicación del artículo 6 del DFL MOP Nº 382/88, se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios, puedan en un plazo de seis meses, renunciar a esta calidad, debiendo adecuarse a las normas establecidas en el presente proyecto de Ley solicitando su inscripción como Licenciatarias, de forma tal que, de aprobarse su solicitud, quedará clasificada en el segmento “alto” del registro de operadores del MOP.


Por su parte, los municipios que operen al momento de entrada en vigencia de esta ley, sistemas de agua potable rural o de saneamiento, podrán traspasarlos a algún Comité o Cooperativa, y en caso que estos les requieran el traspaso deberán pronunciarse sobre el requerimiento en un plazo de dos años.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio se encuentra estructurado en VI Títulos, que contienen 98 artículos permanentes y 14 artículos transitorios.


El Titulo I, contempla las disposiciones preliminares, y comprende los siguientes artículos:


El artículo 1º, que señala el ámbito de vigencia material regulando la prestación del servicio sanitario en el ámbito rural.


El artículo 2º, define diversos términos, para los efectos de la aplicación de esta ley.


El artículo 3º, señala que para la aplicación de esta ley se dictará un Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 76 de esta ley.


El Título II, “Del Servicio Sanitario Rural”, comprende los artículos 4º a 7º. 


El artículo 4º, señala los tipos de servicios sanitarios rurales que podrán ser primario o secundario.


El artículo 5º, define el servicio sanitario rural primario.


El artículo 6º, define el servicio sanitario rural secundario. 


El artículo 7º indica y define las etapas que comprenden los servicios sanitarios rurales: producción, distribución, recolección y tratamiento y disposición final rural de aguas servidas.


El Título III, “Licencias y Permisos”, se divide en cuatro Capítulos que abarcan desde el artículo 8º al 45.


El Capítulo 1, señala las normas comunes a las licencias y permisos y contiene los artículos 8º a 14.


El artículo 8º conceptualiza el área de servicio del operador quien lo hará en el territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.



El artículo 9º establece que las licencias y permisos otorgan el derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres.


El artículo 10 se refiere a las licencias o permisos vinculados, indicando que para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitad o su tramitación simultánea.


El artículo 11 establece el cobro conjunto del valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción rural de agua potable, de recolección rural de aguas servidas y de tratamiento y disposición rural de éstas.


El artículo 12 indica que se entiende por bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, los destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, señalándolos e indicando que tienen el carácter de inembargables.


El artículo 13 dispone que el Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos y no podrá denegarlos discrecionalmente.


El artículo 14 se refiere a la transferencia de sus permisos o licencias que podrán realizar los operadores a otros Comités o Cooperativas, debiendo informar de ello al Registro.

El Capítulo 2, “De la licencia de servicio sanitario rural” abarca los artículos 15 a 30.


El artículo 15 señala el objetivo de la licencia, cual es, autorizar a una Cooperativa para el establecimiento, construcción y explotación de un servicio sanitario rural.


El artículo 16, dispone que la licenciatarias sólo serán otorgadas a Cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas de esta ley y las de su propio giro.


El artículo 17 establece que el plazo máximo de vigencia de la licencia será de 30 años.


El artículo 18 faculta a la licenciataria a solicitar ampliaciones de su área de servicio, conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


El artículo 19, se refiere a la licitación de la licencia.


El artículo 20 indica el procedimiento a seguir para la presentación de la solicitud de licencia.


El artículo 21 indica que la Superintendencia pondrá en conocimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de las respectivas municipalidades la solicitud de licencia, quienes en el plazo de 45 días deberán emitir un informe indicando si el área de servicio solicitada está fuera del límite urbano y en el caso que consideren conveniente la ampliación del área de servicio podrán señalarlo en su informe.


El artículo 22 faculta a la Superintendencia para ampliar los límites del área de servicio solicitada con la finalidad de incorporar áreas que técnica y económicamente hagan conveniente la constitución de un sistema unitario, pudiendo desistirse de su solicitud la solicitante.


El artículo 23 establece la obligación de publicar un extracto de la solicitud de licencia en la forma que se indica.


El artículo 24 señala un plazo de 45 días contados desde la publicación del extracto, para que otras Cooperativas interesadas en la licencia puedan presentar su solicitud.



El artículo 25 se refiere al contenido del Plan de Inversión que deberán presentar a la Superintendencia quienes hubieren solicitado una licencia, dentro del plazo de 90 días contados desde la publicación del extracto


El artículo 26 establece ciertos criterios de recomendación para la adjudicación de la licencia.


El artículo 27 se refiere al contenido del informe que emitirá la Superintendencia al Ministerio sobre las solicitudes presentadas.


El artículo 28 trata de la adjudicación que hará el Ministerio la que será fundada y considerará el informe de la Superintendencia.


El artículo 29 se refiere al contenido del decreto de otorgamiento de la licencia.


El artículo 30 trata de la garantía que exigirá la Superintendencia al otorgarse la licencia.


El Capítulo 3, “Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licencia”, contiene los artículos 31 a 39.


El artículo 31 trata de la caducidad de la licencia.


El artículo 32 se refiere al retiro de las instalaciones ejecutadas en los casos de caducidad previstos en esta ley.


El artículo 33 señala los casos en que procede la declaratoria de riesgo en la prestación del servicio de una licenciataria.


El artículo 34 indica las funciones del administrador temporal, una vez declarada por el Ministro de Obras Públicas la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 33.


El artículo 35 trata del cobro de la garantía que podrá ser puesta a disposición del Administrador temporal que se designe para el desempeño de sus funciones.


El artículo 36 indica las facultades del administrador temporal.


El artículo 37 indica que el gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos quedarán inhabilitados para ejercerlos en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.


El artículo 38 dispone que pronunciada la declaración de quiebra de la licenciataria, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.



El artículo 39 regula la licitación de la licencia por quiebra en la forma que señala.


El Capítulo 4, “Del permiso de servicio sanitario rural”, comprende los artículos 40 al 45.


El artículo 40 señala el objetivo del permiso de servicio sanitario rural.

El artículo 41 indica los antecedentes que se deberán presentar al Ministerio,  para solicitar un permiso de servicio sanitario.


El artículo 42 señala que el plazo máximo por el que se otorgará el permiso será de 10 años.


El artículo 43 indica que el decreto de otorgamiento del permiso será fundado y señala los aspectos que considerará.


El artículo 44 dispone que el permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción y en su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 45 de esta ley. 


El artículo 45 regula el llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y su adjudicación.


El Título IV, “De los Operadores”, se encuentra dividido en tres Capítulos, que comprenden desde el artículo 46 al 61.


El Capítulo 1, “Derechos y obligaciones de los operadores y usuarios”, abarca desde el artículo 46 al artículo 56.


El artículo 46 señala las obligaciones que tendrán los operadores de servicios sanitarios rurales.


El artículo 47 indica que para el cumplimiento de sus obligaciones los operadores deberán conservar en perfecto estado de funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del servicio.

El artículo 48 dispone que los operadores que pertenezcan al segmento que indica deberán constituir un fondo de reserva legal destinado a reposición y reinversión.

El artículo 49 indica que la responsabilidad por mantenimiento y reposición del arranque de agua potable y la unión domiciliaria, del sistema de agua potable y saneamiento rural respectivamente, serán de cargo del operador y el mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores domiciliarias serán de exclusiva responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.



El artículo 50 dispone que corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de instalaciones y equipos.

El artículo 51 señala el estatuto mínimo de los derechos que amparan a los usuarios.

El artículo 52 establece los derechos del operador.

El artículo 53 prescribe que tendrán mérito ejecutivo, sólo en cuanto al cobro,  las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural.

El artículo 54 ordena que se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas.

El artículo 55 preceptúa que el usuario deberá permitir el acceso al inmueble del personal del operador para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.

El artículo 56 dispone que en el inmueble que recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas, quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural, para con el operador.


El Capítulo 2, “Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de dirigentes de operadores”, contiene los artículos 57 a 60.



El artículo 57 consagra la incompatibilidad entre los cargos de Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los Comités y Cooperativas de servicios sanitarios rurales.

El artículo 58 señala las causales de cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités de Servicio Sanitario Rural.

El artículo 59 dispone que será motivo de censura la transgresión por los dirigentes de cualesquiera de sus deberes legales, o de algún derecho de un miembro de un Comité de Servicio Sanitario Rural.


El artículo 60 indica que el incumplimiento de la obligación de los Comités de servicio sanitario rural de confeccionar anualmente un balance o una cuenta de resultados, según el sistema contable con que operen y someterlos a la aprobación de la asamblea será causal de su censura, lo mismo para el Directorio si el balance es rechazado o la cuenta de resultados anual, en dos oportunidades sucesivas por a lo menos dos tercios de la asamblea.


El Capítulo 3, “Remuneraciones de dirigentes de los Comités”, contempla sólo el artículo 61


El artículo 61 trata de las remuneraciones de los dirigentes de Comités que será acordada por la Asamblea General extraordinaria de un Comité por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella y deberá constituirse con al menos el 50% de los miembros del Comité.


El Título V, “De las tarifas”, está estructurado en base a los artículos 62 a 72.


El artículo 62 preceptúa que los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en esta ley y su Reglamento.


El artículo 63 dispone que las tarifas de autofinanciamiento deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición. 

El artículo 64 establece que la Superintendencia determinará las tarifas para los operadores.


El artículo 65 señala el procedimiento de determinación tarifaria.


El artículo 66 trata de la fórmula tarifaria que será definida por la Superintendencia para cada región, considerando el tamaño del servicio y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.


El artículo 67 establece que la tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el Reglamento.


El artículo 68 indica que el Reglamento establecerá el procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar.


El artículo 69 dispone que las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de a lo menos un 5% del IPC informado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


El artículo 70 señala que no existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios o discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas. No obstante los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo en los casos que esta ley los autorice.

El artículo 71 preceptúa que la tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, ya sea usufructuario, arrendatario o mero tenedor, sin perjuicio que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador.


El artículo 72 indica que todas aquellas prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador que no se encuentren reguladas en esta Ley y se presten con características monopólicas, serán tarificadas de conformidad con este Título.


El Título VI “Institucionalidad”, se encuentra estructurado en cinco Capítulos que contienen los artículos 73 a 98.


El Capítulo 1 “Política nacional de servicios sanitarios rurales”, comprende los artículos 73 a 76.


El artículo 73 señala que el Ministerio de Obras Públicas con la información técnica que recabe de los Ministerios que indica determinará la política para la asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales. Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


El artículo 74 dispone que la política para la asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, reconoce la función social y el rol integrador de los grupos intermedios que desarrollan sus actividades basados en los principios de participación comunitaria y de ayuda mutua, garantizando su ejercicio a toda persona sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


Del mismo modo, cada uno de los miembros de las organizaciones comunitarias y de las fundadas en el principio de ayuda mutua a que esta ley atribuye el derecho a ser titulares de permisos y licencias, tienen derecho a elegir y a ser elegidos para la dirección, administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones; sin perjuicio de los demás derechos que otras leyes les confieren para la protección de su calidad de usuarios o consumidores.



El artículo 75 señala los principios en que estará fundada la política sobre los servicios sanitarios rurales.



El artículo 76 indica que para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que estará compuesto por los integrantes que señala. Asimismo establece que el Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo, las asignaciones que percibirán, el mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo y dispone que el Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas y señala cuáles serán sus funciones.



El Capítulo 2, “Del registro y clasificación de operadores”, contiene los artículos 77 a 79.


El artículo 77 dispone que el Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.


El artículo 78 clasifica a los operadores en la forma que indica.


El artículo 79 establece que la autoridad encargada de clasificar a los Operadores será el Ministro de Obras Públicas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior y en el Reglamento la que deberá constar en el Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales.


El Capítulo 3, “Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales”, contempla los artículos 80 a 84.


El artículo 80 crea en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.



El artículo 81 señala las funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:


El artículo 82 dispone que los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los operadores, destinadas a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.


El artículo 83 trata de la designación del administrador temporal el que podrá ser designado por el Ministro, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el Reglamento, esté inscrito en un Registro Especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


El artículo 84 faculta a la Subdirección para requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones; obliga a los operadores a informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la Autoridad Sanitaria.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de Usuarios igual o superior al porcentaje que indique el Reglamento.


El Capítulo 4, “Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales”, abarca los artículos 85 a 90.


El artículo 85 dispone que la inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio mediante el sistema de concurso público establecido en los artículos 87, 88 y 89 de esta ley, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.


El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.



El artículo 86 trata del subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, el que podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.


El citado subsidio tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará mediante concurso público de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.


El artículo 87 establece que serán definidos por el Ministerio, con consulta al Gobierno Regional respectivo, para cada región, las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad.


El artículo 88 indica que los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.


El Ministerio de Obras Públicas, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al Gobierno Regional, un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.


El Gobierno Regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Los proyectos seleccionados por el Gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.


Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, concursabilidad y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el Reglamento. En éste se podrán considerar además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador previo a la ejecución completa de las obras.


En caso que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 85 y 86 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.


El artículo 89 señala que todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural, deberá ser contratado a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el Reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


El artículo 90 indica que por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, podrán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. Dichos bienes serán considerados para fines tarifarios como bienes aportados por terceros y, desde la fecha de su transferencia serán considerados indispensables, para los efectos del artículo 12 de esta Ley.


El Capítulo 5, “De la Regulación y Fiscalización”, comprende los artículos 91 a 98.


El artículo 91 indica que la Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ejercer las atribuciones y facultades regulatorias y fiscalizadoras, respecto de todo operador de un servicio sanitario rural.


Para efectos de su fiscalización, la Superintendencia ejercerá respecto de las entidades fiscalizadas las mismas facultades que le confiere la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


El artículo 92 dispone que las instrucciones y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades normativas y de control, podrá considerar condiciones especiales de servicio respecto de operadores.



El artículo 93 señala que el Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.



El artículo 94 establece que el Reglamento señalará los mecanismos de autorregulación y transparencia de la gestión y resultados de los Comités y Cooperativas de Servicio Sanitario Rural; asimismo, incentivará la libre iniciativa de los Comités y Cooperativas para cumplir los objetivos de autorregulación y transparencia.


El artículo 95 señala que sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio Fiscal por parte de la Superintendencia, en los  casos que indica.


El artículo 96 modifica la Ley de Cooperativas en la forma que indica.


El artículo 97 modifica la ley de subsidio de agua potable derogando en el inciso tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.778 la frase que indica.


El artículo 98 modifica el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnesele el grado número 2 de la Escala Única de remuneraciones.

ARTICULOS TRANSITORIOS


El articulado del proyecto contempla 14 artículos transitorios.


El artículo 1º señala que el Reglamento de esta ley será dictado dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su entrada en vigencia.


El artículo 2º dispone que dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta Ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a los establecido en los artículos 20 y 41 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 42, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso anterior, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento solo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 41 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero precedentes, sólo se publicaran en la página web del Ministerio.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o tercero de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.


El artículo 3º señala que los Municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley, operen servicios sanitarios rurales, podrán traspasarlos a un Comité o Cooperativa. En caso que un Comité o Cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el Municipio respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de 2 años contados desde el requerimiento.


El artículo 4º señala que para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento.


Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.


En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.


Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.


El artículo 5º señala que los Comités de Agua Potable Rural que se transformen a Cooperativas y las Cooperativas constituidas para la prestación de servicios sanitarios regulados en esta ley, cuando asuman o se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, ante terceros, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Sin que esta enumeración sea taxativa y sólo a vía enunciativa, entre tales obligaciones y derechos se comprenden los de carácter laboral, previsional, tributario, sanitario y medioambiental.


El artículo 6º indica que los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.


El artículo 7º señala que en el mismo plazo indicado en el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los Comités y Cooperativas.


En el mismo plazo, la Subdirección podrá asistir a los Comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.


El artículo 8º dispone que la terminación de la obligación para las Concesionarias de servicios sanitarios a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.549.


Para los efectos del presente artículo, las Concesionarias deberán rendir cuenta de su gestión dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, en los términos que fije el Reglamento. Adicionalmente, y dentro del plazo de un mes contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán entregar a los operadores, con copia al Ministerio, toda la información técnica, financiera, administrativa y contable del Comité o Cooperativa asistido, que obre en su poder.


El artículo 9º señala que los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas.


El artículo 10 dispone que las Cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, podrán en el plazo de seis meses contados desde la entrada vigencia de esta Ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.


Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia, deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 25 de esta Ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas Cooperativas quedarán clasificadas para los efectos del artículo 78, en el segmento alto.


El artículo 11 señala que para la aplicación a servicios sanitarios rurales, de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile , vigentes a la fecha de publicación de esta ley, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos.


El artículo 12 establece que la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, iniciará sus funciones a partir de la entrada en vigencia del reglamento de esta ley.


El artículo 13 dispone que el Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Publicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El artículo 14 crea el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone e el artículo 76 de esta Ley. El Consejo sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de esta ley.”.

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, inició su presentación señalando que dentro de los objetivos de perfeccionamiento de la política pública correspondiente a esa Cartera ministerial, una de las metas prioritarias consiste en la creación de un estatuto completo de resguardo, incentivo y sustentabilidad del sistema de agua potable y saneamiento rural.


Para el cumplimiento de este objetivo, S. E. la señora Presidenta de la República ha presentado a tramitación ante el Honorable Senado el Proyecto de ley que Regula los Servicios Sanitarios Rurales.


Actualmente, existen 1.500 Comités y Cooperativas de APR -con unos 300 mil arranques- que abastecen a prácticamente un millón y medio de habitantes de zonas rurales concentradas, lo que representa una cobertura que excede al 98% de dicha población.


Cabe recordar que la primera etapa del Programa de Agua Potable Rural se implementó en 1964, con créditos del Banco Interamericano del Desarrollo (BID); en esa época, sólo un 6% de los habitantes de las localidades rurales de Chile contaban con cobertura de agua potable.


Este desarrollo ha sido el fruto de una eficaz coordinación entre la acción de las organizaciones sociales y la del Estado. En este esfuerzo el Estado ha invertido más de U$ 460 millones de dólares, de los cuales U$ 369 millones de dólares corresponden a inversiones materializadas por el Ministerio de Obras Públicas, desde el año 1994 a la fecha.


Sin embargo, a pesar del significativo impacto social del Programa, y de la cuantía de los recursos públicos comprometidos, no existe una institucionalidad permanente, ni un marco regulatorio especial para el sector.


Dicha institucionalidad debe responder a las necesidades y características singulares de un sistema de provisión de servicios básicos, como agua potable y saneamiento, que recoge la virtuosa colaboración entre la comunidad rural organizada y el Estado, y que reúne un conjunto de servicios heterogéneos en términos de tamaño, capacidad de gestión técnica, administrativa y financiera, cuyo desarrollo y sustentabilidad requiere -en mayor o menor grado- el apoyo del Estado.


Las organizaciones de Agua Potable Rural (APR), además de su función de abastecer de agua potable y saneamiento en algunos casos, son eje de la vida social y cultural en sus respectivas comunidades. Así entonces, la existencia y subsistencia de estas organizaciones de APR, es un hecho esencial en la vida de la población rural de nuestro país.


Por otra parte, cabe destacar que en el desarrollo de este acervo de participación comunitaria la mujer ha jugado un rol significativo. Así, los sistemas de APR se destacan como un ejemplo de no discriminación y de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.


En este contexto y respondiendo al sentido anhelo de la comunidad rural y, consistente con el sello de protección social y el énfasis en la equidad que caracteriza a este Gobierno, el MOP estableció una Mesa Técnica y una Agenda de Trabajo con la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), con el objetivo de generar una institucionalidad para el sector, que permita mejorar las condiciones de vida de las y los habitantes del campo, su salud y sus oportunidades de progreso, acercándolas, lo más posible a las de sus compatriotas de la ciudad, preservando la sustentabilidad del medio ambiente y en particular de los recursos hídricos.


En este proceso, el Seminario organizado en el mes de noviembre del año 2006, en conjunto entre esta Comisión de Obras Públicas y el MOP, con el apoyo técnico del BID, constituyó un hito que permitió evidenciar los elevados niveles de consenso entre las organizaciones de Agua Potable Rural, los legisladores y el Gobierno, respecto de la importancia del sector y sus desafíos futuros.


Posteriormente, durante más de un año de trabajo, entre FENAPRU y el MOP, con la colaboración del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía y la Superintendencia de Servicios Sanitarios, junto con los aportes de otros órganos de la Administración Pública que desarrollan programas en el sector, entre los que destacan MINVU, MINSAL, MIDEPLAN, CONAMA y SUBDERE, se dio origen al texto de esta iniciativa legal.


Como parte del trabajo conjunto entre la FENAPRU y el MOP, se acordó efectuar durante el año 2008 un programa de difusión y de capacitación con los dirigentes de los Comités y Cooperativas de todo el país. Producto de este esfuerzo, conjunto, durante los meses de mayo de 2008 a la fecha, participaron activamente un total de 1.803 dirigentes representativos de 1.068 operadores de sistemas de APR de Vallenar a Castro. 


Tal como da cuenta el itinerario recorrido para su elaboración, el proyecto de ley en estudio es fruto de un proceso participativo, en el que no sólo se ha escuchado y acogido a la comunidad, sino que además se ha alcanzado con sus dirigentes y con los demás organismos del Estado un alto grado de consenso.


El proyecto responde a los siguientes objetivos:


1.- Fortalecer la capacidad de gestión de las organizaciones comunitarias preservando su carácter participativo.


Los operadores de los servicios sanitarios rurales serán los Comités o Cooperativas que, cumpliendo los requisitos correspondientes, obtengan un permiso o licencia de servicio sanitario rural. Como se ha dicho el sistema propuesto se hace cargo de la gran heterogeneidad al interior del sector, y de la necesidad de preservar y potenciar aquellos elementos que permiten su desarrollo, removiendo los obstáculos que impiden la expansión futura de los sistemas con mayor potencial y la subsistencia de aquellos más precarios.


2.- Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema de APR, que ahora se denominará Servicio Sanitario Rural (SSR).


Es necesario que las tarifas reflejen apropiadamente la estructura de costos para producir los servicios de agua potable y saneamiento en su caso. Esto introduce eficiencia económica en el uso de los insumos necesarios para su producción e incentiva conductas responsables de parte de los usuarios. Por ello, se establece un principio general: las tarifas “deberán permitir siempre recuperar sus costos indispensables de operación”. 


3.- Definir con claridad los diversos roles del Estado. 

Es imprescindible que se establezcan con claridad los roles que el Estado debe desempeñar, distinguiendo los de asistencia, cooperación y promoción, por una parte; y, regulación y fiscalización, por la otra.


En este sentido, se establece la definición de una Política Nacional de Promoción y Asistencia de SSR, de responsabilidad del MOP con apoyo de un Consejo Consultivo, integrado por representantes del sector público, y de las organizaciones sociales y sus socios. De esta forma se recoge en este órgano la experiencia de cooperación y coordinación entre el sector público y las organizaciones sociales. 


Se crea la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales en el MOP, encargada, entre otras funciones, de la ejecución de la Política de Asistencia y Promoción, generando de esta manera una institucionalidad permanente y especializada. 


Se establece, asimismo, que el MOP es ventanilla única para los proyectos de inversión en SSR.


4.- Incorporar al sector rural disperso.


Se establece que la Política Nacional de Asistencia y Promoción de SSR, debe también considerar a los habitantes del área rural dispersa que, de acuerdo a las cifras del último censo, alcanza a unas 400.000 personas.


5.- Incorporar el Saneamiento Rural combinando soluciones colectivas e individuales.


El proyecto incorpora tanto la provisión y distribución de agua potable, como la posibilidad, en la medida que las circunstancias lo hagan necesario en cada caso particular, para incorporar soluciones de recolección, disposición o tratamiento de las aguas servidas. 
Actualmente, la cobertura de agua potable en sectores rurales concentrados es cercana a 98%, mientras que la de alcantarillado alcanza a 13%.


6.- Gradualidad en el período de transición.


Se considera un período de transición para permitir la gradual adaptación de las organizaciones comunitarias a las nuevas condiciones.



En seguida, el Ministro informó que esta iniciativa legal tiene diversas implicancias, entre ellas, un proyecto que se promovió en el Ministerio para el uso de las torres para instalar WI MAX, iluminar zonas rurales y proveerlas de banda ancha. Actualmente, funciona un caso piloto que se convino gratis para el Estado con la Empresa Motorola y Nomadex, en Lampa, con una antena de Global Crossing hasta donde llega una fibra óptica que transmite hacia una torre cercana a 3 colegios y 2 postas de salud, se retransmite con una antena de Wi MAX y se recoge la señal con provisión de banda ancha de 1 mega.


Asimismo, señaló que esta iniciativa legal se vincula con una acción muy importante que es la política frente al cambio climático y ofreció remitir los antecedentes de la exposición que realizó sobre esta materia ante la Honorable Cámara de Diputados, que recoge la política hídrica del Ministerio y que demuestra que de acuerdo a los estudios realizados por la CONAMA, basado en informes de las Naciones Unidas, que ante los posibles cambios climáticos por aumento de las temperaturas existirán problemas crecientes de sequías y de provisión de agua potable rural, por lo tanto, la anticipación de aquellos fenómenos climáticos en esta materia, como en las correntías por los ríos, la calidad de los puentes, la protección de riberas, constituye un factor que apoya la conveniencia de tener este sistema. 


Sería positivo poder contar con el agua potable rural para la conectividad a Internet, materia que se está estudiando en conjunto con el Ministerio de Educación y la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para estudiar la posibilidad de realizar una acción conjunta, poniendo a disposición de las organizaciones la red del MOP.


El Honorable Senador señor Romero solicitó que durante la discusión de esta iniciativa legal se conozca la opinión del Instituto  Libertad y del Instituto  Libertad y Desarrollo. 


En seguida, el señor Senador señaló que debería considerarse la posibilidad de ampliar la idea matriz de este proyecto de ley, en el sentido de que no sea sólo un proyecto que considere a los servicios sanitarios rurales sino que se pueda vincular con la tecnología WI FI y banda ancha rural, haciendo presente que el mayor problema de los sectores aislados es la desigualdad de oportunidades de sus habitantes en relación a los de otros sectores, que se manifiesta principalmente en abastecimiento de agua potable y en la desconexión de la realidad nacional e internacional, con lo cual estas personas están marginadas de los sectores urbanos lo que requiere de una acción subsidiaria del Estado.


En consecuencia, solicitó al señor Ministro que se pueda canalizar la posibilidad de que dentro del contexto de la ley se establezca la factibilidad de utilizar la infraestructura para el uso de la banda ancha en los sectores rurales, que será clave para lograr la igualdad de oportunidades con los habitantes de los sectores urbanos.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó si la instalación de la banda ancha aprovechando las torres contribuirá a la mantención del sistema y si se será posible en el futuro implementar un sistema de mayor durabilidad.


A continuación, señaló que la X Región, que representa, durante el año 2007 registró un déficit de 20% de lluvias y durante el presente año (2008) el déficit alcanza a 12% y con temperaturas 2 grados más altas que los años anteriores, sin embargo, sólo se han implementado dos sistemas de agua potable rural, uno en la localidad de Paraguay Chico y en Colonia Ponce, en Muermos y Frutillar, por lo que será necesario retomar estas actividades con el sistema actual.


Asimismo, señaló que hay sistemas de agua potable rural que se están inhabilitando porque las napas se han deteriorado o es necesario profundizar los pozos o mejorar aquellos que están quedando fuera de operación. En la ciudad de Puerto Montt se está distribuyendo agua con camiones aljibes en 18 puntos y en Fresia, en 5 puntos.


El Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, señaló que en la mantención de las estructuras metálicas, cambio de los estanques, estanques en altura, estanques enterrados se está avanzando en forma permanente utilizando tecnología nuevas para obtener mejores resultados. En esta labor el apoyo de las comunidades es fundamental, el sistema funciona adecuadamente en la medida en que la comunidad esté organizada y efectúan las mantenciones y los cobros para ello.


En esta materia, el Ministro precisó que es necesario resaltar la importancia de esta combinación entre el Estado y las organizaciones sociales. Se ha logrado un gran avance en este ámbito como consecuencia de la expansión presupuestaria del año 2008, motivada por la sequía, que implicó la obtención de recursos adicionales y para el año 2009 se consideran mayores recursos.


No obstante lo anterior, el problema se presenta en el acceso a las zonas semi concentradas, cuando se tienen más de 200 familias ello implica más de 200 arranques. En una superficie limitada el costo es más bajo, si sólo se cuenta con 50 familias en el doble de superficie los kilómetros para llegar a cada uno de esos arranques crece con lo cual aumenta el costo y la rentabilidad se complica.


Respecto del cambio climático, el Ministro señaló que se están presentando diversos fenómenos como el aumento de temperatura, baja generalizada en las napas del país, lo que significa que la política de acuíferos que se adopte, los derechos de agua, las prioridades en el uso del agua serán más importantes que lo que se ha hecho a la fecha.


En relación al uso de la banda ancha manifestó que se trata de una gran innovación puesto que en el Fondo para las Telecomunicaciones se consideran recursos por M$ 30.000 (treinta mil millones) que se destinarán a licitaciones para iluminación a nivel nacional mediante la conexión transversal con fibra óptica y luego la transmisión por microondas a puntos que enlazan con una distribución más limitada con WI FI o WI MAX en comunas determinadas o en servicios específicos. Esa política se está aplicando junto con la licitación de nuevas frecuencias de banda ancha, entre 1.500 y 1.700 megahertz, hay frecuencias disponibles en UHF, que representan la posibilidad de ofertar para aumentar la competencia y reducir los costos de conexión.


Cuando se llega a barrios alejados o zonas rurales dispersas no es rentable para las empresas por lo que sería importante determinar si le corresponderá al Estado actuar para que en esos casos aquellas torres provean de agua potable y banda ancha, con lo cual se podría lograr una interesante experiencia en que se podría capacitar a los habitantes de la comunidad a través de banda ancha, para que gestionen y mantengan las torres. 


En la actualidad, se está estudiando la posibilidad de superponer la banda ancha en algunas de las 1.500 torres en que se concentran las mayores necesidades. Así, en forma complementaria se podría conseguir a un precio más bajo para la cobertura de banda ancha en todos los colegios del país.


Para el debido estudio de esta materia el Ministro propuso a la Comisión que se invite al Subsecretario de Telecomunicaciones para que ilustre sobre el Fondo de Telecomunicaciones y la posibilidad de concretar una iniciativa conjunta sobre esta materia.


Para aumentar la iluminación del país también se puede en la etapa de construcción de las carreteras trasladar los servicios para las orillas y aprovechar la oportunidad de instalar un cable de fibra óptica.


El Honorable Senador señor Kuschel señaló que, en general, la gestión de las APR es positiva, sin embargo, existen algunas excepciones que se pueden mejorar copiando las experiencias exitosas de gestión. Las fallas de gestión son pequeñas y fáciles de mejorar.


El Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, concordó con el planteamiento anterior haciendo presente que cuando las comunidades instalan y cobran por el uso de la infraestructura cuidan en mayor medida las instalaciones.


A continuación, la Asesora de la Subsecretaría de Obras Públicas, doña Paola Navarro, informó que el principio básico que recoge esta iniciativa legal es que reconoce, valora y protege el capital social, constituido por organizaciones que nacen de la misma comunidad rural para facilitar su acceso a servicios básicos y vitales, como es el agua y el saneamiento.


Por el concepto de Servicios Sanitarios Rurales se deben comprender 4 etapas: distribución y producción de agua potable, recolección y disposición de aguas servidas. Estas etapas pueden ser solicitadas en forma independiente por los operadores. No existe obligación de simultaneidad y pueden ser solicitadas por distintos operadores, salvo la de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas que aún cuando no es necesario solicitarlas en forma conjunta debe hacerlo el mismo operador.


Dentro del servicio sanitario rural se distinguen dos tipos de servicios: 


Servicio Sanitario Rural Primario, que está destinado al uso doméstico y que debe ser entregado por el operador a todos los habitantes de su área de servicio, y 


Servicio Sanitario Rural Secundario, que no afecta al primario, excede el uso doméstico, se destina a fines sanitarios, comerciales, turísticos, industriales y que puede ser prestado por el operador en la medida que no afecte el uso doméstico, por ende, existe una protección al uso humano como necesidad básica.


Los sistemas de servicios sanitarios rurales, de agua potable y saneamiento sólo pueden ser operados por Comités o Cooperativas de Agua Potable Rural. Los Comités son las organizaciones comunitarias que están regidas por la Ley de Juntas de Vecinos y las Cooperativas por su Ley General de Cooperativas.


Para la operación de los servicios sanitarios rurales se les otorgará a los Comités y Cooperativas un permiso o licencia, que son autorizaciones que concede el Ministerio de Obras Públicas para la operación del agua potable y del saneamiento. 


La diferencia entre los permisos y licencias radica en los requisitos y exigencias. Los permisos pueden ser otorgados tanto a Comités como a Cooperativas y los requisitos son más simples para su otorgamiento, tales como inventario valorizado, señalamiento de la etapa que se está solicitando, sea de agua potable o de saneamiento, señalamiento sobre servicio, entre otros requisitos generales.


El plazo de vigencia de los permisos es de 10 años renovables. La renovación es la regla general y los Comités o Cooperativas que estén operando deberán solicitarla 6 meses antes del término de vigencia del permiso. 


La licitación del servicio sólo se producirá en caso que el operador no solicite su renovación o un operador distinto constituido bajo la forma de una Cooperativa solicite la licitación, en cuyo caso mantiene la preferencia el operador antiguo en la medida que haya igualdad de condiciones ofrecidas.


Las licencias también son autorizaciones que otorga el MOP sólo a las Cooperativas por un plazo de vigencia de 30 años renovable. Los requisitos para obtenerlas son más exigentes que los necesarios para obtener un permiso, como es la presentación de un plan de inversión.


Una de las características principales de la licencia es que otorga la exclusividad en su área de servicio, lo que significa una protección del área de servicio del operador ante eventuales modificaciones del límite urbano cercano. De esta forma, en caso que ocurra una modificación y a consecuencia de ello parte del área de servicio queda en el área urbana puede seguir operando el área sin perjuicio de que se le puedan exigir mayores niveles de servicio para asimilarlo con el servicio urbano.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó si mediante esta iniciativa legal se pretende fomentar la creación de Cooperativas en vez de Comités.


Se respondió que no porque como consecuencia de la realidad hetereogénea de los Comités y cooperativas se ha estimado que la minoría requiere la protección ante el área urbana, con lo cual la necesidad de constituirse en Cooperativa no es para la mayoría de los Comités existentes sino que para un número menor que requiere de esta protección o por sus propias necesidades de organización que consideran más adecuada la constitución de una Cooperativa.


El Honorable Senador señor Romero señaló que esta situación podría constituir un tipo de discriminación, de desigualdad ante la ley entre un Comité y una Cooperativa.  


El Honorable Senador señor Sabag consultó si estas Cooperativas tienen algún límite de clientes puesto que existen comunas que están a cargo de Cooperativas, como San Nicolás y existe temor que se realicen licitaciones y las empresas sanitarias obtengan las concesiones. 


Se respondió que el estatuto de los Comités se basa en la organización comunitaria que tiene una estructura muy simple, en cambio, las Cooperativas están basadas en la Ley de Cooperativas, con lo cual existe un sistema de fiscalización estricta en materia legal y económica por parte del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía. De esta forma, obedecen a una estructura más compleja que tiene mayor número de asociados y de recursos.


En el caso de la iniciativa legal en estudio una de las mayores diferencias se presenta en cuanto a la existencia del plan de inversión que será fiscalizado.


Respecto de la magnitud se informó que las Cooperativas son organizaciones que admiten un mayor número de personas ubicadas cerca de sectores a los que se puede extender el sector urbano. La mayoría de los Comités están muy lejos de los sectores urbanos.


Algunas Cooperativas se sienten amenazadas por las concesionarias por la cercanía a los sectores urbanos. En algunas oportunidades esta expansión ocurre con cuestionamientos, como es el caso en que se afecta a terrenos agrícolas.


Respecto de la discriminación se señaló que existe una desigualdad de estatutos que facilita la constitución de los Comités en desmedro de las Cooperativas, sin embargo, a la vez esa mayor complejidad permite una garantía de estabilidad en cuanto a un plazo máximo de vigencia de la autorización por 30 años.


Las diferencias que existen entre ambos tipos de organización no son arbitrarias sino que tienen justificación y una institucionalidad que permite exigir a cada uno lo que corresponde de acuerdo a su capacidad.


El Honorable Senador señor Sabag manifestó que de acuerdo a la respuesta anterior no existiría una política de traspaso a las empresas sanitarias. 


El Honorable Senador señor Kuschel señaló que sin perjuicio de la explicación anterior, en la realidad, todas las ciudades en expansión están chocando con los Comités y Cooperativas.


El Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, aclaró que las Cooperativas están protegidas frente a la expansión del radio urbano puesto que se le entregan ventajas para que se mantengan en operación.


En lo que dice relación con el régimen de tarifa iniciativa legal establece un sistema que será de responsabilidad de la Superintendencia de Servicios Sanitarios que estará a cargo de la fijación tarifaria para todos los Comités y Cooperativas obedeciendo a un principio general de recuperar los costos indispensables de operación.


Además, para aquellos que tengan una gestión de mayor calidad o características de mayor desarrollo se podrán establecer algunas exigencias adicionales, como puede ser la contribución al financiamiento parcial de la reposición o la reinversión, para lo cual los operadores deberán ser reclasificados en tres segmentos: alto, medio y bajo.


El procedimiento de fijación de tarifas se realizará cada 5 años, es regional y distingue sistemas tipo, que son la mayoría con características comunes y sistemas de tarificación individual. En este procedimiento participa la comunidad pudiendo variar la fijación tarifaria de la Superintendencia dentro de un margen acotado.


En seguida, señaló que uno de los objetivos de esta iniciativa legal es mejorar el saneamiento rural combinando con la posibilidad de establecer soluciones colectivas o individuales, dependiendo de las necesidades y de la factibilidad técnica y económica.


Estas soluciones deberán ser concordadas con la comunidad, atendiendo a las posibilidades que tienen de hacerse cargo de la solución.


Se establece la existencia de un solo operador y no es obligatoria la simultaneidad, pero una vez tomada la decisión, la etapa de recolección rural de aguas servidas sólo podrá ser pedida por quien solicite u opere la etapa de distribución rural de agua potable.


Asimismo, el proyecto de ley considera la inversión en redes de recolección, casetas sanitarias y soluciones de disposición, individuales o colectivas combinando, de manera flexible y creativa, las capacidades de las organizaciones comunitarias y del Estado.


Respecto del apoyo del Estado se informó que se considera la entrega de subsidios a la inversión, incluyendo fondos concursables, asistencia y asesoría técnica que corresponderá a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que se podrá entregar en forma directa o a través de terceros, terminando con la exclusividad de las Empresas de Servicios Sanitarios como unidades técnicas.


En cuanto al subsidio a la demanda, se explicó que esta iniciativa legal no considera ninguna modificación a la situación actual, se continuará aplicando el subsidio a la demanda respecto del pago de las tarifas de los usuarios de menores recursos.


En materia de fortalecimiento de las organizaciones se establecen normas explícitas mediante la creación de un catálogo de derechos y obligaciones de los operadores. Los derechos están asociados principalmente al cobro del servicio, con reajustes, intereses y costas de cobranza, costos de reposición cuando opere el corte del servicio que será por mal uso del agua y por provocar desperfectos a los bienes del operador.


De esta forma, se entregan herramientas efectivas a los dirigentes de los Comités y Cooperativas para la mejor prestación del servicio.


En cuanto a las obligaciones de los operadores se señaló que dicen relación con la cantidad, calidad, continuidad y universalidad del servicio como asimismo con el respeto a la normativa vigente especialmente sanitaria y ambiental.


Estas obligaciones son conocidas y cumplidas por los Comités y Cooperativas, no obstante, esta iniciativa legal las establece en forma explícita.


Además, se establecen algunas normas relativas al Estatuto del Dirigente de los Comités, como causales de censura, que dicen relación con el incumplimiento de sus deberes o la contravención de algún derecho de un socio o con la no presentación o rechazo del balance y estado de cuenta anual.


Se establece la incompatibilidad entre los cargos de dirigentes de Cooperativas con los de alcalde, concejal y consejero regional. También se considera la posibilidad de remunerar a los Comités por acuerdo de la asamblea, que podrá fijar remuneraciones u otras asignaciones en dinero y de renovación del directorio por parcialidades para que pueda conjugarse la experiencia de los dirigentes antiguos con los nuevos directores.


El Honorable Senador señor Romero consultó si se ha considerado alguna norma que regule la accesibilidad al Comité de agua potable rural o a la Cooperativa.


Se respondió que esa situación está considerada en la ley de organizaciones comunitarias y en la Ley de Cooperativas.


El señor Senador propuso reiterar esas normas en este texto legal, consignando de forma expresa el principio de universalidad, haciendo presente que ha tomado conocimiento de situaciones de exclusión.


Agregó que se han producido grandes problemas en que los grupos mayores ejercen presión sobre los demás convirtiéndose en una especie de grupo excluyente y se producen grandes contradicciones entre ellos por la falta de transparencia en el manejo de los recursos, para lo que se debe establecer claramente la normativa de transparencia y que se pueda analizar la forma en que se ha desarrollado ese trabajo.


Respecto de las remuneraciones señaló que deberían establecerse en la ley para evitar abusos que signifiquen que se fijen ingresos para estas personas que sean muy superiores a la capacidad financiera de la propia Cooperativa o Comité. Se debe buscar una alternativa para fijar las remuneraciones que podría ser mediante una escala por importancia del Comité o de la Cooperativa.


La mayor parte de los problemas de las Cooperativas y de los Comités  radica en este tipo de situaciones.


Esta situación debe regularse de manera expresa estableciendo una supervisión en esta materia por parte de la Contraloría General de la República en que no sea necesario pedirla sino que se remitan en forma periódica los antecedentes respectivos.


Se informó que en relación a la remuneración de los dirigentes será la Asamblea la que la fijará con un quórum especial establecido en la ley. 


Respecto del Consejo Consultivo señaló que es una instancia que recoge la experiencia de colaboración entre el Estado y las organizaciones comunitarias y orientará la política y facilitará la coordinación de los programas de asistencia y promoción que desarrollan los entes públicos. Estará integrado por 8 representantes de organismos públicos vinculados con el sector, el MOP, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Economía, Ministerio de Salud, CONAMA, Subsecretaría de Desarrollo Regional y 9 representantes de socios de Cooperativas, que se dividen en 3 socios de Comités, 3 socios de federaciones y 3 socios de confederaciones.


Asimismo, se crea la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales como una Subdirección de la Dirección de Obras Hidráulicas (DOH) y se establece que se trata de un órgano especializado responsable de ejecutar la política de servicios sanitarios rurales. Es el encargado de ejecutar los programas de inversión en servicios sanitarios rurales, efectúa la visación técnica de los proyectos, presta asesoría a operadores directamente o a través de terceros y tiene a su cargo el Registro y Clasificación de Operadores.


Para la inversión en servicios sanitarios rurales se establece un procedimiento de concurso aplicable a sistemas nuevos y existentes, que consiste en que el MOP, con consulta al Gobierno Regional, define los criterios de elegibilidad y características de los proyectos a financiar para el año siguiente. Por su parte, los Operadores pueden presentar las solicitudes de financiamiento total o parcial y a partir de ellos el MOP presentará cada año al Gobierno Regional el listado de proyectos evaluados que cumplan con los criterios de elegibilidad que fueron definidos en conjunto. 


A partir de ese listado el GORE selecciona los proyectos beneficiados y se compromete el financiamiento hasta su plena ejecución.


El proyecto contempla normas transitorias para permitir que los Comités y Cooperativas que existan y se encuentren operando se puedan incorporar gradualmente al momento de entrar en vigencia la ley. De esta forma, se establece un plazo de 6 meses para registrarse bastando para ello acreditar la personalidad jurídica vigente y la prestación de servicio. Se otorga un período de protección de exclusividad del área de servicio que están operando por 2 años, para permitir que aquellos que requieran mantener su área de servicio protegida de las ampliaciones del área urbana puedan transformarse en Cooperativas o tramitar su licencia en el caso que lo sean.


Se establece un primer período de tarificación de 5 años, a partir de la entrada en vigencia de la ley, durante el cual seguirán vigentes las tarifas con sus respectivas indexaciones. Asimismo, se considera el apoyo para la regularización de obras, de los derechos de agua, valorización técnica de los activos y obtención de licencias o permisas, es decir, existirá un apoyo directo del Estado a los Comités y Cooperativas para que se puedan incorporar al sistema.


El proyecto contempla para los permisionarios la posibilidad de solicitar un permiso definitivo por 10 años o provisorio por 5 años, contando con un plazo de 2 años para tramitarlo y para los licenciatarios un plazo de 2 años para tramitar la licencia definitiva.


También, se establecen algunas normas que facilitan la transformación de los Comités, que quieran pasar a constituirse en Cooperativas, para lo cual se considera una norma de continuidad legal de sus derechos y obligaciones, rebajas en los aranceles notariales, Conservador y gastos de publicación, apoyo de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales y se señala en forma expresa que los bienes aportados en la transformación constituyen reserva legal durante la vigencia de la Cooperativa.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que en la actualidad todas las atribuciones están radicadas en el Ministerio de Salud que revisa incluso la parte técnica de la construcción de las torres y los materiales. En su opinión, las atribuciones de este Ministerio deberían limitarse a fiscalizar la calidad de las aguas y radicar estas facultades en la Dirección de Obras Hidráulicas.


El Honorable Senador señor Romero manifestó que es necesario definir con claridad la órbita de competencia entre estas instituciones para evitar problemas.


En seguida, el señor Senador consultó si existe otra alternativa distinta a las Cooperativas para desarrollar las obras, haciendo presente que no está en contra de las Cooperativas, sin embargo, pueden existir sociedades de agua potable rural con fines comerciales que podrían desarrollar esas obras. En su opinión, en consideración al principio de libertad económica, debe permitirse la creación de otras figuras jurídicas con los beneficios de las Cooperativas.


Debe buscarse una racionalidad en el manejo de la transparencia y claridad en el control de las actividades del agua potable rural. Reiteró que no está en contra de la existencia de las Cooperativas, no obstante, precisó que se trata de organizaciones que presentan algunos inconvenientes en la agilidad de la operación que la puede hacer no tan recomendable.


Los usuarios se deben dar una organización que sea controlable por una Superintendencia determinada, que sea transparente y ágil en sus operaciones.

Exposición del Secretario de la Federación Provincial de Comités de Agua Potable Rural de Chiloé.


El Secretario de la Federación Provincial de Comités de Agua Potable Rural de Chiloé, señor Juan Aedo, señaló que la entidad que representa está de acuerdo en términos generales con la iniciativa legal en estudio, no obstante, manifestó las siguientes observaciones:


Respecto de la definición contenida en el artículo 2º, letra b), relativa al área rural, señaló que la mayoría de los Comités de Agua Potable Rural de la Isla de Chiloé, principalmente en aquellos servicios que se encuentran cerca de los límites urbanos, poseen ambos ítem incorporados en sus sistemas, situación que debe considerarse cuando hay un cambio en el plano regulador de la ciudad. 


En relación al artículo 3º, relativo a la dictación del Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, señaló que no considera la participación de los operadores de los servicios de agua potable rural que debe ser a través de la Federación Nacional de Agua Potable y de los dirigentes provinciales, y en cuanto a los artículos 77 y 78, relativos al Registro y Clasificación de los Operadores, señaló que debería proponerse una modificación al Código de Aguas con la finalidad de establecer la restricción en la entrega de los derechos de agua, principalmente a los extranjeros y a empresas multinacionales. En Chiloé la mayoría de los derechos de agua pertenecen a empresas privadas y sólo una minoría se encuentra en poder de comunidades de servicio social y en los servicios de agua potable rural.
Presentación del Presidente de la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU)


El Presidente de la Federación Nacional de Agua Potable Rural, señor Oscar Beltrán, durante su intervención formuló las siguientes observaciones al proyecto de ley en estudio:


1.- Artículo 3º, que consigna que para la aplicación de esta iniciativa legal se dictará un Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado por el artículo 76 de este proyecto de ley, señaló que en las Mesas de Trabajo, constituidas para el estudio de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas se comprometió a que la FENAPRU tuviera participación en la elaboración de dicho reglamento.


2.- Artículo 12, que contiene la definición relativa a los denominados Bienes Indispensables, señaló que la entidad que representa comparte dicha definición aún cuando estima que aquellos bienes que son propiedad del sistema de Agua Potable Rural, tales como servidumbres y derechos de agua, tienen un carácter especial puesto que constituyen activos de capital.


3.- Artículo 13, relativo a la facultad del Ministerio de Obras Públicas para llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos y la imposibilidad de denegarlos discrecionalmente, precisó que ese llamado debe ser informado, en primer término, al APR operador del sistema relativo a la licitación de nuevas licencias o permisos.


4.- Artículo 14, que se refiere a la facultad de los operadores para transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo informar de la transferencia al Registro, manifestó que esa decisión debe ser autorizada con un quórum de 3/5 de la Asamblea General citada para tal efecto.


5.- Artículo 15, que se refiere al otorgamiento de la licencia de servicio sanitario rural, propuso que se considere, además de la publicación del llamado a licitación, la notificación del sistema de APR que opera la localidad, por carta certificada, puesto que en la mayoría de las localidades que se encuentran geográficamente aisladas los medios escritos no llegan a los interesados.


6.- Artículo 19, que regula la licitación de la licencia y de sus bienes indispensables, un año antes del término del plazo de vigencia, expresó su rechazo a la idea de que los licenciatarios tengan un tratamiento distinto a los permisionarios en el momento del término del plazo de vigencia de la operación. En su opinión la renovación de la licencia debe ser automática al igual que los permisos.


7.- Artículo 26, esta norma contiene los criterios de recomendación para la adjudicación. A juicio de FENAPRU ante el vencimiento de la licencia sólo corresponde el proceso de renovación de la misma en lugar de proceder a una licitación.


8.- Artículo 30, que establece el otorgamiento de una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio al momento de otorgarse la licencia. FENAPRU considera que la exitosa trayectoria de más de 40 años del sistema de agua potable rural constituye la mejor garantía de que se continuará prestando un servicio que garantice los principios de calidad, cantidad y continuidad.


9.- Artículo 31, que regula la caducidad de las licencias antes de entrar en operación, si no se ejecutaren las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner en explotación el servicio. Asimismo, dicha norma establece un plazo de treinta días para que el operador demuestre técnica y económicamente que puede mantener el servicio. En este caso, FENAPRU estima que dicho plazo debería ampliarse a 90 días para permitir la presentación de una adecuada proposición.


10.- Artículo 63, dispone que las tarifas de autofinanciamiento deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición. De acuerdo a lo informado por el Presidente de FENAPRU esta norma debe modificarse puesto que de otro modo se terminaría el programa de agua potable rural.


11.- Artículo 76 indica la composición del Consejo Consultivo. A juicio de FENAPRU se debe eliminar la participación de los tres representantes de los socios de los Comités puesto que éstos, en muchas oportunidades, no tienen la capacidad ni los conocimientos para participar en este tipo de instancias, sólo debe considerarse la participación de representantes de carácter nacional, regional o provincial.


Finalmente, señaló que el artículo 95 que regula las multas que podrán aplicar a los operadores tanto la Superintendencia como otros organismos públicos debe incluir la amonestación en forma previa en lugar de establecer en forma automática la aplicación de la multa.

Presentación del Jefe de la División Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones


El Jefe de la División Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, señor Raúl Arrieta, informó que la Ley General de Telecomunicaciones considera el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones cuya misión es extender la cobertura de los servicios de telecomunicaciones hacia el mundo rural y urbano de bajos ingresos.


Para el año 2008 contó con recursos por M$ 35.000.000 (treinta y cinco mil millones de pesos) monto que es cofinanciado entre los Gobiernos Regionales y el nivel central, por medio de convenios de programación, habiéndose trabajado en la construcción de proyectos que buscarán dar oferta de servicios de telecomunicaciones de internet a 1.487 localidades del mundo rural ubicadas en las 15 regiones del país, beneficiando a más de 3.000.000 de personas, más de 850.000 hogares, con una oferta de servicio de Internet de 1 mega a una tarifa de $ 15.000, IVA incluido, lo que empieza a marcar algunas diferencias con lo que ocurre actualmente en el mercado, en el sentido de que uno de los grandes problemas del mercado es el empaquetamiento de servicios en que resulta que una persona sólo pueda contratar Internet, a menos que lo haga con las bandas anchas móviles con un costo de $ 25.000 a $ 35.000, mesuales.


Sin embargo, mediante el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones se ha subsidiado la construcción de redes de telecomunicaciones. Este Fondo es un subsidio a la oferta, mediante el cual se aportan recursos privados para desarrollar y construir infraestructura.


El costo de esta iniciativa es de M$ 75.000.000 (setenta y cinco mil millones de pesos) y el Estado aporta un subsidio de M$ 35.000.000 (treinta y cinco mil millones de pesos). De acuerdo a las informaciones proporcionadas por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, se constató que la evaluación privada del proyecto otorga una rentabilidad negativa de menos M$ 44.000.000 (cuarenta y cuatro mil millones de pesos), es decir, a pesar del subsidio público la inversión no se justifica en forma privada, sin embargo, socialmente se justifica con creces, situación que es muy importante tener presente puesto que no se trata de un proyecto de operación de servicios de telecomunicaciones, sino que es un proyecto para llevar redes a los lugares en que no existe. Es para construir fibra óptica y para llevar conectividad a lugares alejados como Alhué en la Región Metropolitana, Trapa Trapa en la VIII Región, que es un lugar ubicado a más de 200 kilómetros del lugar por donde pasan las redes.


En consecuencia, esta iniciativa está estructurada para que el adjudicatario pueda comprar grandes volúmenes de capacidad a una empresa para después adoptar la decisión de revender, distribuir y en ese sentido es plenamente compatible con la actividad de los sistemas de agua potable rural.


La Ley General de Telecomunicaciones no tiene restricciones legales para que los APR se conviertan en concesionarios de telecomunicaciones, sin embargo, existen restricciones de carácter financiero, en el sentido de si los APR tienen la capacidad económica para aportar el monto de los recursos necesarios para optar al subsidio. 


Si un Comité de Agua Potable Rural o una Cooperativa de Agua Potable Rural se adjudican un concurso del Fondo de las Telecomunicaciones se convierten por el solo ministerio de la ley en concesionarios del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones y en consecuencia quedan sujetos a la Ley General de Telecomunicaciones, al régimen de sanciones, de obligaciones, de prestaciones, de calidad de servicio, establecido en la ley.


Como consecuencia de lo anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones ha planteado a la FENAPRU que es positivo que se sumen a esta iniciativa, sea para convertirse en operadores de telecomunicaciones, o para desarrollar las actividades o simplemente para arrendar las torres para que la empresa que se adjudique el concurso instale las antenas y se le cobre una renta mensual, hasta modelos de Internet que pueden ser muy variados, como puede ser la instalación de antenas en las torres de Agua Potable y como contraprestación se instale un telecentro con un determinado número de computadores con una conexión y se preste un servicio gratuito para todos los asociados de la Cooperativa o del Comité respectivo. 


El foco de este concurso por mandato legal es para los operadores de servicios de telecomunicaciones, existentes o para aquellos que adopten la decisión de convertirse en un operador de servicio de telecomunicación. Asimismo, se debe tener presente que los costos de instalación de un proyecto son más bajos que los costos de operación.


Finalmente, señaló que resulta interesante aprovechar la capacidad en el mundo rural de los APR hacia un cooperativismo tecnológico, pudiendo elaborar un plan piloto que agrupe a diversas Cooperativas y Comités, sin embargo, debe analizarse cuántos APR estarán en condiciones de soportar una boleta de garantía para el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones por un monto equivalente al 50% del subsidio o cuántos estarán en condiciones de responder ante una multa por un monto equivalente a 3 veces el subsidio estatal asignado en caso de incumplimiento.


El Honorable Senador señor Longueira solicitó a la Subsecretaría una simulación de postulación al Fondo de un APR de 500 arranques, para conocer la magnitud del proyecto y determinar si la Ley General de Telecomunicaciones puede ayudar a los APR a convertirse en operadores de telecomunicaciones, puesto que de la información entregada se concluye que la posibilidad es inviable. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, solicitó información en relación a la posibilidad de los APR para participar en la licitación del funcionamiento de este Fondo, haciendo presente que sin un subsidio del Estado es imposible la participación en este Fondo. Asimismo, consultó si existe servicio de Internet en las localidades en las cuales se pretende aplicar este Fondo.

El Honorable Senador señor Ruiz Esquide fue partidario de que los Comités y las Cooperativas de Agua Potable Rural se aboquen principalmente a la prestación del servicio sanitario, actividad que han realizado exitosamente durante 40 años. Asimismo, manifestó su opinión contraria a la participación de los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural en actividades propias de los concesionarios de telecomunicaciones, haciendo presente que se pueden presentar grandes dificultades para éstos por la capacidad financiera que se requiere para participar de un subsidio en esa materia y el eventual riesgo que podría implicar formar eventuales asociaciones o sociedades con empresas mayores especialistas en estos temas. 

Votación en general.


Luego de escuchar las distintas exposiciones sobre este proyecto de ley y de efectuarse distintos planteamientos y observaciones, los Honorables señores Senadores votaron en general la idea de legislar sobre esta materia.


- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión procedió a aprobarlo en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier y Longueira
- - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Obras Públicas, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES


Artículo 1º.- Ámbito de vigencia material. La presente ley regula la prestación del servicio sanitario en el ámbito rural.


El servicio sanitario rural podrá ser operado por un Comité o una Cooperativa, al que se ha otorgado un permiso o licencia por el Ministerio de Obras Públicas. Excepcionalmente, conforme se establezca en el Reglamento, el servicio podrá ser operado por otra persona natural o jurídica autorizada por el Ministerio de Obras Públicas, previo informe favorable de la Autoridad Sanitaria regional. 


Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta Ley, se entiende por:


a) «Área de servicio»: Aquélla cuyos límites geográficos constituyen la superficie territorial en que un operador presta servicios sanitarios rurales, como permisionario o licenciatario.


b) «Ámbito rural»: Toda área geográfica fuera del límite urbano.


c) «Comité de Servicio Sanitario Rural»: Organización comunitaria funcional, constituida y organizada conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, a la que se le otorgue permiso para operar un servicio sanitario rural.


d) «Concesionarias de servicios sanitarios»: Aquéllas personas jurídicas titulares de concesiones otorgadas conforme al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del Ministerio de Obras Públicas del año 1988.


e) «Cooperativa de Servicio Sanitario Rural»: Persona jurídica constituida y regida por la Ley General de Cooperativas, a la que se le otorgue licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


f) «Departamento de Cooperativas»: El perteneciente al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción.


g) «Licencia de servicio sanitario rural»: La que se otorga por el Ministerio a las Cooperativas de Servicio Sanitario Rural, por un plazo máximo de 30 años, para la prestación y operación de un servicio sanitario rural en un área de servicio determinada.


h) «Licenciataria»: Cooperativa a la que se ha otorgado licencia para operar servicios sanitarios rurales.


i) «Ministerio»: El Ministerio de Obras Públicas.


j) «Operador»: La Cooperativa o Comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


k) «Permisionario»: Es el titular del permiso otorgado en conformidad a esta ley.


l) «Permiso de servicio sanitario rural»: El que se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, por un plazo máximo de 10 años, para la operación y prestación de un servicio sanitario rural, en un área de servicio determinada.


m) «Registro»: El Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales regulado en el artículo 77 de esta ley.


n) «Reglamento»: El que se dicte para la ejecución de las normas contenidas en esta ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3.


o) «Saneamiento»: Recolectar, tratar y disponer las aguas servidas.


p) «Soluciones Individuales de Saneamiento»: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de sus aguas residuales.


q) «Subdirección»: La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, que se crea por esta ley.


r) «Superintendencia»: La Superintendencia de Servicios Sanitarios.


s) «Usuario»: la persona que recibe algún servicio sanitario rural, pudiendo o no tener la calidad de socio del Operador.


Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta Ley, se dictará un Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 76 de esta ley.

TITULO II

DEL SERVICIO SANITARIO RURAL


Artículo 4º.- Tipos de servicios sanitarios rurales. El servicio sanitario rural podrá ser primario o secundario.


Artículo 5º.- Servicio sanitario rural primario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento a las comunidades rurales para uso doméstico, y requiere el abastecimiento de agua de calidad, en cantidad y con continuidad; y en forma universal para todos aquellos usuarios que se ubiquen dentro del área de servicio.


Artículo 6º.- Servicio sanitario rural secundario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento que exceden del uso doméstico, y cuya prestación sólo procede cuando el operador garantiza la cobertura del servicio sanitario rural primario.


El usuario del servicio sanitario rural secundario podrá comprar agua potable o solicitar su disposición a un operador de producción rural de agua potable o de disposición rural de aguas servidas, o a un concesionario de servicios sanitarios. En este caso, el operador o concesionario que preste este servicio deberá compensar al operador de la red de distribución o recolección, según sea el caso, mediante el pago de una tarifa de peaje calculada por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el Reglamento. En caso de existir diferencias entre las partes, será la Superintendencia quien resolverá a través de una resolución fundada.


Artículo 7º.- Etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales comprenden las siguientes etapas: 


(a) producción rural de agua potable;


(b) distribución rural de agua potable;


(c) recolección rural de aguas servidas; y,


(d) tratamiento y disposición final rural de aguas servidas.


La etapa de producción rural de agua potable consiste en la captación y tratamiento de agua cruda, para su posterior distribución en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente.


La etapa de distribución rural de agua potable consiste en el almacenamiento en su caso, y la conducción del agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario.


La etapa de recolección rural de aguas servidas consiste en la conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su tratamiento y disposición final. Alternativamente esta etapa podrá consistir en soluciones individuales de saneamiento para su posterior disposición.


La etapa de tratamiento y disposición rural de aguas servidas consiste en la evacuación de éstas en cuerpos receptores, en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente, o en sistemas de tratamiento.


Las etapas de los servicios sanitarios rurales, podrán solicitarse en licencia o permiso, conjuntamente o por separado. Sin embargo, la etapa de recolección rural de aguas servidas sólo podrá ser pedida por quien solicite u opere la etapa de distribución rural de agua potable.

TITULO III

LICENCIAS Y PERMISOS

Capítulo 1

Normas comunes


Artículo 8º.- Área de servicio. El operador prestará el servicio dentro del territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.


Artículo 9º.- Derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres. Las licencias y permisos otorgan el derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de éstos. El uso deberá sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u otros órganos públicos encargados de su administración, cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público. En todo caso, el uso temporal de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este derecho estará exento de cualquier tipo de cobro.


Asimismo, las licencias y permisos otorgan el derecho a imponer la constitución de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas.


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio sanitario rural.


En caso que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional, obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.


El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre, corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la licenciataria o el permisionario, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.


Artículo 10.- Licencias o permisos vinculados. Para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitada o su tramitación simultánea.


Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El Operador de distribución rural de agua potable estará obligado a cobrar y a recaudar de los usuarios, el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción rural de agua potable, de recolección rural de aguas servidas y de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


El incumplimiento de las obligaciones que se deriven de lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar la prestación de los servicios a los usuarios.


Artículo 12.- Bienes indispensables. Se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.


Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización, o desde su puesta en operación, según corresponda.


Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:


a) arranques de agua potable


b) uniones domiciliarias de alcantarillado 


c) redes de distribución


d) redes de recolección


e) derechos de agua


f) captaciones


g) sondajes


h) estanques de regulación


i) servidumbres de paso


En caso que los bienes indispensables aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley, pierdan tal calidad, el Operador deberá contar con la autorización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora.


Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndole aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 13.- Licitación de nuevas licencias o permisos. El Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos, y no podrá denegarlos discrecionalmente.


Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo informar de la transferencia al Registro.


En cualquier caso de transferencia de una licencia o permiso, el adquirente deberá cumplir con todas las condiciones que esta ley y su Reglamento fijen.


Si la licenciataria está operando en área urbana, podrá transferir total o parcialmente la licencia a una concesionaria de servicio sanitario, la que en todo caso deberá operar el área de servicio de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 y sus normas complementarias, entendiéndose ampliada su concesión sanitaria de pleno derecho, una vez que la transferencia haya sido autorizada por el Ministerio mediante Decreto Supremo, previo informe favorable de la Superintendencia.

Capítulo 2

De la licencia de servicio sanitario rural


Artículo 15.- Objeto. La licencia tiene por objeto autorizar a una Cooperativa para el establecimiento, construcción y explotación de un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, ni concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, salvo en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley, en al menos dos oportunidades, no se presente ningún interesado en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 24.


Artículo 16.- Licenciatarias. Las licencias para establecer, construir y explotar servicios sanitarios rurales, solo serán otorgadas a Cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas que establece esta ley y las demás propias de su giro.


Artículo 17.- Plazo. El plazo máximo de vigencia de la licencia será de 30 años. Durante este lapso, el Estado no podrá otorgar nuevas licencias de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, en la misma área de servicio.


Artículo 18.- Ampliaciones. La licenciataria podrá solicitar ampliaciones de su área de servicio conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


En caso que el área de ampliación solicitada esté total o parcialmente ubicada dentro del límite urbano de un área en la cual no se haya otorgado ni solicitado una concesión sanitaria conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas del año 1988, circunstancia que deberá ser previamente certificada por la Superintendencia, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


Artículo 19.- Licitación de la Licencia. La Superintendencia deberá llamar a licitación de la licencia y de sus bienes indispensables, un año antes del término del plazo de vigencia.


El llamado a licitación de la licencia pronta a extinguirse, se publicará por la Superintendencia por una vez en el Diario Oficial y, por medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre.


Las bases de licitación deberán señalar el nivel de subsidio a la inversión que se considerará para los efectos de evaluar las solicitudes de licencia que se presenten.


Las bases de licitación deberán contener una valorización actualizada de las inversiones necesarias para la prestación del servicio efectivamente realizadas por el anterior operador, sólo en la parte que hubieren sido financiadas con su patrimonio propio. En el evento que la licencia no le sea renovada, la nueva Licenciataria deberá pagar al anterior Operador dicho valor en la forma que lo hayan determinado las bases.


La avaluación actualizada de las inversiones que señala el inciso anterior, se efectuará de común acuerdo entre la Licenciataria y la Superintendencia y, en caso de desacuerdo, se hará por un perito tasador, que será nombrado conforme lo establezca el Reglamento.


Tanto la licencia como los bienes indispensables, se entenderán transferidos de pleno derecho desde la fecha del decreto de adjudicación.


En caso que la licitación no se resuelva antes del término del plazo de vigencia de la licencia, se entenderá esta prorrogada automáticamente hasta la fecha del decreto de adjudicación a la nueva licenciataria.


Artículo 20.- Solicitud. La solicitud de licencia se presentará ante la Superintendencia, acompañando una garantía de seriedad de la presentación. La solicitud, cuyas características se determinarán en un reglamento, contendrá, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación de la Cooperativa peticionaria.


2) Un Certificado de vigencia de la Cooperativa, emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de la etapa del servicio sanitario rural que se solicita, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la licencia de producción rural de agua potable.


La Licenciataria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, circunstancia que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el Reglamento.


5) La identificación de las demás Licenciatarias, Concesionarias de servicios sanitarios o Permisionarios con las cuales se relacionará.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales. 


7) Las características de las aguas servidas a tratar, del efluente y del cuerpo receptor, en el caso de la licencia de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


8) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones, y un estado de situación con una antigüedad no superior a 30 días a la fecha de su presentación, que deberá contener el análisis correspondiente a cada una de sus cuentas.


Artículo 21.- Carácter del área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia la pondrá en conocimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de las respectivas municipalidades, quienes deberán, en el plazo de cuarenta y cinco días, emitir un informe indicando si el área de servicio solicitada está fuera del límite urbano.


En caso que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o los Municipios consideren conveniente la ampliación del área de servicio, con el objeto de satisfacer demandas habitacionales no cubiertas, podrán señalarlo en su informe, a fin que la Superintendencia lo evalúe para efectos de lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 22.- Ampliaciones obligatorias. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio, sólo con el objeto de incorporar áreas que desde el punto de vista técnico y económico, hagan conveniente la constitución de un sistema unitario, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. En este caso, la solicitante podrá desistirse de su solicitud.


Artículo 23.- Publicación. El solicitante deberá publicar, a su cargo, un extracto de la solicitud de licencia por una vez en un diario de circulación en la región en que se encuentre el área de servicio solicitada, y deberá ser difundido a través de un medio de comunicación radial, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos. El extracto contendrá las menciones que se establezcan en el Reglamento.


Artículo 24.- Plazo para otras interesadas. Si hubiera otras Cooperativas interesadas en la licencia, deberán presentar a la Superintendencia, dentro del plazo de cuarenta y cinco días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo anterior, una solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, la que deberá ser acompañada de una garantía de seriedad, cuyas características se determinarán en el Reglamento.


Artículo 25.- Plan de inversión. Todos los que hubieren presentado solicitud de licencia entregarán a la Superintendencia, dentro del plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo 23, lo siguiente:


1.- Un Plan de Inversiones que deberá contener, a lo menos:


a) descripción técnica general y un cronograma de las obras proyectadas para un horizonte de cinco años;


b) estimaciones de beneficios, costos, valor actualizado neto; y


c) tarifas propuestas.


2.- Los demás antecedentes requeridos de conformidad al Reglamento.


Artículo 26.- Criterios de recomendación para la adjudicación. La Superintendencia recomendará la adjudicación de la licencia a la solicitante que, cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.


Con todo, la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar, no podrá ser superior a la determinada por la Superintendecia de conformidad al Título V de esta Ley.


Artículo 27.- Informe. La Superintendencia, dentro de un plazo de 90 días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 25, informará al Ministerio sobre las solicitudes presentadas.


El informe se pronunciará sobre el Plan de Inversiones y los demás antecedentes presentados por el solicitante, y propondrá la dictación del decreto de otorgamiento de la licencia, si se estima procedente.


El plazo a que se refiere este artículo se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos en el artículo 25 de esta ley, que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la Superintendencia.


En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio no podrá exceder de ciento ochenta días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24.


Artículo 28.- Adjudicación. El Ministerio, considerando el informe de la Superintendencia, resolverá fundadamente acerca de la solicitud de licencia, en un plazo máximo de treinta días de recibido dicho informe, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


Artículo 29.- Decreto de otorgamiento. El decreto de otorgamiento de la licencia considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación de la Licenciataria.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios, aprobadas por la Superintendencia.


4. La normativa general aplicable a la licencia que se otorga.


5. El Plan de Inversiones de la licenciataria respecto del cual se ha pronunciado la Superintendencia.


6. La tarifa a cobrar a los usuarios


7. La garantía involucrada.


8. El plazo de vigencia de la licencia.


Artículo 30.- Garantía. Al otorgarse la licencia, la Superintendencia exigirá a la licenciataria, en los términos que se establezcan en el Reglamento, una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio, cuyo monto se calculará considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas.


Los instrumentos en virtud de los cuales se otorguen las garantías serán elegidos por la Licenciataria de entre aquellos que la Superintendencia defina para tal efecto. Las cláusulas del contrato respectivo deberán ser aprobadas por la Superintendencia.

Capítulo 3

Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licencia


Artículo 31.- Caducidad. Las licencias caducarán, antes de entrar en operación, si no se ejecutaren las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner en explotación el servicio, indicadas en el decreto de otorgamiento de la licencia.


La caducidad será declarada mediante un decreto dictado por el Ministro de Obras Pública bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Caducada una licencia, la Superintendencia podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de treinta días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del Capítulo anterior.


Artículo 32.- Retiro de instalaciones. En los casos de caducidad previstos en el artículo anterior, la Cooperativa podrá disponer de las instalaciones ejecutadas, salvo los bienes indispensables. Cuando estas instalaciones ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o de particulares, el retiro deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará, cuando corresponda, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones, exigencias y requisitos establecidos para ese evento, en la respectiva resolución de calificación ambiental.


Artículo 33.- Declaratoria de riesgo en la prestación del servicio. Habiendo entrado en operación, el Ministro de Obras Públicas, en base a un informe técnico elaborado por la Superintendencia, y por la Autoridad Sanitaria cuando se incumplan o infrinjan disposiciones normativas de su competencia, podrá declarar en riesgo la prestación del servicio de una licenciataria, en los siguientes casos:


a) si las condiciones del servicio suministrado no corresponden a las exigencias establecidas en la ley o en sus reglamentos, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento de la licencia respectiva; y,


b) si la licenciataria no cumple el Plan de Inversiones.


Para la calificación de dichas causales, la Superintendencia y la Autoridad Sanitaria en su caso, deberán considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia.


Artículo 34.- Administrador temporal. Declarada por el Ministro de Obras Públicas la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo anterior, cesarán en sus funciones el gerente y el consejo de administración de la Cooperativa, y el Ministerio designará un administrador temporal, por un plazo no superior a seis meses, prorrogables por una sola vez por igual período, cuyas funciones y requisitos serán las establecidas en esta Ley y su Reglamento.


El administrador temporal ejercerá las funciones del Consejo de Administración, y será considerado como consejero para todos los efectos de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio que en materias técnicas vinculadas al servicio sanitario rural, estará supeditado al Ministerio de Obras Públicas.


La declaración de riesgo en la prestación del servicio y la designación de un administrador temporal, no obsta a la aplicación de las sanciones que procedan de conformidad a la normativa legal y reglamentaria vigente.


Artículo 35.- Cobro de garantía. En los casos regulados en los artículos 31 y 33, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía señalada en el artículo 30. La garantía podrá ser puesta a disposición del Administrador temporal que se designe conforme al artículo anterior, para el desempeño de sus funciones.


Artículo 36.- Facultades del administrador temporal. El administrador temporal del servicio tendrá todas las facultades del giro de la Cooperativa, que la ley y su estatuto otorgan al Consejo de administración y gerente. Su función principal será promover la designación, de un nuevo gerente y consejo de administración, dentro del plazo establecido en el artículo 34.


El administrador temporal responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus funciones.


En caso que, después de cumplida la prórroga del inciso primero del artículo 34 de esta Ley, no haya sido posible la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, el Ministerio llamará a licitación de la licencia, conforme a las reglas del Capítulo anterior.


Artículo 37.- Causal de inhabilidad. El gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos conforme al artículo 34, quedarán inhabilitados para ejercerlos, en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.


Artículo 38.- Quiebra de la Licenciataria. Pronunciada la declaración de quiebra, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.


En el caso de quiebra de una Licenciataria cuya licencia esté en explotación, el síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación. Para tales efectos se aplicará respecto del síndico lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 34.


Los gastos en que se incurra con ocasión de la Quiebra quedarán incluidos dentro de los créditos señalados en el Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 39.- Licitación por quiebra. El Ministerio dispondrá la licitación de la licencia y los bienes indispensables, dentro del plazo de un año contado desde que quede a firme la sentencia que declare la quiebra. El llamado a licitación se publicará en la forma establecida en el artículo 23, y los interesados deberán presentar sus ofertas en los plazos y con los antecedentes indicados en los artículos 24 y 25 de esta ley. Se aplicará además para la licitación lo dispuesto en los artículos 27, 28, 29 y 30 de esta ley.


La adjudicación de la licencia recaerá, cumpliendo las condiciones técnicas y la tarifa vigente, en la interesada que ofrezca el mayor valor por la licencia y por los bienes indispensables.

Capítulo 4

Del permiso de servicio sanitario rural


Artículo 40.- Objeto. El permiso de servicio sanitario rural se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, para establecer, construir y explotar Servicios Sanitarios Rurales, en un área de servicio determinada.


Artículo 41.- Solicitud del permiso. Para solicitar un permiso, el interesado deberá presentar al Ministerio, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación del Comité o la Cooperativa peticionaria, y una breve descripción de las características más relevantes del servicio que se solicita prestar.


2) En caso que el solicitante sea Cooperativa, un certificado de vigencia emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de las etapas del servicio sanitario rural que se solicitan, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua que utilizará en calidad de propietario o a cualquier otro título.


5) El título en virtud del cual el solicitante utilizará las fuentes de agua identificadas conforme al numeral anterior, lo que deberá acreditarse en la forma que defina el Reglamento.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales.


7) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones. Si el peticionario fuere una Cooperativa, deberá acompañar además un estado de situación.


Artículo 42.- Plazo del permiso. El plazo máximo por el que se otorgará el permiso será de 10 años.


Artículo 43.- Decreto de otorgamiento. El Ministerio resolverá fundadamente acerca de la solicitud de permiso, en un plazo máximo de 30 días, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


El decreto de otorgamiento del permiso considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación del permisionario.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios.


4. La normativa general aplicable al permiso que se otorga.


5. La tarifa a cobrar a los usuarios.


6. El Plazo de vigencia del permiso.


Artículo 44.- Renovación y solicitud de licitación. El permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 45 de esta ley.


En caso que el permisionario esté clasificado en el segmento alto conforme a lo dispuesto en el artículo 78, deberá presentar junto a su solicitud de renovación un Plan de Inversiones, respecto del que la Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo de cuarenta y cinco días.


Cualquier interesado distinto del Permisionario podrá solicitar al Ministerio, dentro de los seis meses antes del término del plazo de vigencia del permiso, que llame a su licitación. Para estos efectos, deberá acompañar a su solicitud un proyecto técnica y económicamente viable para la prestación del servicio.


Artículo 45.- Licitación del permiso. El llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables, se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 23 de esta ley.


Si hubiera otros interesados en el permiso, éstos deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 41 de esta ley.


Vencido el término anterior, el Ministerio adjudicará, en un plazo máximo de 60 días, el permiso al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.


Se aplicará para la licitación del permiso, lo dispuesto en los cinco incisos finales del artículo 19 de esta ley.

TITULO IV

DE LOS OPERADORES

Capítulo 1

Derechos y obligaciones de los operadores y usuarios


Artículo 46.- Obligaciones de los operadores. Los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:


a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.


Los servicios sanitarios deberán prestarse a los Usuarios, en la cantidad que corresponda, y en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.


b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendecia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento; salvo, las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el Reglamento.


c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento.


d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta Ley y su Reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes; así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones.


Artículo 47.- Obligación de conservación de instalaciones y equipos. Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo anterior, los operadores deberán conservar en perfecto estado de funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del servicio, debiendo para estos efectos proceder a su reparación y mantención, y a la reposición en su caso.


Artículo 48.- Fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación del artículo 78 de esta Ley, pertenezcan a los segmentos medio y alto, deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes, un fondo de reserva legal, destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.


Este fondo del inciso anterior no podrán ser destinados a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura, y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el Reglamento.


Artículo 49.- Responsabilidad por mantenimiento y reposición. Los costos de mantenimiento y reposición del arranque de agua potable y la unión domiciliaria, del sistema de agua potable y saneamiento rural respectivamente, serán de cargo del operador.


El mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores domiciliarias de agua potable y de saneamiento serán de exclusiva responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.


Artículo 50.- Uso de instalaciones y equipos. Corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables regulados en el artículo 12 de esta ley; y sólo podrán destinar dichas instalaciones a la realización de las actividades indicadas en el artículo 46.


Artículo 51.- Derechos de los usuarios. Las prestaciones en que se traduzca el cumplimiento de las obligaciones de los operadores establecidas en esta ley, serán sin perjuicio de los demás derechos establecidos en otras normas relacionadas con los servicios sanitarios rurales, todos los cuales constituyen el estatuto mínimo de los derechos que amparan a los usuarios.


Artículo 52.- Derechos del operador. Son derechos del Operador:


a) Cobrar por las etapas del servicio sanitario rural prestadas, las tarifas a que se refiere el Título V de esta Ley. Para estos efectos, las boletas o facturas deberán permitir la fácil comprensión de cada cobro efectuado.


b) Cobrar reajustes e intereses corrientes, por las cuentas que no sean canceladas dentro de los plazos señalados en el Reglamento;


c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido el operador;


d) Suspender, previo aviso de 15 días, los servicios a Usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente;


e) Suspender el servicio a los usuarios de servicio sanitario rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en el artículo 5 de esta Ley;


f) Suspender el servicio a los usuarios respecto de los cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o bienes del Operador.


g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso o destrucción de las mismas por el usuario.


h) Proponer y postular, cuando corresponda, en representación de los usuarios, a subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable, en particular al establecido en la Ley Nº 18.778 de 1989 y su reglamento.


i) Exigir al usuario de la propiedad servida la conexión a las instalaciones de agua potable y/o alcantarillado, según fuere el caso, cuando existan causas debidamente calificadas por la autoridad sanitaria.


Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones que el Código Sanitario le entrega al Ministerio de Salud.


Artículo 53.- Mérito ejecutivo. Las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural, incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo solo en cuanto al cobro de aquéllas prestaciones.


Artículo 54.- Modificaciones de niveles de servicio. Se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.


En caso que por modificaciones de los Planes Reguladores, el área de servicio de una Licenciataria quede total o parcialmente incorporada en el área urbana, el Ministerio podrá modificar los niveles de servicio de la licencia, a proposición de la Superintendencia. En este caso, la Licenciataria deberá modificar su Plan de Inversiones para incorporar las nuevas exigencias. La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las del Plan de Inversiones se harán conforme al procedimiento que establezca el Reglamento.


Artículo 55.- Facultad de acceso del operador. El usuario deberá permitir el acceso al inmueble del personal del operador, identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.


Artículo 56.- Inmueble que recibe el servicio. En el inmueble que recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas, quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural, para con el operador.

Capítulo 2

Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de dirigentes de operadores


Artículo 57.- Incompatibilidad. Serán incompatibles los cargos de Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los Comités y Cooperativas de servicios sanitarios rurales.


Las demás incompatibilidades y las causales de inhabilidad y cesación en el cargo, aplicables a la organización de las Cooperativas de servicios sanitarios rurales, se regirán por la Ley General de Cooperativas, y su legislación complementaria.


Artículo 58.- Cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités. Los dirigentes de los Comités de Servicio Sanitario Rural, cesarán en sus cargos:


a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.


Los estatutos del Comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades;


b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla;


c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos;


d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité;


e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización; 


f) Por pérdida de la calidad de ciudadano;


g) Por condena por alguno de los crímenes o simples delitos contra la propiedad establecidos en el Código Penal.


Artículo 59.- Censura de los dirigentes de los Comités. Será motivo de censura la trasgresión por los dirigentes de cualesquiera de sus deberes legales, o de algún derecho de un miembro de un Comité de Servicio Sanitario Rural.


Artículo 60.- Censura al directorio del Comité. Los Comités de servicio sanitario rural deberán confeccionar anualmente un balance o una cuenta de resultados, según el sistema contable con que operen, y someterlos a la aprobación de la asamblea. El incumplimiento de esta obligación será causal de censura para todo el directorio de la organización. Asimismo, será causal de censura para el directorio, el rechazo del balance o cuenta de resultados anual, en dos oportunidades sucesivas por a lo menos dos tercios de la asamblea.

Capítulo 3

Remuneraciones de dirigentes de los Comités


Artículo 61.- Remuneraciones de dirigentes de Comités. La Asamblea General extraordinaria de un Comité de Servicio Sanitario Rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, las remuneraciones y asignaciones en dinero de sus dirigentes y su reajustabilidad, para que rija por los periodos anuales que ella determine.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité.

TITULO V

DE LAS TARIFAS


Artículo 62.- Reglas generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su Reglamento.


Las tarifas a cobrar a los usuarios, de cada servicio sanitario rural específico serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Artículo 63.- Objetivos. Las tarifas de autofinanciamiento deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición. En el caso de los costos de inversión y de reposición, el procedimiento de tarifas podrá establecer distintos niveles de recuperación.


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Artículo 64.- Autoridad encargada del cálculo de las tarifas. Cada cinco años, y en el mismo período en que el Ministerio efectúe la clasificación conforme a lo dispuesto en el artículo 78 de esta ley, la Superintendencia determinará las tarifas para los operadores.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo siguiente, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


Artículo 65.- Procedimiento de Determinación tarifaria. Calculada la tarifa de autofinanciamiento y considerando el subsidio definido por la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, la Superintendencia determinará para cada Región mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.


Una vez comunicado por la Superintendencia el nivel tarifario que le corresponde, el Operador lo pondrá en conocimiento de la Asamblea, la que en el plazo de treinta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta en un 5%. En estos casos el nivel tarifario aceptado o ajustado por la Asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios por el operador.


En caso que la Asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de treinta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el Reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, sin un pronunciamiento de la Asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Artículo 66.- Fórmula tarifaria. Los sistemas tipo a tarificar serán definidos por la Superintendencia para cada región, considerando el tamaño del servicio y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.


La Superintendencia definirá además los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas, o de otro tipo que lo justifique. Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación tarifaria individual se establecerán en el reglamento.


Para los sistemas tipo o de tarificación individual definidos, se determinará el costo total de largo plazo, entendiéndose como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación eficiente como los de inversión eficiente de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte consistente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


Para determinar las tarifas que establece este Título, se calcularán separadamente las correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Artículo 67.- Tasa de costo de capital. La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el Reglamento.


Artículo 68.- Cargos tarifarios. Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el Reglamento.


Artículo 69.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, un 5%, del IPC informado por el Instituto Nacional de Estadísticas. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el Reglamento.


Artículo 70.- No discriminación de la tarifa. No existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios o discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas. No obstante, los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo en los casos que esta ley los autorice.


Artículo 71.- Obligado al pago. La tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, ya sea usufructuario, arrendatario o mero tenedor, sin perjuicio que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador.


Artículo 72.- Prestación regulada. Todas aquellas prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador que no se encuentren reguladas en esta Ley y se presten con características monopólicas, serán tarificadas de conformidad con este Título.

TITULO VI

INSTITUCIONALIDAD

Capítulo 1

Política nacional de servicios sanitarios rurales


Artículo 73.- Política de asistencia y promoción. El Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política para la asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales. Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los operadores.


La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.


Artículo 74.- Reconocimiento. La política para la asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, reconoce la función social y el rol integrador de los grupos intermedios que desarrollan sus actividades basados en los principios de participación comunitaria y de ayuda mutua, garantizando su ejercicio a toda persona sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


Del mismo modo, cada uno de los miembros de las organizaciones comunitarias y de las fundadas en el principio de ayuda mutua a que esta ley atribuye el derecho a ser titulares de permisos y licencias, tienen derecho a elegir y a ser elegidos para la dirección, administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones; sin perjuicio de los demás derechos que otras leyes les confieren para la protección de su calidad de usuarios o consumidores.


Artículo 75.- Principios. La política sobre los servicios sanitarios rurales, estará fundada en los siguientes principios:


a) De protección de la ayuda mutua, para el caso de los derechos inherentes de los servicios sanitarios rurales;


b) De igualdad de participación y de decisión de los integrantes de los órganos administradores y ejecutores de los operadores de los servicios sanitarios rurales, bajo la condición de que dichos integrantes den oportuno cumplimiento a sus obligaciones;


c) De no discriminación respecto del servicio sanitario rural;


d) De eficiencia económica en la disposición y administración de los recursos, de modo que propenda a la autosustentabilidad económica del servicio;


e) De transparencia en la gestión y administración del servicio, para con sus socios, usuarios y la comunidad en general; y,


f) De promoción del uso sostenible del agua y de los demás componentes ambientales involucrados.


Artículo 76.- Consejo consultivo. Para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que estará compuesto por los siguientes integrantes:


a) un representante del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá; 


b) un representante del Ministerio de Hacienda;


c) un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción;


d) un representante del Ministerio de Salud;


e) un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo;


f) un representante del Ministerio de Planificación;


g) un representante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


h) un representante de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior;


i) tres representantes de los socios de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales;


j) tres representantes de los socios de los Comités; y,


k) tres representantes de federaciones o confederaciones de operadores de servicios sanitarios rurales, sean de carácter nacional, regional o provincial.


El Consejo sesionará, al menos, dos veces al año. El Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. Los integrantes del Consejo a que se refieren las letras i), j) y k) del inciso primero de este artículo, percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.


El mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo establecidos en las letras i), j) y k) de este artículo, será fijado en el Reglamento. Para el caso de la elección de los representantes de las letras i) y j), dicho mecanismo deberá respetar la adecuada representación de los estratos, las regiones y los Comités y Cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación. Del mismo modo, dicho mecanismo asegurará la no discriminación de las personas representantes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas. Sus funciones serán citar a las sesiones, levantar acta de éstas, el seguimiento de los acuerdos adoptados y las demás que el Consejo o el Reglamento le encomienden.

Capítulo 2

Del registro y clasificación de operadores


Artículo 77.- Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales. El Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.


Artículo 78.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta Ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) alto, (b) medio, y (c) bajo.


El Reglamento definirá un procedimiento para la clasificación en los distintos segmentos.


Para la clasificación de los Operadores se considerarán, además de la calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera del operador, las siguientes características del sistema servido:


(a) población abastecida;


(b) cercanía al área urbana;


(c) condiciones económicas y sociales de la población abastecida;


(d) condiciones de aislamiento;


(e) en caso que corresponda, el carácter de comunidad indígena conforme a la Ley 19.253 y sus disposiciones reglamentarias; y,


(f) la oferta hídrica y las condiciones geográficas y topográficas.


Artículo 79.- Autoridad encargada de clasificar a los Operadores. El Ministro de Obras Públicas clasificará en distintos segmentos a los operadores, en conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior y en el Reglamento.


La clasificación tendrá una vigencia de 5 años, pudiendo el operador, la Superintendencia o el Departamento de Cooperativas, solicitar su reclasificación en cualquier momento, por razones fundadas.


La clasificación deberá constar en el Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales.

Capítulo 3

Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales


Artículo 80.- Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.


Artículo 81.- Funciones. Serán funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:


a) Ejecutar la política de asistencia y promoción conforme lo instruido por el Ministro de Obras Públicas.


En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los Operadores;


b) Administrar el Registro de Operadores;


c) Proponer al Ministro de Obras Públicas la clasificación de los Operadores, y el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 85 y 86, para cada segmento;


d) Asesorar a los Operadores, directamente o a través de terceros;


e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente.


f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales.


g) Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el Plan de Inversión;


h) Pedir informes y auditar la contabilidad de las Licenciatarias y Permisionarios


Para estos efectos podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable, y financiero a personas naturales o jurídicas inscritas en alguno de los Registros públicos que el Reglamento determine.


La Subdirección determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas, y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


i) Aprobar, directamente o a través de terceros, la puesta en operación de las obras de cada Operador.


j) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.


k) Visar técnicamente los proyectos.


l) Las demás que la ley le asigne.


Artículo 82.- Facultad de acceso de los funcionarios de la Subdirección. Los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los operadores, destinadas a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.


Artículo 83.- Designación de Administradores temporales. El Ministro podrá designar como administrador temporal, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el Reglamento, esté inscrito en un Registro Especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


Artículo 84.- Información. La Subdirección podrá requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


Los operadores deberán informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la Autoridad Sanitaria.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de Usuarios igual o superior al porcentaje que indique el Reglamento.

Capítulo 4

Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales


Artículo 85.- Inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos. La inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio mediante el sistema de concurso público establecido en los artículos 87, 88 y 89 de esta ley, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.


El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 86.- Subsidio a la inversión. El subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.


El citado subsidio tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará mediante concurso público de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.


Artículo 87.- Criterios de elegibilidad. El Ministerio, con consulta al Gobierno Regional respectivo, definirá para cada región, las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad. Entre los criterios de elegibilidad se podrán considerar requisitos diferenciados para cada segmento de operadores indicado en el artículo 78 de esta ley; sin embargo no se podrán establecer distinciones entre operadores de un mismo segmento.


Artículo 88.- Concurso Público. Los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.


El Ministerio de Obras Públicas, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al Gobierno Regional, un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.


El Gobierno Regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Los proyectos seleccionados por el Gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.


Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, concursabilidad y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el Reglamento. En éste se podrán considerar además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador previo a la ejecución completa de las obras.


En caso que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 85 y 86 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.


Artículo 89.- Ventanilla Única. Todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural, deberá ser contratado a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el Reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


Artículo 90.- Bienes aportados por el Estado. Por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, podrán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. Dichos bienes serán considerados para fines tarifarios como bienes aportados por terceros y, desde la fecha de su transferencia serán considerados indispensables, para los efectos del artículo 12 de esta Ley.

Capitulo 5

De la Regulación y Fiscalización


Artículo 91.- Superintendencia de Servicios Sanitarios. La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ejercer las atribuciones y facultades regulatorias y fiscalizadoras, respecto de todo operador de un servicio sanitario rural.


Para efectos de su fiscalización, la Superintendencia ejercerá respecto de las entidades fiscalizadas las mismas facultades que le confiere la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


La fiscalización se realizará directamente en forma prioritaria por las oficinas que la Superintendencia tenga destacadas en las distintas regiones del País o las que se creen en el futuro, según se consideren los recursos humanos y financieros necesarios.


Artículo 92.- Condiciones Especiales de servicio. Las instrucciones y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades normativas y de control, podrá considerar condiciones especiales de servicio respecto de operadores.


Artículo 93.- Rol del Departamento de Cooperativas. El Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.


Artículo 94.- Mecanismos de autorregulación y transparencia. El Reglamento establecerá mecanismos de autorregulación y de transparencia de la gestión y resultados de los Comités y Cooperativas de Servicio Sanitario Rural; asimismo, incentivará la libre iniciativa de los Comités y Cooperativas para cumplir los objetivos de autorregulación y transparencia.


Artículo 95.- Sanciones. Sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio Fiscal por parte de la Superintendencia, en los siguientes casos:


a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.


b) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los Usuarios de los servicios.


c) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los Operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta Ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.


d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta Ley faculta para requerirla.


e) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del Plan de Inversiones.


Artículo 96.- Modificaciones Ley de Cooperativas. Modifícase el artículo 68 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del año 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, en el siguiente sentido:



1.- Reemplázanse en el inciso 2º del artículo 68, los términos “y de agua potable”, por los vocablos “, de servicios sanitarios rurales”.


2.- Reemplázase en el epígrafe del capítulo 2 del Título III, los términos “agua potable”, por los vocablos “y de las cooperativas de servicios sanitarios rurales”.


3.- Reemplázanse en el artículo 73, los términos “de abastecimiento y distribución de agua potable”, por los vocablos “de servicios sanitarios rurales”.


Artículo 97.- Modificaciones Ley Subsidio Agua Potable. Derógase el inciso 3º del artículo 10 de la Ley Nº 18.778 la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.


Artículo 98.- Modificaciones a Planta. Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnesele el grado número 2 de la Escala Única de remuneraciones.

ARTICULOS TRANSITORIOS


ARTICULO PRIMERO TRANSITORIO. El Reglamento de esta ley será dictado dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su entrada en vigencia.


ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta Ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a los establecido en los artículos 20 y 41 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 42, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso anterior, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento solo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 41 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero precedentes, sólo se publicaran en la página web del Ministerio.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o tercero de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.


ARTICULO TERCERO TRANSITORIO. Los Municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley, operen servicios sanitarios rurales, podrán traspasarlos a un Comité o Cooperativa. En caso que un Comité o Cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el Municipio respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de 2 años contados desde el requerimiento.


ARTICULO CUARTO TRANSITORIO. Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento.


Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.


En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.


Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.


ARTICULO QUINTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se transformen a Cooperativas y las Cooperativas constituidas para la prestación de servicios sanitarios regulados en esta ley, cuando asuman o se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, ante terceros, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Sin que esta enumeración sea taxativa y sólo a vía enunciativa, entre tales obligaciones y derechos se comprenden los de carácter laboral, previsional, tributario, sanitario y medioambiental.


ARTICULO SEXTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.


ARTICULO SEPTIMO TRANSITORIO. En el mismo plazo indicado en el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los Comités y Cooperativas.


En el mismo plazo, la Subdirección podrá asistir a los Comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.


ARTICULO OCTAVO TRANSITORIO. Termínase la obligación para las Concesionarias de servicios sanitarios a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.549.


Para los efectos del presente artículo, las Concesionarias deberán rendir cuenta de su gestión dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, en los términos que fije el Reglamento. Adicionalmente, y dentro del plazo de un mes contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán entregar a los operadores, con copia al Ministerio, toda la información técnica, financiera, administrativa y contable del Comité o Cooperativa asistido, que obre en su poder.


ARTICULO NOVENO TRANSITORIO. Los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas.


ARTICULO DECIMO TRANSITORIO. Las Cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, podrán en el plazo de seis meses contados desde la entrada vigencia de esta Ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.


Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia, deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 25 de esta Ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas cooperativas quedarán clasificadas para los efectos del artículo 78, en el segmento alto.


ARTICULO UNDECIMO TRANSITORIO. Para la aplicación a servicios sanitarios rurales, de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile , vigentes a la fecha de publicación de esta ley, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos.


ARTICULO DECIMO SEGUNDO TRANSITORIO La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, iniciará sus funciones a partir de la entrada en vigencia del reglamento de esta ley.


ARTICULO DECIMO TERCERO TRANSITORIO. El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Publicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


ARTICULO DECIMO CUARTO TRANSITORIO. Créase el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone e el artículo 76 de esta Ley. El Consejo sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de esta ley.”.
- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 16 de diciembre de 2008; 6, 13 y 20 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Longueira Montes, Sergio Romero Pizarro y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Hosain Sabag Castillo).


Sala de la Comisión, a 27 de enero de 2009.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y LETELIER, QUE INCORPORA LA REDUCCIÓN, REUTILIZACIÓN Y RECICLAJE COMO PRINCIPIOS ORIENTADORES EN LA PROTECCIÓN AMBIENTAL

(6317-12)

Honorable Senado:


La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informar el proyecto de reforma constitucional individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto y Juan Pablo Letelier Morel.


A la sesión en que la Comisión  consideró esta iniciativa de reforma constitucional, asistieron la Ministra Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte, la asesora del Gabinete Ministerial, señora Ximena Insunza, y el Coordinador Nacional de Rediseño Institucional, señor Luis Cordero.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo único requiere para su aprobación de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.
ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

Constitución Política de la República, artículo 19 numeral 8, que consagra el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

MOCIÓN

Los autores de la Moción señalan que la protección del medio ambiente constituye una necesidad tanto para la supervivencia de los seres humanos como para la flora y la fauna del planeta.


Agregan que se ha comprobado que buena parte de la destrucción de ecosistemas y sitios de interés, como asimismo del deterioro de las condiciones que hacen posible la vida en la tierra, tales como la destrucción de la capa de ozono, la contaminación atmosférica y de las aguas, se derivan de su uso intensivo - y muchas veces evitable - de recursos naturales para la producción de bienes de consumo.


Que con el objeto de propender a una mayor responsabilidad en estas materias, organizaciones ecologistas, encabezadas por Greenpeace, han lanzado una iniciativa global destinada a reducir, reutilizar y reciclar, verbos que representan diversas acciones susceptibles de abordar para preservar el entorno.


Enseguida explican que “reducir” implica evitar el uso indiscriminado de utensilios, energía y agua, priorizando las actividades indispensables y evitando otras que no son necesarias. De este modo, se conseguiría acotar los recursos destinados a su producción, a la vez que se reduce la eliminación de basura.


Es importante la reducción del consumo de energía, cuya producción ocasiona un gasto enorme de recursos y el uso de recursos no renovables, generalmente muy contaminantes.


Por su parte “reutilizar” persigue volver a ocupar objetos que se encuentren en buen estado de conservación, en lugar de reemplazarlos anticipadamente por otros nuevos, con lo que se evitaría la destrucción y gasto asociada a su nueva producción.


Finalmente indican que “reciclar” consiste en la fabricación de nuevos productos a partir de otros existentes, de modo de disminuir el uso de materias primas.


Por lo anterior, señalan que resulta indispensable que los sectores público y privado se coordinen para facilitar la eliminación de los artículos reciclables, al tiempo de incentivar a la comunidad a realizar esfuerzos en ese sentido.


Que es necesario realizar esfuerzos sistemáticos con el objeto de adherir a estos principios y que para ello es importante que éstos se encuentren incorporados en nuestra Carta Fundamental, dando con ello un mayor contenido a la disposición constitucional, que hoy sólo detalla un bien protegido y establece un procedimiento para hacerlo efectivo, sin que se señale la forma concreta en que se propenderá a la existencia de un medio ambiente libre de contaminación.

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Honorable Senador señor Navarro señaló que el encabezamiento del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que preceptúa que “La Constitución asegura a todas las personas:”, es impracticable, ya que en la materia, al igual que lo que ocurre con la educación, es imposible  que el Estado “asegure” en todos los casos el ejercicio de estos derechos, siendo lo adecuado, en su opinión, que se utilicen otros verbos  tales como “fomentar, propender y velar”.

Por otra parte, aseveró que las Leyes Orgánicas Constitucionales son las que, en la práctica desarrollan, el modo cómo se concretan los principios que establece la Carta Fundamental, por lo que estima que el contenido del proyecto de reforma en estudio debiera incluirse en una ley especial, atendiendo a una buena técnica legislativa.

A su vez, el Honorable Senador señor Horvath, expresó que la reforma que se propone no es pertinente, puesto que la Constitución Política se refiere a derechos que el Estado garantiza a las personas, y no al modo en que se concretan.

La Ministra de  Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte, señaló que un tema emergente, como lo es el tema de los residuos en general, no debiera ser objeto de un tratamiento en el orden constitucional, sin que el país previamente transite un camino. Lo expuesto, añadió, guarda relación con el establecimiento de una Política General de Residuos.


En este orden de ideas, agregó que se encuentra en elaboración en la Cartera de Estado a su cargo una Ley General de Residuos, cuyo envío a tramitación legislativa se prevé para el año en curso.


Aseveró que la Política de Gobierno en la materia se basa en una estrategia jerarquizada, tanto de prevención como de reducción y reutilización de los residuos y que, además, incorpore conceptos modernos como lo es la Responsabilidad Extendida del Productor, que consiste en que el que genera el producto, también sea responsable del destino final, con especial énfasis en productos que se han masificado como consecuencia del avance tecnológico y que en décadas pasadas no fueron objeto de atención.


Refirió la señora Ministra que lo anterior también debe hacerse extensivo a los artefactos de línea blanca, que forman parte de lo que se denomina “residuos tesoros”, que permanecen años en las bodegas o rincones de las viviendas, generando una disminución del metraje habitable y también problemas de salud, ya que son fuente de atracción de vectores de interés sanitario.


Aseveró que este año será de realizaciones  en materia de residuos, afirmando que se implementará el Plan Comuna Limpia, que contempla el establecimiento de puntos verdes municipales con centros de acopio en la respectiva Comuna, lo que responde a una aspiración de la comunidad, que muchas veces construye y refacciona a nivel doméstico sus viviendas y que no cuentan con lugares para dejar los productos reemplazados y los escombros, procediendo a crear verdaderos vertederos clandestinos.


Concluyó reafirmando que la materia referida a residuos constituye una prioridad para el Gobierno y que es preciso, previamente, realizar el debate sobre una Ley General de Residuos. 

- - -


-- Puesta en votación la idea de legislar, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira y Navarro.
 - - -

En mérito del acuerdo consignado, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales,  propone el rechazo, en general, del proyecto de reforma constitucional cuyo texto se consigna a continuación:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Incorpórese el siguiente inciso segundo al numeral 8º del artículo 19º de la Constitución Política de la República:


“Para ello desarrollará acciones y medidas tendientes a reducir el uso de artículos cuya producción afecte el cumplimiento de dichos objetivos. Asimismo, favorecerá su reutilización y promoverá el reciclaje en las actividades productivas.”.”
 - - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alejandro Navarro Brain (Presidente Accidental), Antonio Horvath Kiss y Pablo Longueira Montes.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2009.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ESCALONA, GAZMURI, GIRARDI, GÓMEZ, LETELIER, OMINAMI, NAVARRO, NÚÑEZ, SABAG Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN AL GOBIERNO EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE DEROGUE LA DENOMINADA LEY RESERVADA DEL COBRE Y SU REEMPLAZO POR UNA LEY ESPECIAL DE CARÁCTER PLURIANUAL

(S 1144-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

La necesidad de perfeccionar el marco jurídico que regula la adquisición del sistema de armas para la Defensa Nacional, asegurando su máxima transparencia. 

EL SENADO ACUERDA:

Solicitar al gobierno el envío, en el mes de marzo del año en curso, de un proyecto de ley que derogue la denominada Ley Reservada del Cobre y la reemplace por una ley especial –de carácter plurianual- mediante la cual las adquisiones de material bélico requieran la aprobación del Congreso Nacional

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE ENVÍE A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA UN PROYECTO QUE MODIFIQUE LA NORMATIVA QUE REGULA LA ADQUISICIÓN DE UNIDADES Y PERTRECHOS DE LAS FUERZAS ARMADAS

(S 1145-12)

Honorable Senado:

Considerando que el denominado "Caso Mirage" ha dejado en evidencia la necesidad de que el país revise la actual normativa mediante la cual nuestras Fuerzas Armadas adquieren sus unidades y pertrechos.

El Senado acuerda:

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, que envíe un proyecto de ley que permita abordar esta materia de una manera muy completa, para dotarnos de una legislación moderna, transparente y plenamente democrática.
(Fdo.): Adolfo Zaldívar Larraín, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA MATTHEI Y SEÑORES ARANCIBIA, CHADWICK, ESPINA, GARCÍA, KUSCHEL, LARRAÍN, LONGUEIRA, ORPIS, PÉREZ VARELA, ROMERO Y ZALDÍVAR, RELATIVO A RESPONSABILIDADES QUE DERIVAN DE LA COMPRA DE AVIONES MIRAGE Y A SISTEMA DE ADQUISICIÓN DE ARMAMENTO PARA LAS FUERZAS ARMADAS

(S 1146-12)

Honorable Senado:

Honorable Senado:

Considerando:

Ante los hechos conocidos en la adquisición de los aviones Mirage, el Senado de la República no puede permanecer impasible sin dar a conocer su voz y opinión. Callar es ser cómplice de un grave escándalo que deja en evidencia el aumento de la corrupción en el país. 

Dada la trascendencia e importancia de esclarecer las responsabilidades no solo judiciales, para lo cual se ha designado un Ministro en Visita, sino también para analizar las responsabilidades políticas que debieran aclararse en el caso de la adjudicación de aviones Mirage, el Senado de la República y sin que ello implique actos de fiscalización alguno, acuerda lo siguiente:

Primero: La independencia del Poder Judicial es esencial en el marco Constitucional que nos rige y que hoy reiteramos y expresamos nuestro irrestricto respeto a sus actuaciones y que hoy desarrolla, a través de un Ministro en visita.

Segundo: La fiscalización política corresponde a la Cámara de Diputados y así lo establece nuestra Carta Fundamental. Por ello respaldamos la iniciativa que plantea la creación de una Comisión Investigadora en la Cámara de Diputados para determinar las responsabilidades políticas.

Tercero: La inquietud central que interesa al Senado se refiere al sistema de adquisición de armamento para nuestras Fuerzas Armadas. El rol del Congreso Nacional no puede estar circunscrito a la aprobación de los presupuestos ministeriales. 

Creemos que se debe corregir este sistema, definiendo un mecanismo de doble control al interior del Gobierno, con participación del parlamento en estos procesos y asegurando la transparencia total de estas adquisiciones de armamentos, incluyendo especialmente lo que concierne a las comisiones que se pagan en estos procesos. 

Cuarto: El Senado expresa su respaldo a la iniciativa de integrantes de la Comisión de Defensa, en orden a introducir en el Proyecto de Ley que moderniza el Ministerio del ramo, un rol mas activo del Poder Legislativo, y para ello destaca la necesaria participación del Senado, respecto de recabar su opinión, no vinculante, en las Estrategias de Defensa, así como establecer que el Ministro de Defensa Nacional, deberá rendir cuenta anual ante la Corporación de dichas estrategias, así como de las adquisiciones de armas que deben contar con las aprobaciones legislativas correspondientes. 

Quinto: La opinión pública merece una aclaración completa y sin reservas de todos los alcances y responsabilidades que surgen en este caso, así como de otros derivados de un sistema de adquisición de armas que debe ser modificado y en donde el Poder Ejecutivo y Legislativo deben asumir un rol rector.

(Fdo.): Evelyn Matthei Fornet, Senadora.— Jorge Arancibia Reyes, Senador.— Andrés Chadwick Piñera, Senador.— Alberto Espina Otero, Senador.— José García Ruminot, Senador.— Carlos Kuschel Silva, Senador.— Hernán Larraín Fernández, Senador.— Pablo Longueira Montes, Senador.— Jaime Orpis Bouchón, Senador.— Víctor Pérez Varela, Senador.— Sergio Romero Pizarro, Senador.— Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR ZALDÍVAR, RELATIVO A INVERSIÓN EN OBRAS DE INFRAESTRUCTURA Y FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA DE CONCESIONES

(S 1148-12)

Honorable Senado:

Considerando: 

1. Que la inversión en obras de infraestructura pública reviste especial importancia para los procesos productivos de todos los sectores de la economía, permitiendo al país ser más competitivo, lo que se traduce en importantes beneficios para sus habitantes y una relevante fuente de empleo; 

2. Que el Balance de la Infraestructura Pública, elaborado por la Cámara Chilena de la Construcción en julio de 2008, estableció que, para el período 2008-2012, se requiere efectuar una inversión superior a los US$ 21.500 millones, incluyendo inversiones en el Metro, y que el principal déficit se encuentra en las obras viales, tanto urbanas como interurbanas, por montos que superan los US$ 10.000 millones; 

3. Que esta carencia constituye un obstáculo para el crecimiento económico y social del país; 

4. Que la actual crisis económica ha puesto en evidencia que nuestro país tiene necesidades en materia de infraestructura, pero que, sin embargo, esta coyuntura económica, en vez de ser tomada como una amenaza, debe ser aprovechada como una oportunidad para invertir en infraestructura pública, materia en la cual el sector privado tiene mucho que aportar; 

5. Que el Gobierno, preocupado por la situación financiera que atraviesa el país,  está   materializando  un  plan  de  estímulo a la economía por US$ 4.000, de los cuales $ 700 millones están destinados a inversión en obras de infraestructura pública; 

6. Que,  no obstante lo anterior, este estímulo puede ser aún mayor con el aporte del sector privado, que contribuye con financiamiento y capacidad de gestión, fortaleciendo de esta forma la asociación público-privada; 

7. Que resulta necesario devolver el dinamismo a la industria de las concesiones, cuya inversión en los últimos 15 años ha sido por más de US$ 11.000 millones, con un peak el año 2004 por US$ 1.495 millones, pero con un claro descenso durante los años siguientes, registrando el año 2008 una inversión de tan sólo US$ 281 millones, y 

8. Que en otros países de Latinoamérica, como es el caso de El Salvador, Perú, México y también en países de Europa del Este, la tendencia es fortalecer la industria de las concesiones. 

El Senado acuerda:

Solicitar a la señora  Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet Jeria, considerar la presentación de un proyecto de ley que cree un fondo de infraestructura permanente.

Asimismo, tenga a bien solicitar al Ministerio de Obras Públicas las siguientes medidas:

a. Que adjudique, durante el primer semestre de este año, la cartera de proyectos que ya han sido licitados, y que dé cabal cumplimiento al calendario de la cartera anunciada por el Ministro del ramo a fines del año 2008, para así garantizar la continuidad de las inversiones al 2010; 

b. Que constituya un Comité  de coyuntura de carácter público-privado para perfeccionar los proyectos y sus respectivas bases de licitación;

c. Que incremente transitoriamente las asesorías externas con el propósito de apoyar su gestión; 

d. Que incentive la ejecución de obras en el Metro con el fin de mejorar el funcionamiento de la movilización colectiva; 

e. Que analice la posibilidad de restituir en el D.S. Nº 75 MOP, de 2004, sobre Reglamento para Contratos de Obras Públicas, las normas que permitieron diferir pagos a contratistas y compensarle el costo financiero cuando el Ministerio enfrente un déficit de caja (artículo 141 bis);

f. Que perfeccione la institucionalidad de la Unidad de Concesiones, y  

g. Que implemente, en el corto plazo, los proyectos de mejoramiento del servicio y la seguridad en las concesiones en operación. 

(Fdo.): Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.

� Boletín N° 233-10.


� Artículo 1 de ambas convenciones.


� Considerando 14 de la sentencia dictada el 19 de marzo de 1997, en recurso de protección interpuesto por don Antonio Horvath Kiss y otros contra la Comisión Nacional del Medio Ambiente. En Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo XCIV (1997), N° 1 (Enero-Abril), Sección 5.


� Artículo 64, ley Nº 19.253: “Se deberá proteger especialmente las aguas de las comunidades Aimaras y Atacameñas. Serán considerados bienes de propiedad y uso de la Comunidad Indígena establecida por esta ley, las aguas que se encuentren en los terrenos de la comunidad, tales como los ríos, canales, acequias y vertientes, sin perjuicio de los derechos que terceros hayan inscrito de conformidad al Código General de Aguas.





No se otorgarán nuevos derechos sobre lagos, charcos, vertientes, ríos y otros acuíferos que surten a las aguas de propiedad de varias Comunidades Indígenas establecidas por esta ley sin garantizar, en forma previa, el normal abastecimiento de aguas a las comunidades afectadas.”.
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